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Iniciativas

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY GENERAL DE

LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, A

CARGO DE LA DIPUTADA KARLA YURITZI ALMAZÁN BUR-
GOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos,
diputada federal, integrante del Grupo Parlamentario
de Morena de la LXIV Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona la frac-
ción XV Bis al artículo 4, de la Ley General de los De-
rechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Planteamiento del problema

De acuerdo con el artículo 13 de la Ley General de los
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, establece
que éstos, cuentan con ciertos derechos como la identi-
dad, igualdad, a vivir en condiciones de bienestar, a un
sano desarrollo integral, educación, salud, seguridad so-
cial, a una vida libre de violencia e integridad personal,
entre otros. Lamentablemente en México miles de ni-
ñas, niños y adolescentes ven vulnerados sus derechos.

Desde diciembre de 2014 se reconoció a las niñas, ni-
ños y adolescentes como titulares de derechos con el
objetivo de empoderar a los menores, pues hasta antes
de la aprobación de la Ley General de los Derechos de
las Niñas, Niños y Adolescentes (NNA)se consideraba
que se debía tutelar a los menores, ya que se conside-
raban individuos con menos recursos y habilidades
que los adultos.

Para poder garantizar sus derechos, la ley antes men-
cionada, reconoce que la protección de estos es una
responsabilidad fundamental de la familia, el Estado y
la sociedad, además de que en dicha ley se mencionan
los procedimientos para proteger y en su caso reivin-
dicar sus derechos.

Una de las estrategias que se debe implantar cuando se
vulneran los derechos de los menores son las medidas

especiales de protección, las cuales se efectúan depen-
diendo de la circunstancia en la que se encuentren los
derechos del menor, sin embargo, en las definiciones
que se utilizan para los efectos de la Ley no se men-
cionan, sin definir a que se refieren o en qué consisten,
lo cual deja la interpretación a quien las aplique.

Argumentos

Según la Encuesta Intercensal 2015, realizada por el
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Des-
arrollo Social (Coneval), en el país hasta 2015 había
alrededor de 39.2 millones de niñas, niños y adoles-
centes, de los cuales cerca de 20.7 millones se encon-
traban en situación de pobreza1, es decir, contaban con
alguna carencia, ya sea el acceso a la educación, ali-
mentación, vivienda, salud, entre otras.

El contar con alguna de estas carencias da lugar a que
este grupo de la población sea parte de los que se en-
cuentran en desventaja, por ende el Estado debe crear
políticas, estrategias y acciones que permitan atender
los problemas específicos a los que se enfrenta la ni-
ñez y adolescencia mexicana.

Un ejemplo de las carencias a las que se enfrenta la po-
blación mexicana es el acceso a la educación situación
que limita a niños y jóvenes y da lugar a la generación
de trabajo infantil, el cual representa una violación a
los derechos de los NNA, al limitar su bienestar y des-
arrollo. Tan sólo en 2015, 2.5 millones de NNA entre
5 y 17 años trabajaba, es decir, 8.4 por ciento de esta
población.2

México ha buscado la forma de garantizar o restituir
los derechos de las niñas, niños y adolescentes que se
encuentran en situación de indefensión o desventaja
por medio de la implementación de medidas especia-
les de protección, lamentablemente estas medidas no
cuentan con una definición jurídica en la Ley, por lo
que resulta necesario definir qué es lo que se entiende
por estas para la atención de las niñas, niños y adoles-
centes que forman parte de algún grupo vulnerable.

La restitución de los derechos “no puede reducirse a
atender las consecuencias y los efectos provocados por
su violación, sino que exige restablecer las condicio-
nes y los servicios cuya asistencia provocó la viola-
ción del derecho. Por eso, restituir significa detener el
hecho que está produciendo la violación, atender a sus
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consecuencias y efectos, reconstruir las condiciones y
los servicios o garantizar que la persona cuyo derecho
fue violentado vuelva a tener acceso a esas condicio-
nes y servicios, y dejar implementados los mecanis-
mos y las condiciones para prevenir que la violación
vuelva a repetirse”.3

Las procuradurías de protección especial son las en-
cargadas de atender y restituir los derechos de las ni-
ñas, niños y adolescentes de quienes se han visto vul-
nerados, ya sea por sus familias o por la comunidad en
la que viven o que se encuentran en situación de dis-
criminación, pobreza o exclusión.

Estas procuradurías tienen la obligación de garantizar
que los menores afectados cuenten con los servicios
necesarios que les permitan restituir sus derechos, es
por ello que las Procuradurías se encargan de ejecutar
las medidas necesarias para que se cumpla con esta
restitución.

La necesidad de contar con medidas especiales de pro-
tección responde a la necesidad de tener medidas sis-
temáticas, coordinadas y articuladas que atienda la
vulneración de las niñas, niños y adolescentes. La
Convención sobre los Derechos del Niño establece la
responsabilidad del Estado como garante del cumpli-
miento del derecho a la protección especial que tienen
los NNA, estableciendo las situaciones en las que ellos
requieren de la aplicación de medidas de protección
especial.

En el caso de la Ley General de los Derechos de las
NNA, en el párrafo segundo del artículo 10, se men-
ciona que las medidas de protección especial se adop-
tarán cuando las niñas, niños y adolescentes se en-
cuentren en situación de vulnerabilidad por
circunstancias socio-económicas, alimentarias, psico-
lógicas, físicas, discapacidad, identidad cultural, ori-
gen étnico o nacional, situación migratoria o apátrida,
o bien, relacionadas con aspectos de género, preferen-
cia sexual, creencias religiosas o prácticas culturales, u
otros que restrinjan o limiten el ejercicio de sus dere-
chos.

Para asegurar el bienestar y el interés superior del ni-
ño, es asunto de los Estados el establecer un sistema
eficaz de protección al niño.4 En el caso de México, de
acuerdo con el artículo 122, fracción XIV, les corres-
ponde a las Procuradurías de la Protección supervisar

la ejecución de las medidas especiales de protección
de niñas, niños y adolescentes que hayan sido separa-
dos de su familia de origen por resolución judicial.

Para cumplir con lo anterior, las procuradurías deberán
estar conformadas por una serie de autoridades dentro
de las que destacan las de procuración de justicia y el
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Fa-
milia, de la misma forma deberán ser una red interco-
nectada con servicios de diverso tipo como salud, edu-
cación, protección social, cultura, deporte, entre otros.

Para UNICEF, “protección de la infancia” se refiere a
las labores de prevención y respuesta a la violencia, la
explotación y el abuso contra niños y niñas, por ejem-
plo; La explotación sexual, la trata, el trabajo infantil
y prácticas tradicionales perniciosas como la mutila-
ción/escisión genital de la mujer y el matrimonio ado-
lescente.5

Todas las acciones encaminadas a la Protección Espe-
cial de los NNA debe basarse en la protección integral
con enfoque de derechos humanos para que se pueda
reconocer que las NNA son sujetos de derechos y por
ende deben gozar de ciertas garantías, además de que
se debe buscar su integración en los diferentes progra-
mas, estrategias y acciones que emprenda el Estado a
favor de la población infantil, aunado a considerar to-
das sus necesidades para su pleno desarrollo y con ello
mejorar su calidad de vida.

La Procuraduría de Protección debe coordinarse con
las diversas instituciones para conseguir que las medi-
das de protección especial y la restitución de los dere-
chos de miles de niñas, niños y adolescentes sean ga-
rantizados.

Las definiciones en las leyes permiten traducir un tér-
mino a un lenguaje más comprensible, provocando
que aquellas personas que se encargan de aplicarlas
tengan como obligación entenderlas y emplearlas en la
manera en la que se encuentran definidas.

En el caso de las medidas especiales de protección, al
no encontrarse definidas, dan lugar a que aquellas per-
sonas que se encargan de aplicar la ley puedan enten-
derlas y aplicarlas de la forma que ellos consideren.

Definir las medidas especiales de protección permite
dar una mayor claridad y utilidad a estas medidas, ade-
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más de que aporta nuevos elementos para la compren-
sión sobre ellas.

Fundamento legal

Por lo expuesto, y con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, y 74, fracción IV, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y de los artículos 6o., numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, la sus-
crita, diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos, someto
a consideración de esta soberanía la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto por el que se reforma la Ley General de los
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo Único. Se adiciona la fracción XV Bis al ar-
tículo 4, de la Ley General de los Derechos de las Ni-
ñas, Niños y Adolescentes para quedar como sigue:

Artículo 4. Para los efectos de esta ley, se entenderá
por:

I. a XV. …

XV Bis. Medidas de protección especial: Con-
junto de acciones, programas y actividades insti-
tucionales orientadas a reconocer, proteger, ga-
rantizar y resguardar los derechos humanos de
las niñas, niños y adolescentes conforme a su In-
terés superior, dirigidas a la prevención, aten-
ción, asistencia, restitución y reparación, con la
finalidad de salvaguardar el libre goce y pleno
ejercicio de sus derechos.

XVI. a XXIX. …

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario oficial de la
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Y DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLI-
CA FEDERAL, EN MATERIA DE PARIDAD DE GÉNERO, A

CARGO DE LA DIPUTADA MADELEINE BONNAFOUX ALCA-
RAZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La que suscribe, Madeleine Bonnafoux Alcaraz, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXIV Legislatura, con fundamento en
lo establecido en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman las frac-
ciones II y III del artículo 89, 115 y 116 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artí-
culos 14, 17 y fracción I del artículo 17 Bis de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, con-
forme a lo siguiente:

La innegable desigualdad a la que hemos estado suje-
tas las mujeres a través de la historia y las diferentes
culturas, abarca todos los ámbitos de nuestra vida: so-
cial, familiar, laboral, económica, educativa, legal,
cultural y política. Esta desigualdad no es, ni ha sido,
exclusiva del país, sino que es generalizada en mayor
o menor medida, a nivel mundial. 

La Organización de las Naciones Unidas, a través de
varias décadas, ha trabajado incansablemente en el es-
tablecimiento de políticas y acciones encaminadas a
reducir las brechas de desigualdad entre hombres y
mujeres en todos los ámbitos en que se presenta, entre
ellas podemos destacar la Declaración y Plataforma de
Acción de Beijing, así como la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Violencia contra
la Mujer (CEDAW), instrumento internacional que ha
sido ratificado por nuestro país desde 1981.

En dicha declaración, los Estados participantes reco-
nocen:

… La discriminación contra la mujer viola los prin-
cipios de la igualdad de derechos y del respeto de la
dignidad humana, que dificulta la participación de
la mujer, en las mismas condiciones que el hombre,
en la vida política, social, económica y cultural de
su país, que constituye un obstáculo para el aumen-
to del bienestar de la sociedad y de la familia y que
entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de
la mujer para prestar servicio a su país y a la huma-
nidad…

En el rezago en la igualdad de la participación de la
mujer en la vida política, el país ha tenido avances sus-
tantivos, avances que han sido impulsados por refor-
mas electorales que han llevado a elevar de manera
significativa la integración de mujeres en los Poderes
Legislativos federal y locales, así como en los ayunta-
mientos del país.

Estas reformas no son otra cosa que medidas afirmati-
vas, que tienen como objetivo primordial que más mu-
jeres puedan cruzar las barreras de la desigualdad y
discriminación y logren el acceso a los cargos públicos
de elección popular en las mismas condiciones que los
hombres. No es sano para la sociedad que a la fecha se
presenten acciones que hacen retroceder los avances
utilizando artimañas vergonzosas para sacarle la vuel-
ta a las disposiciones legales a favor de la igualdad,
como sucedió en las pasadas elecciones en las que se
utilizó a mujeres para competir y después presionadas
a ceder su triunfo a los hombres, como sucedió en
Chiapas.

En específico, la reforma electoral de 2014 modificó el
artículo 41 constitucional, estableciendo la obligación
a los Partidos Políticos de garantizar la paridad entre
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los géneros en las candidaturas a las legislaturas fede-
rales y locales.

Aunado a esto, el Instituto Nacional Electoral emitió li-
neamientos donde se considera que las listas de sena-
durías de representación proporcional deben ir encabe-
zadas por fórmulas integradas por mujeres, así como
por lo menos dos de las cinco de las circunscripciones
para elegir diputados federales plurinominales fueran
encabezadas por mujeres.

A raíz de esta reforma y de la emisión de los linea-
mientos referidos, apreciamos un visible incremento
en la representación de mujeres en el Congreso de la
Unión: en 2012 (antes de la reforma), la Cámara de
Diputados se integró por 37 por ciento de mujeres y 63
de hombres; en 2015, por 42.6 de mujeres y 57.4 de
hombres; la Sexagésima Cuarta Legislatura quedó in-
tegrada por 48.8 de mujeres y 51.2 de hombres. El Se-
nado, en 2012 (antes de la reforma) estuvo integrado
por 37.8 de mujeres y 67.2 de hombres; en 2018 que-
dó integrada casi de manera paritaria: 49 por ciento de
mujeres y 51 de hombres.

Fuente: INE Sicef 2015, Cámara de Diputados.

Fuente: INE Sicef 2015, Cámara de Senadores.

La adopción de medidas afirmativas para el logro de
más espacios de participación de mujeres en la vida
política del país sí ha sido efectiva.

No olvidemos, además, que las medidas afirmativas
se encuentran plasmadas en el articulado de la CE-
DAW, la cual las considera como medidas especiales
de carácter temporal encaminadas a acelerar la
igualdad de facto entre el hombre y la mujer: así mis-
mo establece que las mismas no se consideran discri-
minatorias para el sexo masculino porque su fin es
lograr la igualdad entre ambos sexos y las medidas
cesarán cuando se logre dicho fin (artículo 4.1 de la
CEDAW).

El artículo 7 específicamente indica que se deben to-
mar estas medidas para eliminar la discriminación
contra la mujer en la vida política y pública del país y,
en particular, que se debe garantizar a las mujeres, en
igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a
ser votadas, a ocupar cargos públicos y ejercer todas
las funciones públicas en todos los planos guberna-
mentales.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación también se
ha manifestado al respecto; existen diversas resolucio-
nes (SUP-REC-1183/2017, JDC-1172/2017, SUP-
RAP-726/2017), en las cuales se ha considerado co-
rrecta la aplicación de medidas afirmativas a favor de
ganar espacios políticos y públicos para las mujeres,
aunque estas medidas vayan más allá de lo establecido
por la legislación.

En consecuencia, encontramos ahora que gracias a la
aplicación de estas medidas se ha logrado la integra-
ción casi paritaria en ambas Cámaras del Congreso de
la Unión, por lo que podemos concluir, dados estos re-
sultados, que las medidas afirmativas sí son efectivas
en el logro de los objetivos para los cuales se tomaron,
en el caso concreto que nos ocupa: lograr la paridad en
los espacios públicos.

Es de justicia reconocer que gracias a estas acciones
afirmativas muchas mujeres han tenido la oportunidad
de demostrar su capacidad, contribuyendo a acortar la
brecha de desigualdad existente en la ocupación de los
espacios de representación popular, sin embargo no
debemos considerarlo como una dádiva que se hace a
la mujer, sino como el reconocimiento de una deuda
histórica, y que se logró gracias a las incansables lu-
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chas de muchas mujeres a lo largo de la historia, lucha
que no ha dado tregua y que aún no concluye.

Sabemos que nos queda un gran tramo por recorrer en
todos los aspectos de la vida privada y pública de las
mujeres, de ahí la necesidad de estar presentes en los
espacios públicos de toma de decisiones, en los cargos
en donde se generan y ejecutan las políticas públicas,
me refiero en específico a los de designación directa
como son los gabinetes de los Poderes Ejecutivos de
los tres niveles de gobierno.

La legislación existente prácticamente ha dejado en
manos de los partidos políticos el tema de la paridad,
al establecer en el artículo 41 constitucional la garan-
tía de paridad para legislaturas federales y locales, así
como regulando en otros ordenamientos jurídicos el
tema de la paridad, tanto horizontal como vertical, pa-
ra integración de planillas de ayuntamientos; más sin
embargo ha sido totalmente omisa en lo referente a es-
tablecer medida alguna con el objeto de lograr la pari-
dad en el ejercicio de las funciones públicas en los Po-
deres Ejecutivo y Judicial. Por ello, los resultados de
dicha omisión saltan a la vista.

Como sustento y muestra de la aseveración anterior,
tomo como referencia la información encontrada en la
página electrónica de la Presidencia de la República,
de donde se desprende que el gabinete legal y amplia-
do del Poder Ejecutivo federal se encuentra integrado
por 30 dependencias, de las cuales 26 son encabezadas
por hombres.

Por lo que se refiere a las entidades federativas, dicha
situación sigue la misma tendencia y por consiguiente
es muy parecida. Como un ejemplo muy significativo
de esta disparidad me referiré a Sonora, el cual, no
obstante ser gobernado por una mujer, no cuenta con

ninguna mujer titular de alguna de las dependencias
del gabinete legal y si consideramos el legal y el am-
pliado, la participación de las mujeres representa 33
por ciento.

Fuente: Página electrónica del gobierno de Sonora.

Por lo expuesto consideramos urgente y necesaria la
reforma que se plantea para lograr el equilibrio que re-
quiere una sociedad igualitaria. La voz, la capacidad,
el sentir y actuar de las mujeres, que representamos
poco más de la mitad de la población, deben estar pre-
sentes y activos en los espacios ejecutivos de toma de
decisiones en la misma medida que la de los varones.
No se trata del poder por el poder. Se trata del poder
para el hacer y contribuir así a la construcción de una
sociedad más justa y equitativa.

Empoderar a las mujeres contribuye sin duda a reducir
la brecha de la desigualdad aun existente en este ám-
bito, pero sobre todo, es la oportunidad de poder inci-
dir con la fuerza de la razón y la justicia a todos los de-
más espacios de nuestro territorio en los que aún
persisten prácticas desiguales, inequitativas, injustas,
discriminatorias y dañinas que no solo laceran a muje-
res, jóvenes y niñas que las sufren, sino también a to-
da la sociedad, con la que seguimos en deuda.

No olvidemos, pues, que todos los tratados internacio-
nales firmados en la materia, elevados a rango consti-
tucional en el artículo 1o. de la Carta Magna, estipulan
la obligación de lograr la participación de la mujer, en
las mismas condiciones que el hombre, en todos los
aspectos de su vida, incluidos los espacios públicos de
toma de decisiones.

Esta propuesta no es una novedad: el Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional ha estado impulsan-
do la misma desde esta tribuna, ya algunas de las dipu-
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tadas de la Sexagésima Tercera legislatura presentaron
iniciativas para lograr la paridad de género en los tres
poderes y en los tres órdenes de gobierno, así como la
hoy senadora de Acción Nacional Kenia López Raba-
dán presentó en septiembre iniciativa con proyecto de
decreto solicitando la paridad de género en dependen-
cias, órganos de gobierno y consejos, de los Poderes
Ejecutivos federal, estatales y municipales.

La presente iniciativa obedece a la necesidad de esta-
blecer la paridad de género en las titularidades y pues-
tos de mando superior de las dependencias de la admi-
nistración pública federal, estatal y municipal.
Asimismo, en embajadas, consulados generales de Mé-
xico en el extranjero y a los integrantes de los órganos
colegiados encargados de la regulación en materia de
telecomunicaciones, energía y competencia económica.

Con base en todo lo expuesto, y con fundamento en lo
dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona las fracciones II y
III del artículo 89 y fracción VIII del artículo 115,
y adiciona un segundo párrafo al artículo 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y reforma y adiciona el primer párrafo del
artículo 14, el artículo 17 y el primer párrafo del
artículo 17 Bis de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal

Primero. Se reforman y adicionan las fracciones II y
III del artículo 89, fracción VIII del artículo 115 y se
adiciona un segundo párrafo al artículo 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del presi-
dente son las siguientes:

I. …

II. Nombrar y remover libremente a los Secretarios
de Estado, remover a los embajadores, cónsules ge-
nerales y empleados superiores de Hacienda, y
nombrar y remover libremente a los demás emplea-
dos de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no

esté determinado de otro modo en la Constitución o
en las leyes; en todos los nombramientos a que se
refiere la presente fracción, se deberá observar
el principio de paridad.

…

…

III. Nombrar, con aprobación del Senado, a los em-
bajadores, cónsules generales, empleados superio-
res de Hacienda, y a los integrantes de los órganos
colegiados encargados de la regulación en materia
de telecomunicaciones, energía y competencia eco-
nómica, debiendo observarse el principio de pa-
ridad para todos estos nombramientos.

IV. …

Artículo 115. …

I. …

VIII. … Las leyes de los estados introducirán el
principio de la representación proporcional en la
elección de los ayuntamientos de todos los munici-
pios, así como también el de paridad para los
puestos de primer nivel y mandos superiores de la
administración pública municipal.

…

IX. …

Artículo 116. El poder público de los estados se divi-
dirá para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Ju-
dicial, y no podrán reunirse dos o más de estos pode-
res en una sola persona o corporación, ni depositarse
el legislativo en un solo individuo.

Las Constituciones y leyes de los estados garantiza-
rán la paridad en la titularidad y mandos superio-
res de las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública estatal.

Los poderes de los Estados se organizarán conforme a
la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las
siguientes normas:

…
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Segundo. Se reforman y adiciona el primer párrafo del
artículo 14, el artículo 17, y el primer párrafo del artí-
culo 17 bis, de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, para quedar como sigue:

Artículo 14. Al frente de cada Secretaría habrá un Se-
cretario de Estado, quien, para el despacho de los
asuntos de su competencia, se auxiliará por los Subse-
cretarios, Oficial Mayor, Directores, Subdirectores,
Jefes y Subjefes de Departamento, oficina, sección y
mesa, y por los demás funcionarios que establezca el
reglamento interior respectivo y otras disposiciones le-
gales, debiendo observarse el principio de paridad
para la titularidad de las Secretarías y puestos de
primer nivel de las mismas.

…

Artículo 17. Para la más eficaz atención y eficiente
despacho de los asuntos de su competencia, las Secre-
tarías de Estado podrán contar con órganos adminis-
trativos desconcentrados que les estarán jerárquica-
mente subordinados y tendrán facultades específicas
para resolver sobre la materia y dentro del ámbito te-
rritorial que se determine en cada caso, de conformi-
dad con las disposiciones legales aplicables, debiendo
observarse el principio de paridad para la titulari-
dad de dichos órganos desconcentrados y puestos
de primer nivel de los mismos.

Artículo 17 Bis. …

I. Los titulares de las delegaciones serán designados
por el Titular de la respectiva dependencia o entidad y
tendrán las atribuciones que señalen sus reglamentos
interiores o los ordenamientos legales de creación de
las entidades paraestatales, debiendo observarse el
principio de paridad para la titularidad y los pues-
tos de primer nivel de las mismas. Asimismo, debe-
rán reunir por los menos los siguientes requisitos:

a) …

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente a su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las legislaturas de los estados contarán con
un plazo de 90 días, a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, para homologar sus Constituciones y
leyes en la materia.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputada Madeleine Bonnafoux Alcaraz (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL, A CARGO DE

LA DIPUTADA SORAYA PÉREZ MUNGUÍA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRI

La suscrita, diputada Soraya Pérez Munguía, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la honorable Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 1, 4,
71, fracción II; 72, y 73, fracción XXXI, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción II, 77,
numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía el
siguiente proyecto de decreto por la que se adicionan
la fracción X al artículo 1; la fracción XII al artículo 3;
la fracción VI al artículo 14; la fracción X al artículo
19; y un segundo párrafo al artículo 34; y se reforman
la denominación del capítulo V, del título tercero; el
artículo 33; y el artículo 35, todos, de la Ley General
de Desarrollo Social, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Primero. El gasto público social es, sin duda, el ins-
trumento más importante por medio del cual el Estado
participa en la distribución del ingreso, particularmen-
te en su distribución secundaria, a la vez que, a largo
plazo, la mayor inversión en capital humano permite
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incidir en algunos de los factores estructurales que in-
fluyen en su distribución primaria. Así las cosas, el im-
pacto distributivo del gasto social dependerá de su
magnitud, su distribución y su financiamiento, así co-
mo de su estabilidad y de la eficiencia en el uso de los
recursos correspondientes. 

Segundo. Sin embargo, algo poco explorado e imple-
mentado hasta ahora en México, es lo relativo a las di-
ferencias de género en las legislaciones relacionadas
con el desarrollo social, lo cual, constituye el objeto de
la presente iniciativa de reformas y adiciones a la ley
de la materia, que busca por un lado, estimular y fo-
mentar el empoderamiento económico de la mujer, ce-
rrar brechas de género, así como impulsar la economía
incluyentes desde las acciones del gasto público, como
ya se ha dicho, en materia de desarrollo social, parti-
cularmente en lo relativo al fomento del sector social
de la economía con perspectiva de género.

Tercero. Con dicha finalidad, la presente iniciativa
propone adiciones en los artículos 1, 3, 14, y 19 de la
Ley General de Desarrollo Social con el propósito de:

a) Incorporar como objeto de la ley, la promoción
de la perspectiva de género en el gasto público y las
políticas sociales;

b) Establecer como principio de la política de des-
arrollo social la “transversalidad”, entendida ésta
como el proceso que permite garantizar la incorpo-
ración de la perspectiva de género en el gasto social
con el objetivo de valorar las implicaciones que tie-
ne para las mujeres y los hombres cualquier acción
que se programe, tratándose de legislación, políti-
cas públicas, actividades administrativas, económi-
cas y culturales en las instituciones públicas y pri-
vadas;

c) Agregar como vertiente de la política nacional de
desarrollo social la superación de las brechas de gé-
nero y empoderamiento económico de la mujer a
través de acciones sociales que fomenten economía
incluyente; y

d) Integrar como supuesto de prioridad y de interés
público los programas, fondos y acciones públicas
destinados a la implementación y promoción de la
economía incluyente.

Cuarto. De igual forma, se propone incorporar la
perspectiva de género como eje del fomento del sector
social de la economía, y para tales efectos se proponen
reformas a los artículos 33, 34 y 35 de la Ley que nos
ocupa, a efecto que:

a) Los municipios, los gobiernos de las entidades
federativas y el gobierno federal fomenten activi-
dades productivas para promover la generación
de empleos e ingresos de personas, familias, gru-
pos y organizaciones productivas, teniendo en
cuenta en todo momento la superación de las bre-
chas de género y la promoción de la economía in-
cluyente;

b) Los citados órdenes de gobierno estimulen la
organización de personas, familias y grupos socia-
les, destinando recursos públicos para promover
proyectos productivos; identificar oportunidades
de inversión, y brindar capacitación, asistencia
técnica y asesoría para la organización y el diseño
de proyectos y apoyo legal para la realización de
estas actividades, bajo el principio de transversali-
dad a que se refiere la presente Ley, es decir, te-
niendo en todo momento en cuenta de equidad de
género; y

c) Establecer como obligaciones de los órdenes de
gobierno federal y local, la aportación de recursos
como capital de riesgo para dar viabilidad a las em-
presas sociales y destinar recursos para apoyar a
personas, familias y organizaciones sociales cuyo
objeto sea el financiamiento de proyectos de des-
arrollo social, particularmente, a aquellas que ten-
gan como objeto principal el empoderamiento eco-
nómico de la mujer, o en otras palabras, potenciar a
las mujeres, para que mediante su autogestión, me-
jore sus condiciones de vida.

Quinto. A fines de sustentar lo antes propuesto, debe-
mos señalar que la participación femenina aumenta la
productividad y la eficiencia de las empresas. Éstas se
benefician enormemente al aumentar las oportunida-
des en cargos de liderazgo para las mujeres, se estima
que las compañías con mujeres en funciones directivas
o dentro del consejo de administración registran una
Retorno al Capital 44 por ciento mayor que en aque-
llas que sólo están conformadas por varones; lo mismo
sucede con las Utilidades Después de Impuestos que
presenta un margen promedio mayor en 47 por ciento
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en donde hay presencia femenina. Estos indicadores se
extrajeron con datos de alrededor de 300 compañías de
Brasil, México, Colombia, Chile, Perú y Argentina.1

Imaginemos ahora lo que se podría lograr si se impul-
sa desde la legislación de desarrollo social que los ór-
denes de gobierno federal y local tengan la posibilidad
de aportar recursos como capital de riesgo para garan-
tizar empresas sociales cuyo objeto sea el financia-
miento de proyectos de desarrollo social, particular-
mente, la incorporación de la mujer al sector formal de
la economía.

Sexto. De igual forma es necesario recordar que
cuando el número de mujeres ocupadas aumenta, las
economías crecen. Según estudios efectuados en paí-
ses de la Organización para la Cooperación y Des-
arrollo Económicos (OCDE) y en algunos países no
miembros, el aumento de la participación de las mu-
jeres en la fuerza de trabajo –o una reducción de la
disparidad entre la participación de mujeres y hom-
bres en la fuerza laboral– produce un crecimiento
económico más rápido.2 De la misma manera, datos
procedentes de diversos países3 muestran que incre-
mentar la proporción de los ingresos económicos y
familiares controlados por las mujeres, procedentes
de lo que ganan ellas mismas o con transferencias
que cumplen los mismos fines, modifica los patrones
de gasto en la familia, beneficiando principalmente a
sus hijos.

Séptimo. Otros datos que tampoco podemos dejar de
verter en la presente iniciativa, es que para las muje-
res, las probabilidades de trabajar en el sector del em-
pleo informal son más altas que las de los hombres.4

Así por ejemplo, tenemos que en Asia meridional, más
de 80 por ciento de las mujeres en empleos no agríco-
las se desempeña en el sector informal, en el África
subsahariana, 74 por ciento, y en América Latina 54
por ciento.5

Asimismo, las mujeres, en especial aquéllas en situa-
ción de pobreza, parecen ser más vulnerables a los de-
sastres naturales. Un estudio reciente efectuado sobre
141 países encontró que son más las mujeres que los
hombres que mueren a causa de riesgos naturales.
Cuando la situación socioeconómica de las mujeres es
alta, la cantidad de muertes de mujeres y hombres es
prácticamente igual durante y después de los desastres
naturales, mientras que son más las mujeres que los
hombres que mueren (o que mueren más jóvenes)

cuando la situación socioeconómica de las mujeres es
inferior. Las mujeres, las niñas y niños tienen más pro-
babilidades de morir durante los desastres que los
hombres.6

Octavo. Al tenor de lo expuesto, la presente iniciativa
busca la incorporación de la perspectiva de género, en-
tiendo ésta como una estrategia o un proceso median-
te el cual se logra la igualdad en ese aspecto. Por un la-
do, significa que existen políticas, programas y
estructuras institucionales para remediar las desigual-
dades y preservar la igualdad entre ambos sexos. Por
el otro, supone que se están adoptando medidas desti-
nadas a atender las necesidades y prioridades específi-
cas de los hombres y las mujeres, ya sea por separado
o en conjunto. 

Noveno. Los enfoques participativos, como el des-
arrollo social, exigen no sólo una representación equi-
librada de los hombres y las mujeres que se benefician
de él, sino también la creación de las condiciones ne-
cesarias para que la planificación y puesta en práctica
de las estrategias de desarrollo social respondan de
verdad a las preocupaciones específicas, y a veces di-
símiles, de los hombres y las mujeres.

Como lo ha sostenido la Organización Internacional
del Trabajo, en la Guía para la incorporación de la
perspectiva de género en las estrategias de desarrollo
económico local “cuando se incorpora efectivamente
la perspectiva de género en los procesos de desarrollo
económico, se logran cambios fundamentales en las
relaciones de poder entre ambos sexos. La incorpora-
ción de la perspectiva de género no consiste simple-
mente en añadir un componente femenino ni un com-

ponente de igualdad entre los géneros a una actividad
existente. Es asimismo algo más que aumentar la par-
ticipación de las mujeres. Significa incorporar la expe-
riencia, el conocimiento y los intereses de las mujeres
y de los hombres para sacar adelante el programa de
desarrollo. Puede entrañar la determinación de cam-
bios necesarios en ese programa. Quizás requiera cam-
bios en los objetivos, estrategias y acciones para que
hombres y mujeres a un tiempo puedan influir y parti-
cipar en los procesos de desarrollo y beneficiarse de
ellos”.

Décimo. En ese orden de ideas, el objetivo de la in-
corporación de la perspectiva de género propuesta en
la presente iniciativa es por lo tanto, transformar las
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estructuras sociales e institucionales desiguales en es-
tructuras iguales y justas para los hombres y las muje-
res. En las esferas donde las mujeres o los hombres se
encuentran en una posición de especial desventaja por
haber sido víctimas de la discriminación, es necesaria
la acción afirmativa7 para paliar el desequilibrio. Se
trata de medidas específicas en favor de las personas
de un sexo o del otro, que confieren ciertas ventajas al
grupo desfavorecido y le permiten participar en la la-
bor de desarrollo social y beneficiarse de ella en pie de
igualdad.

Por último, y a efecto de realizar un ejercicio didácti-
co en torno al contenido de la presente iniciativa, se
presente el siguiente cuadro comparativo que indica el
contenido de la norma vigente, y el contenido de la
propuesta.
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Undécimo. Que en virtud de lo anterior y tomando en
cuenta que el honorable Congreso de la Unión está fa-
cultado para legislar en la materia que nos ocupa en
los términos previstos por la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con lo
establecido en los artículos 1, 4, 71, fracción II; 72, y
73, fracción XXXI de nuestra ley fundamental, respe-
tuosamente me permito someter a la consideración del
pleno la presente iniciativa de

Decreto

Único. Se adicionan la fracción X al artículo 1; la frac-
ción XII al artículo 3; la fracción VI al artículo 14; la

fracción X al artículo 19; y un segundo párrafo al artí-
culo 34. Se reforman la denominación del capítulo V,
del título tercero; el artículo 33; y el artículo 35, todos,
de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar
como siguen:

Artículo 1. (…)

(…)

X. Incorporar la perspectiva de género en las políti-
cas y programas de desarrollo social.

Artículo 3. (…)

(…)

X. Transversalidad de la perspectiva de género. Es
el proceso que permite garantizar la incorporación
de la perspectiva de género con el objetivo de valo-
rar las implicaciones que tiene para las mujeres y
los hombres cualquier acción que se programe, tra-
tándose de gasto social, legislación, políticas públi-
cas, así como actividades administrativas, económi-
cas y culturales en las instituciones públicas y
privadas.

Artículo 14. (…)

(…)

I. Superación de la pobreza a través de la educación,
la salud, de la alimentación nutritiva y de calidad, la
generación de empleo e ingreso, autoempleo y ca-
pacitación, asegurando un desarrollo económico
más incluyente.

VI. Superación de las brechas de género, que per-
mitan a más mujeres incorporarse en la vida econó-
mica y social en cada una de sus comunidades.

Artículo 19. (…)

(…)

X. Los programas, fondos y acciones públicas des-
tinados a la implementación y promoción de una
economía incluyente.

…
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Del Fomento del Sector Social de la Economía con
Perspectiva de Género.

Artículo 33. Los municipios, los gobiernos de las en-
tidades federativas y el gobierno federal fomentarán
las actividades productivas para promover la genera-
ción de empleos e ingresos de personas, familias, gru-
pos y organizaciones productivas, teniendo en cuenta
en todo momento la superación de las brechas de gé-
nero y la promoción de la economía incluyente.

Artículo 34. (…)

(…)

De igual forma, los órdenes de gobierno antes citados,
deberán realizar la promoción de las acciones a que se
refiere el presente artículo bajo el principio de trans-
versalidad de la perspectiva de género a que se refiere
la presente Ley.

Artículo 35. El gobierno federal y los gobiernos de
las entidades federativas podrán aportar recursos co-
mo capital de riesgo para dar viabilidad a las empre-
sas sociales y destinar recursos para apoyar a perso-
nas, familias y organizaciones sociales cuyo objeto
sea el financiamiento de proyectos de desarrollo so-
cial, particularmente, a aquéllas que tengan como
objeto principal la participación económica de la
mujer.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas aquellas disposi-
ciones que se opongan a lo dispuesto en el presente de-
creto.

Notas

1 Fuente: McKinsey propiertary database; Bloomberg. McKinsey

&Company analysis.

2 Vid. Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-

mico (OCDE), Gender Equality in Education, Employment and

Entrepreneurship: Final Report to the MCM 2012. 

http://www.oecd.org/employment/50423364.pdf. p. 17. Véase

también, Klasen, S. y Lamanna, F. (2009), “The impact of gender

inequality in education and employment on economic growth:

New evidence for a panel of countries”, Feminist Economics, 15:

3, pp. 91-132 (según lo extraído de ONU Mujeres, El Progreso de

las Mujeres en el Mundo, Capítulo 4, p.8, 2015.).

3 Vid. El Banco Mundial, 2012, Informe sobre el Desarrollo Mun-

dial: Igualdad de Género y Desarrollo, p. 5.

4 Vid. ONU Mujeres, El Progreso de las Mujeres en el Mundo, ca-

pítulo 2, p.1, 2015.

5 Vid. ONU Mujeres, El Progreso de las Mujeres en el Mundo, ca-

pítulo 2, p.45, 2015.

6 Vid. Neumeyer, E y T. Plumper (2007) “The Gendered Nature of

Natural Disasters: The Impact of Catastrophic Events on the Gen-

der Gap in Life Expectancy, 1981–2002”, Annals of the Associa-

tion of American Geographers, 97(3): 551 

http://www.lse.ac.uk/geographyAndEnvironment/whosWho/pro-

files/neumayer/pdf/Article%20in%20Annals%20%28natu-

ral%20disasters%29.pdf. Véase también, World Health Organiza-

tion, “Gender, Climate Change, and Health” (Geneva, 2011);

Gender equality and the empowerment of women in natural disas-

ters Report of the Secretary-General (E/CN.6/2014/13) p. 3.

http://www.who.int/globalchange/GenderClimateChangeHealthfi-

nal.pdf

7 Entendida ésta como el conjunto de medidas de ca-
rácter correctivo, compensatorio y/o de promoción,
encaminadas a acelerar la igualdad sustantiva entre
mujeres y hombres.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputada Soraya Peréz Munguía (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 390 DEL CÓ-
DIGO PENAL FEDERAL Y 167 DEL CÓDIGO NACIONAL DE

PROCEDIMIENTOS PENALES, A CARGO DE LA DIPUTADA

MARÍA DEL CARMEN CABRERA LAGUNAS, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PES

La suscrita, María del Carmen Cabrera Lagunas, dipu-
tada integrante de la LXIV Legislatura por el Grupo
Parlamentario del Partido Encuentro Social, con fun-
damento en lo establecido en la fracción II del artícu-
lo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona el artículo 390 del Código Penal Federal; y
que adiciona la fracción XII del párrafo sexto del artí-
culo 167 del Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales.

I. Planteamiento de la problemática

En México existen 5 millones 39 mil 911 negocios, de
acuerdo con el Directorio Estadístico Nacional de Uni-
dades Económicas (DENUE), lo que hace al sector co-
mercio un blanco perfecto para la delincuencia. Ac-
tualmente en nuestra legislación no se contempla la
protección al sector productivo o comercial ante tal
delito.

En su reporte sobre delitos de alto impacto de junio
2017, el Observatorio Nacional Ciudadano (ONC) se-
ñala que hay un incremento en las estadísticas de los
robos a negocios, el secuestro y la extorsión, que son
los tres principales ilícitos que golpean al sector co-
mercial en el país.

El documento señala que en junio de 2017 se iniciaron
7 mil 786 carpetas de investigación por extorsión a ne-
gocios, que representó un incremento de 2.03 por cien-
to respecto a lo reportado en mayo de ese año (7 mil
631) y un aumento de mil 943 casos sobre junio de
2016.

Otro dato importante de precisar que el delito que el
ONC detecta que golpea a los empresarios es la extor-
sión, aunque éste aumento en junio (853) sobre mayo
(524), con una incidencia de 16.70 casos diarios, que
da un promedio de un caso cada 86 minutos y 14 se-
gundos. Respecto a junio del año pasado, la extorsión

registró 37 casos más y las entidades con más reportes
son el estado de México (86), Nuevo León (62) y la
Ciudad de México (46).

Además, el Observatorio lamenta que el éxito sea un
factor en contra de los empresarios, ya que eso los
vuelve más vulnerables a sufrir un secuestro, delito
que en junio pasado (136) aumentó en 13 casos res-
pecto a mayo 2017 (123). A diario se inician 4.53 car-
petas de investigación por este delito, lo que da un pro-
medio de un secuestro en México cada 5 horas y 17
minutos. Los estados con más incidencia son Veracruz
(23), México (20) y Tabasco (12).

Resaltando un dato importante, en el año 2015 dio a
conocer el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi), a través de la Encuesta Nacional de Victi-
mización de Empresas, el total de delitos ocurridos por
extorsión a las unidades económicas a nivel nacional,
es el siguiente:

Periodo Absolutos
2015 657,598
2013 412,538
2011 628,912

Sin embargo, la extorsión es el segundo delito con ma-
yor incidencia (el primero es el robo o asalto en la ca-
lle o en transporte público). Durante 2016 se cometie-
ron 8 mil 945 extorsiones por cada 100 mil habitantes,
24.2 por ciento de los 37,017 delitos cometidos por ca-
da 100 mil habitantes.

La cifra de 8 mil 945 extorsiones es mayor a las 8 mil
600 registradas durante 2015. Además, la extorsión es
el delito más frecuente en 21 entidades del país.

Los comerciantes enfrentan las consecuencias de ser
exitosos, es decir, el riesgo de sufrir un secuestro o ex-
torsión en la actividad comercial. En general los nego-
cios que han cerrado en su mayoría son bares, restau-
rantes, casas de materiales de construcción y tiendas
de abarrotes.

En su mayoría el sector más afectado son los que ven-
den de noche: bares, discotecas, restaurantes que ven-
den cenas, centros nocturnos. El cobro de “derecho de
piso” y las extorsiones a comerciantes en México per-
sisten a manos de sujetos de grupos organizados.
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Por ejemplo en el estado de Guerrero, el puerto de
Acapulco han cerrado en lo que va del año, mil 200
negocios de los cuales 70 por ciento ha sido por cobro
de piso y extorsión. El puerto es una de las 20 ciuda-
des más inseguras del país, según el Consejo Nacional
de Seguridad Pública.

Este delito, cometido en áreas comerciales, sectores
productivos, empresas o negocios, igualmente afecta
al sector de transporte, puesto que el desempleo oca-
sionado por la extorsión implica que haya ciudadanos
que utilicen menos el transporte público para trasla-
darse a su fuente de trabajo.

La proliferación de este crimen está ligada a factores
como la impunidad, los problemas sociales, la facili-
dad de acceso a medios de telecomunicación y la falta
de credibilidad y confianza de la población hacia las
instituciones del Estado responsables de garantizar se-
guridad.

No pueden sufragar el pago de los cobros ilegales que
les imponen las bandas criminales.

Consecuencias del delito de extorsión:

1. La extorsión afecta la seguridad nacional ya que
perturba tanto las actividades económicas como la
vida de las personas en todas las clases y estratos
sociales.

2. La violencia generada como consecuencia de la
extorsión está causando un ambiente de inseguridad
que aleja la inversión nacional y extranjera, con lo
cual se ocasiona un fuerte daño a la economía na-
cional. 

3. El cobro ilegal está afectando el sector producti-
vo, debido al incremento del número de pequeñas y
medianas empresas que han cerrado operaciones.

4. Aumenta los índices de desempleo.

5. Reduce los niveles de recaudación de impuestos,
que podrían ser utilizados para ejecutar programas
sociales en beneficio de la población.

6. Innumerables asesinatos, robos y secuestros han
sido el resultado de la extorsión, ya sea como con-
secuencia del asesinato de víctimas que se han re-

husado a pagar el cobro ilegal o bien porque, al pa-
gar la extorsión, las víctimas se ponen en situación
de volver a caer víctima del mismo grupo, que ya
sabe que son propensos a pagar.

7. Genera disputas entre los miembros de estas or-
ganizaciones, para controlar tanto el territorio como
las ganancias obtenidas por la extorsión a comer-
ciantes.

8. Produce una psicosis generalizada a la sociedad.

9. Fuerza la migración interna y externa.

10. Paraliza el progreso de un país.

En tal sentido, la extorsión está rompiendo los lazos
familiares en los hogares mexicanos y causando des-
integración familiar, ya que estos asesinatos incremen-
tan el número de viudas y huérfanos; quienes se con-
vierten en una carga social, ya sea porque el gobierno
debe asumir la responsabilidad de apoyarlos o porque
quedan expuestos a delinquir para sufragar sus necesi-
dades o a llegar al extremo de incorporarse al crimen
organizado.

Adicionalmente, la violencia está causando una psico-
sis generalizada entre la población. Hoy en día, las
personas tienen temor de emprender la idea de un ne-
gocio ya sea pequeña o mediana empresa, por el mie-
do de ser víctimas de extorsión. Además, ya nadie
quiere ni puede adquirir bienes ostentosos o de gran
valor, por el temor de que de por miedo de la extorsión
sean secuestrados o inclusive privar de la vida algún
familiar o uno mismo, con lo cual se crea un clima de
aislamiento social y económico.

De la misma forma, la extorsión está incrementando la
migración interna y externa de personas. El acoso al que
son sometidos los ciudadanos por los miembros de gru-
pos delictivos ha sido una causa para el desplazamiento
de muchas familias, quienes han preferido abandonar
sus negocios y hogares ya sea porque son víctimas di-
rectas de este delito o porque no quieren convertirse en
las próximas víctimas de los grupos criminales.

II. Argumentos que sustentan la presente iniciativa

En nuestra legislación federal el delito de extorsión
tiene de dos a ocho años de prisión y de cuarenta a
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ciento sesenta días multa, cuya sanción se incremen-
ta hasta en un tanto más cuando el delito se realice ba-
jo alguna de las modalidades siguientes:

Las penas se aumentarán hasta un tanto más si el cons-
treñimiento se realiza por una asociación delictuosa, o
por servidor público o ex servidor público, o por
miembro o ex miembro de alguna corporación policial
o de las Fuerzas Armadas Mexicanas. En este caso, se
impondrá además al servidor o ex servidor público y al
miembro o ex miembro de alguna corporación poli-
cial, la destitución del empleo, cargo o comisión y la
inhabilitación de uno a cinco años para desempeñar
cargo o comisión público, y si se tratare de un miem-
bro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de
retiro, de reserva o en activo, la baja definitiva de la
Fuerza Armada a que pertenezca y se le inhabilitará de
uno a cinco años para desempeñar cargos o comisión
públicos.

La presente propuesta tiene el objeto de adecuar el
marco normativo, incrementando las penas relaciona-
das a este delito, dado el alto impacto de los efectos
personales y económicos que se dan en la comisión de
este tipo de conductas.

De igual manera tiene el objeto de salvaguardar los in-
tereses nacionales y el logro de los objetivos naciona-
les y particulares para garantizar que exista el entorno
de tranquilidad y colaboración que permita vivir y
prosperar en paz. En tal sentido, la Constitución de la
República establece que el Estado debe crear “las con-
diciones para la plena realización del hombre, como
persona humana, dentro de la justicia, la libertad, la se-
guridad, la estabilidad, el pluralismo, la paz, la demo-
cracia representativa y el bien común”. Sin embargo,
el delito de la extorsión ha minado la paz y la tranqui-
lidad de las personas.

Así se propone modificar el artículo 390, del Código
Penal Federal y se establecen hipótesis contempladas
mediante fracciones normativas, que permitan dar me-
jor comprensión de las sanciones conforme a la vincu-
lación de las conductas que el sujeto activo realice, im-
poniéndole adicionalmente un tanto más de la pena,
más sanciones administrativas cuando se tenga una ca-
lidad especifica. Lo anterior conforme al siguiente
cuadro comparativo:

Código Penal Federal

Asimismo, se propone adicionar en el Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, a las hipótesis para los
delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, inclu-
yendo el delito de extorsión, quedando de la manera
siguiente:
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Código Nacional de Procedimientos Penales

Con ello, se adecua el marco normativo en la toda la
República, solventando el vacío legal que hasta hoy se
tiene en contra del sector productivo, cuyo impacto ne-
gativo en la productividad, en la generación de bienes
y servicios, base del progreso de una sociedad.

Por otro lado, adicionando la extorsión en el catálogo
de delitos de los que ameritan prisión preventiva ofi-
ciosa, delito que por su gravedad afecta el orden pú-
blico, no consienten arreglo posible y el Estado busca-
rá la impartición de justicia. Lo que significa para los
empresarios y ciudadanos que deseen emprender un
negocio o emprender otro, les garantiza que las autori-
dades competentes pueden iniciar una carpeta de in-
vestigación, sin que sea necesario que la víctima for-
mule la denuncia o querella del hecho delictuoso; y
más aún, en contra de su voluntad se perseguiría al res-
ponsable.

Todo ello para reducir el índice de los delitos de alto
impacto, otorgando a la ciudadanía tranquilidad para
emprender ideas de negocios, el estado podrá garanti-
zar la amplia protección de los intereses de los bienes
tutelados por el estado como la vida, la familia, la li-
bertad, pleno desarrollo en un entorno sano, seguridad,
posesiones y la propiedad.

III. Fundamento legal

Se realiza esta propuesta con fundamento en lo esta-
blecido en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

IV. Propuesta

En merito a lo expuesto someto a consideración de la
plenaria de este honorable Congreso de la Unión, el
proyecto de iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona el artículo 390 del
Código Penal Federal; y que adiciona la fracción
XII del párrafo sexto del artículo 167 del Código
Nacional de Procedimientos Penales

Primero. Se reforman los párrafos primero y segundo
del artículo 390 del Código Penal Federal, para quedar
de la siguiente forma:

Artículo 390. Extorsión. Al que sin derecho obligue a
otro a dar, hacer, dejar de hacer o tolerar algo, obte-
niendo un lucro para sí o para otro o causando a al-
guien un perjuicio patrimonial, se le impondrán de
diez a veinticinco años de prisión y de doscientos
cincuenta a mil Unidades de Medida y Actualiza-
ción.

Las penas se aumentarán hasta un tanto más si el
constreñimiento, fuese cometido:

Segundo. Se adicionan las fracciones I, II, III y IV al
párrafo segundo; los párrafos tercero y cuarto al artí-
culo 390 del Código Penal Federal, para quedar de la
siguiente forma:

I. Por servidor público o ex servidor público;

II. Por miembro o ex miembro de alguna corpo-
ración policial en situación de retiro, de reserva
o en activo;

III. Si se tratare de un miembro de las Fuerzas
Armadas Mexicanas en situación de retiro, de
reserva o en activo; 

IV. Por una asociación delictuosa; o

V. En contra de personas físicas o morales que
realicen actividades comerciales.

Tratándose de las fracciones I y II, además se le
impondrá la destitución del empleo, cargo o co-
misión y la inhabilitación de uno a cinco años pa-
ra desempeñar cargo o comisión pública.
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Tratándose de la fracción III, conjuntamente se
le impondrá la baja definitiva de la Fuerza Ar-
mada a que pertenezca.

Tercero. Se adiciona la fracción XII, al párrafo sexto
del artículo 167 del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales, para quedar en la siguiente forma:

Artículo 167. Causas de procedencia, 

…

…

…

…

Se consideran delitos que ameritan prisión preventi-
va oficiosa, los previstos en el Código Penal Federal
de la manera siguiente: 

I. (…) a XI (…).

XII. Extorsión, previsto en el artículo 390.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputada María del Carmen Cabrera Lagunas (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 41 DE LA LEY FEDERAL DE

PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA FABIOLA RAQUEL GUADALUPE LO-
YA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

La que suscribe la presente iniciativa, Fabiola Raquel
Guadalupe Loya Hernández, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano en la LXIV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y de confor-
midad con lo expuesto en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona un último párrafo al artículo 41 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

1. Diversos organismos internacionales han señalado
que la inversión pública en infraestructura es esencial
en el crecimiento económico y disminución de la po-
breza de los países, entre los que se puede mencionar
lo expuesto en seminarios internacionales, como el ce-
lebrado en 2016, en Perú, por parte del Instituto Lati-
noamericano de Planificación Económica y Social or-
ganismo perteneciente a la Comisión Económica para
América Latina y el Caribe (Cepal), así como el lleva-
do a cabo en ese mismo año en Costa Rica por parte
del Banco Interamericano de Desarrollo.

2. Un estudio realizado en 2011 por el Fondo Moneta-
rio Internacional coincide en que la inversión pública
en infraestructura, así como en educación y salud son
factores de crecimiento de la economía de un país. Au-
nado a lo anterior, señala que en que algunos países en
muchas ocasiones se asignan mayores recursos a gas-
tos menos productivos, además de carecer de acciones
que les permitan la reducción de éstos, lo que conlle-
va a una menor asignación de recursos en inversión
pública en infraestructura.1

3. Otro estudio elaborado por la Cepal en 2015 desta-
ca la importancia de fortalecer la inversión pública co-
mo factor determinante del crecimiento no sólo en el
mediano plazo, sino en el largo plazo de un país, y ex-
pone que en el periodo 1990-2013 los niveles de in-
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versión en América Latina, están por debajo de los ob-
servados en las demás regiones del mundo, y mencio-
na a México entre los países de América Latina que re-
cortó su inversión pública.2

4. En México, casi durante los últimos 20 años se ha
mostrado un crecimiento real promedio del gasto pú-
blico federal de casi el 5 por ciento, mostrándose un
crecimiento real promedio del gasto corriente en la
misma magnitud y en la inversión física de un poco
más de 5 por ciento, registrándose el mayor creci-
miento real en 2009 en infraestructura energética. En
contraste, se observa un decremento real promedio en
la infraestructura educativa de 4.2 por ciento (tabla 1).

5. En el último sexenio, la situación no es nada favo-
rable, puesto que se muestra un crecimiento real pro-
medio en el gasto público federal de 2.50 por ciento, y
un crecimiento real del gasto corriente de 2.46 por
ciento, por el contrario, un decremento real promedio
de 3.44 por ciento en la inversión física, presentándo-
se el mayor decremento real promedio en infraestruc-
tura educativa de 13.71 por ciento (tabla 1). Asimismo,
nos encontramos con la mayor deuda pública registra-
da de los últimos años, en el que la tasa de crecimien-
to muestra una significativa diferencia con el creci-
miento del producto interno bruto del país (tabla 2).

6. La situación anterior es alarmante si consideramos
que durante los últimos años se tiene un gasto público
federal en el que la mayoría de los recursos públicos
federales se han asignado al gasto corriente (tabla 3),
además de que los recursos ejercidos en este rubro han
sido mayores a los recursos aprobados en el presu-
puesto de egresos. Por mencionar un ejemplo, de
acuerdo con información publicada en la página ofi-
cial de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la
Presidencia de la República modificó su presupuesto
en gasto corriente en poco más del doble de los recur-
sos aprobados en 2017.

7. En la Ley Federal del Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria se establecen diversas acciones a reali-
zar en el caso de que disminuyan los ingresos previstos
en la ley de ingresos de la federación vigente, entre las
que se contemplan la reducción de los montos aproba-
dos en los presupuestos de las dependencias, entidades,
fondos y programas en el siguiente orden: (i) gastos de
comunicación social; (ii) gasto administrativo no vin-
culado directamente a la atención de la población y el
gasto en servicios prioritarios; (iii) gasto en servicios
personales, prioritariamente las erogaciones por con-
cepto de percepciones extraordinarias; y (iv) ahorros y
economías presupuestarios que se determinen con base
en los calendarios de presupuesto autorizados a las de-
pendencias y entidades.3 Otra disposición que se deter-
mina dentro de la misma ley es el que una vez aproba-
da la asignación global de servicios personales en el
Presupuesto de Egresos, ésta no podrá incrementarse.4

8. De conformidad con lo anterior, la Ley Federal del
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria considera
algunos rubros del gasto corriente en cierto grado de
no prioritarios con respecto a otros rubros del ejercicio
del gasto público, al no ser privilegiados en caso de
disminución de los ingresos, y en otros casos no poder
ser incrementados una vez aprobados. En este contex-
to, resulta evidente que la inversión pública en in-
fraestructura es un gasto prioritario.

9. Por tanto, es importante determinar que siempre que
no exista decremento en el gasto público federal en
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congruencia con los ingresos federales con respecto al
aprobado en el ejercicio inmediato anterior, la inver-
sión pública en infraestructura no deberá disminuir,
por el contrario, se deberá garantizar que la misma
conserve el mismo monto asignado en el ejercicio fis-
cal inmediato anterior. De esta forma se busca fomen-
tar la reducción de recursos en gastos menos producti-
vos y no en la inversión pública en infraestructura.

Por lo expuesto sometemos a consideración del pleno
de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un último párrafo al
artículo 41 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria

Único. Se adiciona un último párrafo al artículo 41 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, para quedar como sigue:

Artículo 41. El proyecto de Presupuesto de Egresos
contendrá

I. a III. (…)

Las previsiones de gasto a las que se refieren los in-
cisos j), o), r) y t) de la fracción II del presente artí-
culo, en congruencia con los ingresos previstos en
la iniciativa de Ley de Ingresos deberán contar, al
menos, con la misma proporción del gasto progra-
mable con las que fueron aprobadas en el ejercicio
fiscal inmediato anterior, siempre y cuando se hu-
biere cumplido con los objetivos y metas que para
tal efecto se hayan definido en el Sistema de Eva-
luación del Desempeño para el Presupuesto de di-
cho ejercicio fiscal.

Asimismo, las previsiones de gasto de inversión
pública en infraestructura en congruencia con
los ingresos previstos en la iniciativa de Ley de
Ingresos deberán contar, al menos, con el mismo
monto con el que fue aprobado en el ejercicio fis-
cal inmediato anterior.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1https://www.imf.org/external/pubs/ft/fandd/spa/2011/03/pdf/Ars-

lanalp.pdf

2http://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/38713/S1500

733_es.pdf

3 Artículo 21, fracción III, inciso a), de la Ley Federal del Presu-

puesto y Responsabilidad Hacendaria.

4 Artículo 33, último párrafo, de la Ley Federal del Presupuesto y

Responsabilidad Hacendaria.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputada Fabiola Guadalupe Raquel Loya Hernández
(rúbrica)

QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 4O. Y 73 DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
A CARGO DEL DIPUTADO JAVIER SALINAS NARVÁEZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

El suscrito, diputado Javier Salinas Narváez, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, en la LXIV Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de la Cámara de Diputados,
iniciativa con proyecto de decreto por la que se adi-
ciona un sexto párrafo al artículo 4o., pasando los
actuales párrafos sexto al decimocuarto a ser sépti-
mo al decimoquinto, y una fracción XXIX- AA, al
artículo 73 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, con base en el siguiente
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Planteamiento del Problema

El derecho humano a una pensión aparece sancionado
desde la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos de 1948, cuyo artículo 22 establece que “toda
persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho
a la seguridad social y a obtener, mediante el esfuerzo
nacional y la cooperación internacional, habida cuenta
de la organización y los recursos de cada Estado, la sa-
tisfacción de los derechos económicos, sociales y cul-
turales, indispensables a su dignidad y al libre des-
arrollo de su personalidad”. 

Por su parte, el artículo XVI de la Declaración Ameri-
cana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948
precisa que “toda persona tiene derecho a la seguridad
social que lo proteja contra las consecuencias de la
desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, pro-
veniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la
imposibilite física o mentalmente para obtener los me-
dios de subsistencia”.

En el mismo tenor, el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales de 1966, prescribe
en su artículo 7, inciso b) y 12 numeral 2, que “los Es-
tados parte… reconocen el derecho de toda persona a
la seguridad social, incluso al seguro social”. Asimis-
mo, establece las obligaciones que contraen los Esta-
dos para “adoptar medidas (…) hasta el máximo de los
recursos de que disponga, para lograr progresivamen-
te por todos los medios apropiados, inclusive en parti-
cular la adopción de medidas legislativas, la plena
efectividad de los derechos aquí reconocidos”.

Asimismo, la Convención Americana sobre Derechos
Humanos de 1969 ratifica en su artículo 26 la obliga-
ción de los Estados de “lograr progresivamente la ple-
na efectividad de los derechos que se derivan de las
normas económicas, sociales y culturales”.

Y la resolución sobre seguridad social de la 89 Confe-
rencia Internacional de la Organización Internacional
del Trabajo (2001), ratificó que “la seguridad social es
(…) un derecho humano fundamental y un instrumen-
to esencial para crear cohesión social, y de ese modo
contribuye a garantizar la paz social y la integración
social (…)” 

No obstante, el derecho humano a una pensión univer-
sal continúa ausente en nuestro sistema jurídico, pues

el artículo 123 de nuestra carta fundamental restringe
este derecho a los trabajadores formales, a pesar de
que más de la población del país trabaja en la infor-
malidad o por contratos civiles.

Argumentos

Los factores que influyen y condicionan las caracterís-
ticas de la seguridad social de un país son básicamen-
te de naturaleza demográfica y epidemiológica. Asi-
mismo, es necesario tomar en cuenta las condiciones
económica, laboral, política y social de cada país.

Los principales problemas del actual sistema de pen-
siones se pueden resumir en lo siguiente:

• Es insuficiente e incompleto, por la cobertura de
la población y por la ausencia de seguros de desem-
pleo. De acuerdo con el censo del 2010, la pobla-
ción ocupada en México asciende a 42.7 millones,
de los cuales sólo 18.2 millones cuentan con ahorro
para el retiro. Asimismo, el Censo revela que la co-
bertura de ahorro para el retiro no excede 60 por
ciento de la población ocupada en ninguna entidad
federativa.1

• Esta fragmentado, por el otorgamiento de los ser-
vicios por varias instituciones. Tenemos un número
significativo de sistemas pensiones: IMSS, ISS-
STE, ISSFAM, etcétera. 

• Mal administrado, por la multiplicidad de los apa-
ratos administrativos requeridos para organizar y
ejecutar la prestación de servicios.

• Existen duplicidades, dado que en muchos casos
se tiene doble y hasta triple cobertura, ya sea porque
se tienen dos empleos, se tenga la cobertura adicio-
nal por un familiar, o el beneficiario ya se encuen-
tre pensionado en otro sistema.

• Financieramente frágil, con déficit actuariales im-
portantes que de no ser atendidos oportunamente se
convertirán en presiones adicionales de financia-
miento. 

• Las pensiones están estrechamente relacionadas
con el desarrollo de la economía nacional. Por ello,
en algunos años, como el 2008, aunque los rendi-
mientos de las afores fueron cercanos al 5.11 por
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ciento, éstos presentaron tasas reales negativas, ya
que la inflación anual en el país fue de 6.18 por
ciento en ese año.

• Las afores no están obligadas a proporcionar un
mínimo de utilidades a las cuentas individuales.

• No se considera el riesgo de que los recursos acu-
mulados sean insuficientes para el pago de una pen-
sión digna.

• La aportación para el retiro de 6.5 por ciento del
salario de los afiliados al IMSS, es muy baja com-
parada con criterios internacionales, que rondan el
11 por ciento.2

• Las aportaciones patronales para el fondo de reti-
ro en México son de las más bajas del mundo, por
ello las pensiones por jubilaciones resultan insufi-
cientes.

• Adicionalmente, la transformación demográfica
del país se traducirá en los próximos años, en que el
número de personas que llegarán a la edad de retiro
aumentará sustancialmente.

Existe consenso entre los especialistas en México y el
mundo, en que la seguridad social universal no sólo es
la principal protección que puede brindarse a la socie-
dad en contra de la pobreza y las crisis financieras, si-
no que, además, una reforma en este sentido promove-
ría mejores condiciones para resistir las crisis
financieras y remontarlas.

Cabe destacar que, desde hace dos legislaturas, los di-
putados del Partido de la Revolución Democrática he-
mos venido presentado iniciativas de reformas para es-
tatuir una pensión universal no contributiva para todos
los mexicanos en su vejez.

El debilitamiento del Estado benefactor en la mayoría
de los países occidentales ha dejado claro que el des-
arrollo social no depende sólo del crecimiento econó-
mico y de la estabilidad macroeconómica, sino tam-
bién de las acciones del Estado.

Según Social Watch,3 “la cuestión no es si la seguridad
social es posible con la globalización, sino más bien si
la existencia civilizada global es posible sin implemen-
tar el derecho humano universal a la seguridad social”.

En vista de lo anterior, se propone adicionar un sexto
párrafo al artículo 4o., pasando los actuales párrafos
sexto al decimocuarto a ser séptimo al decimoquinto,
y una fracción XXIX-AA, al artículo 73, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con-
forme a lo siguiente:

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
77, 78 y demás relativos y aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración
del pleno de la Cámara de Diputados, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por la que se adi-
ciona un sexto párrafo al artículo 4o., pasando los
actuales párrafos sexto al decimocuarto a ser sépti-
mo al decimoquinto, y una fracción XXIX-AA, al
artículo 73, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Primero. Se adiciona un sexto párrafo al artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, pasando los actuales párrafos sexto
al decimocuarto a ser séptimo al decimoquinto, pa-
ra quedar como sigue:
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Artículo 4o. (Párrafo primero derogado)

(…)

(…)

(…)

(…)

Todos los mexicanos gozarán del derecho a una
pensión por edad no contributiva. La ley definirá
las bases para la pensión universal. 

(…)

Segundo. Se adiciona una fracción XXIX-Bis al ar-
tículo 73, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73…

I a XXIX Z…

XXIX-AA Las leyes definirán las bases y modali-
dades para el establecimiento de sistemas que ga-
ranticen la prestación y una pensión universal no
contributiva para todos los mexicanos, estable-
ciendo la concurrencia de la federación, los esta-
dos, los municipios, la Ciudad de México y sus al-
caldías. 

XXX…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. La ley reglamentaria del artículo 73, frac-
ción XXIX-AA, deberá ser expedidas por el Congre-
so de la Unión en un plazo máximo de 180 días na-
turales contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, e instrumentadas por el Ejecutivo
federal en un plazo máximo de 365 días naturales
contados a partir de la entrada en vigor del presente
decreto.

Notas

1 El Economista, “Cobertura de los sistemas de pensiones”, 4 de

diciembre, 2012, Crédito: Amafore, 

http://eleconomista.com.mx/finanzas-personales/2012/12/04/co-

bertura-sistemas-pensiones

2 Román Pineda, Romina, “Cobertura de los sistemas de pensio-

nes”, en El Universal, jueves 5 de julio de 2007, http://www.eluni-

versal.com.mx/finanzas/58727.html

3 http://www.socialwatch.org/es/about

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputado Javier Salinas Narváez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 77 BIS 29 DE LA LEY GENE-
RAL DE SALUD, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ÓSCAR BAU-
TISTA VILLEGAS E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PVEM

Quienes suscriben, Óscar Bautista Villegas e integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista en la LXIV Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a consideración de esta asamblea
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las enfermedades son uno de los factores que vulne-
ran la calidad de vida de las personas y, según la gra-
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vedad, pueden ocasionar secuelas físicas importantes e
incluso la muerte.

Es obligación de los Estados generar condiciones ade-
cuadas que permitan la atención de la salud de la po-
blación, y de los principales padecimientos que se pre-
sentan.

La Constitución Política del país considera en el cuar-
to párrafo del artículo 4o. el derecho que debe de ga-
rantizar el Estado al acceso a la salud:

Artículo 4o. […]

[…]

[…]

Toda persona tiene derecho a la protección de la sa-
lud. La ley definirá las bases y modalidades para el
acceso a los servicios de salud y establecerá la con-
currencia de la federación y las entidades federati-
vas en materia de salubridad general, conforme a lo
que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta
Constitución.1

La Ley General de Salud establece en el artículo 3o.
los principios relacionados con la materia de salubri-
dad general; y en la fracción II del artículo 27, las ac-
ciones que se considerarán entre los servicios básicos
de salud:

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia
de salubridad general

I. a XIV. […]

XV. La prevención y el control de enfermedades
transmisibles;

[…]

XVI. La prevención y el control de enfermedades
no transmisibles y accidentes;

XVI Bis. a XXVIII. […]

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la pro-
tección de la salud, se consideran servicios básicos
de salud los referentes a

[…]

II. La prevención y el control de las enfermedades
transmisibles de atención prioritaria, de las no
transmisibles más frecuentes y de los accidentes;

De acuerdo con la clasificación y tipología que se ha-
ce sobre las enfermedades en el mundo, podemos en-
contrar que se agrupan en enfermedades transmisibles
y no transmisibles, toda vez que las mismas tienen
causas y efectos diferentes que hacen necesaria su
atención diferenciada.

Entre las enfermedades transmisibles y no transmisi-
bles encontramos las siguientes variantes:

I. Enfermedades transmisibles2

a) Enfermedades infecciosas y parasitarias;

b) Enfermedades por micobacterias;

c) Enfermedades zoonóticas;

d) Enfermedades transmitidas por vector;

e) Enfermedades de transmisión sexual; y

f) Enfermedades prevenibles por vacunación.

II. Enfermedades no transmisibles

a) Enfermedades metabólicas y cardiovasculares;

b) Neoplasias malignas;

c) Adicciones;

d) Lesiones; y

e) Enfermedades psiquiátricas.

En adición de lo anterior, la Organización Mundial de
la Salud señala que las enfermedades no transmisibles
pueden identificarse como3

• las enfermedades cardiovasculares (por ejemplo,
los infartos de miocardio o accidentes cerebrovas-
culares);
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• el cáncer;

• las enfermedades respiratorias crónicas (por ejem-
plo, la neumopatía obstructiva crónica o el asma); y

• la diabetes.

Las enfermedades no transmisibles tienen efecto im-
portante en la salud de la población en el mundo, y
afectan de forma importante su patrimonio. De acuer-
do con lo que establece la Organización Mundial de la
Salud, las enfermedades no transmisibles afectan prin-
cipalmente a los sectores de la población con menores
ingresos.4

Las enfermedades no transmisibles matan a 41 millones
de personas cada año a nivel mundial, atacando de ma-
nera severa los grupos de edad de entre 30 y 70 años.

En cuanto al efecto económico que generan las enfer-
medades no transmisibles en nuestro país, de acuerdo
a información obtenida de prensa, podemos observar
los siguientes datos:

El presupuesto del sector salud en México está sus-
pendido de siete enfermedades crónicas: diabetes, hi-
pertensión, afectaciones cardiovasculares, cáncer de
mama, de próstata y cervicouterino, además de insufi-
ciencia renal crónica, entre ellas las que ocasionan el
sobre peso y la obesidad.

Instituciones como el Instituto Mexicano del Seguro
Social, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado, Pemex y los sistemas
de salud de las entidades federativas destinaron entre
dos y ocho pesos de su presupuesto médico para el
control y tratamiento de esas enfermedades. En total
fueron 91 mil 755 millones 81 mil 306 pesos destina-
dos en el 2016 al control y tratamiento de padecimien-
tos crónicos derivados de esas siete enfermedades, de
acuerdo con datos proporcionados a El Universal por
esos sistemas.5

Por ello queda claro que estas enfermedades son las
que a escala nacional se tienen identificadas como las
más costosas y las que llegan incluso a consumir to-
talmente el patrimonio de los ciudadanos.

De acuerdo con Soto, Moreno y Pahua, hasta el dece-
nio de 1950 en México la prevalencia de muerte era

por las enfermedades infecciosa, y a partir de esa fe-
cha se comenzaron a posicionar las enfermedades tras-
misibles como causa frecuente de muerte,6 como se
aprecia en la siguiente tabla:

Principales causas de muertes de 1922 a 20057

Para 2013, el panorama epidemiológico en México era
muy distinto, siendo las principales causas de muerte
las enfermedades no trasmisibles.

Principales causas de Muerte en México 20138

En adición de lo anterior, debemos tomar en cuenta los
datos del Informe sobre la salud de los mexicanos

2015 respecto a la transición que ha ocurrido en el pa-
ís en cuanto a las causas de la pérdida de salud en
nuestro país en los últimos 23 años, toda vez que la
misma explica la disminución de años de vida saluda-
ble ajustados por discapacidad, como consecuencia de
las enfermedades transmisibles, no transmisibles y las
lesiones.
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9

Conforme a lo que se muestra dentro de la gráfica an-
terior, podemos percatarnos del comportamiento que
han tenido a lo largo de los años la presencia de enfer-
medades crónicas no transmisibles y de las enferme-
dades transmisibles, maternas, neonatales y de la nu-
trición en el país, dándonos cuenta de un importante
crecimiento de las primeras sobre las segundas en Mé-
xico en los últimos años.

Por lo anterior consideramos necesario reformar el ar-
tículo 77 Bis 29, para ampliar el catálogo de enferme-
dades que se atienden a través del financiamiento de
gastos catastróficos, y sean incluidas las enfermedades
de impacto epidemiológico no transmisibles, para que
sean tratadas en el Catálogo Universal de Servicios de
Salud (Causes).

Resulta necesario que en el Cases se incluyan las en-
fermedades epidemiológicas no trasmisible para am-
pliar el catálogo de enfermedades, entre las que se
contemplan el cáncer de mama, las enfermedades re-
nales, la leucemia, el cáncer cervicouterino, sólo por
mencionar algunas, enfermedades que día con día con-
sumen la vida de miles de mexicanos y que actual-
mente no se consideran como prioritarias en cuanto a
la atención por parte del Causes, razón por la que para
poder garantizar la salud de los mexicanos y que reci-
ban la atención medica que requieren deben incluirse
en dicho catalogo a efecto de que nuestro sistema de
salud cubra los gastos correspondientes a su atención
plena.

Otro de los aspectos que deben estar insertos de ma-
nera explícita en el artículo 77 Bis 29 son las acciones
en materia de prevención, pues en la medida que se in-
vierta en ello, lograremos una disminución significati-

va de los índices de mortalidad por enfermedades de
impacto epidemiológico no transmisible.

Lo anterior, partiendo de que en nuestro país solamen-
te al referirnos a la insuficiencia renal tenemos una al-
ta incidencia de casos que siguen cobrando la vida de
muchos mexicanos, tal como se aprecia a continua-
ción:10

Resulta alarmante que solo al 2012 más de 6 millones
de personas eran víctimas de esta enfermedad, pero la-
mentablemente la enfermedad se liga a otras enferme-
dades que también entran de las consideradas como no
transmisibles como lo son la diabetes y la hiperten-
sión, mismas que cambian totalmente el panorama de
los pacientes haciéndolos más susceptibles de morir de
manera repentina.

Por ello, el Partido Verde Ecologista, como parte del
compromiso con la salud de los mexicanos propone a
través de un servidor, iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 77 Bis 29 de la
Ley General de salud, para que se inserten en él las en-
fermedades epidemiológicas no transmisibles para que
se brinde atención completa a los ciudadanos y se ga-
rantice con ello el derecho a la salud consignado en la
carta fundamental como un derecho humano.

Por lo expuesto someto a consideración de esta asam-
blea el siguiente proyecto de
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Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley General de Salud

Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo 77
Bis 29 de la Ley General de Salud, para quedar como
sigue:

Artículo 77 Bis 29. …

Con el objetivo de apoyar el financiamiento de la aten-
ción principalmente de beneficiarios del Sistema de
Protección Social en Salud que sufran enfermedades
de alto costo y de impacto epidemiológico no trans-
misible de las que provocan gastos catastróficos, se
constituirá y administrará por la Federación un fondo
de reserva, sin límites de anualidad presupuestal, con
reglas de operación definidas por la Secretaría de Sa-
lud, la cual deberá considerar de manera priorita-
ria la prevención de estas enfermedades.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los efectos presupuestales que, en su caso,
pudiera generar el presente decreto deberán ser cu-
biertos con la suficiencia presupuestal asignada anual-
mente a cada dependencia en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación.

Notas

1 Véase Diario Oficial de la Federación (5 de febrero de 1917).

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Recupe-

rado el 22 de octubre de 2018, de 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf

2 Véase UNAM (2011). Programa Académico del Servicio Social

2011. Recuperado el 18 de octubre de 2018, de http://www.fac-

med.unam.mx/sg/css/documentos_pdf/ProgramaAcademi-

coCSS_M140511.pdf

3 Véase Organización Mundial de la Salud. Disponible en 

http://www.who.int/features/factfiles/noncommunicable_disea-

ses/es/

4 Véase Organización Mundial de la Salud (1 de junio de 2018).

Enfermedades no transmisibles y salud mental. Recuperado el 22

de octubre de 2018, de Datos y Cifras: 

http://www.who.int/nmh/global_monitoring_framework/es/

5 Véase El Universal (20 de noviembre de 2016). “Devoran 7 ma-

les 91 mil mdp en México”. Obtenido de https://www.eluniver-

sal.com.mx/articulo/nacion/sociedad/2016/11/20/devoran-7-ma-

les-91-mil-mdp-en-mexico

6 Véase Soto-Estrada, Guadalupe, Moreno-Altamirano, Laura, y

Pahua Díaz, Daniel (2016). “Panorama epidemiológico de Méxi-

co, principales causas de morbilidad y mortalidad”, en Revista de

la Facultad de Medicina (México), 59(6), 8-22. Recuperado el 10

de septiembre de 2018, de 

http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S00

26-17422016000600008&lng=es&tlng=es

7 Fuente: Panorama epidemiológico de México, principales cau-

sas de morbilidad y mortalidad. Recuperado el 10 de septiembre

de 2018, de http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_art-

text&pid=S0026-17422016000600008&lng=es&tlng=es

8 Fuente: Panorama epidemiológico de México, principales cau-
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de 2018, de http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_art-
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9 Véase Secretaría de Salud (2015). Informe sobre la salud de los

mexicanos 2015. Recuperado el 22 de octubre de 2018, de Diag-

nóstico General de la Salud Poblacional: 
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10 Véase La enfermedad renal crónica en México.
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nes/ENF-RENAL.pdf
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Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 6 de noviembre de 2018.

Diputados: Arturo Escobar y Vega (rúbrica), Óscar Bautista Ville-

gas (rúbrica), Jesús Sergio Alcántara Núñez, Lyndiana Elizabeth

Bugarín Cortés, Marco Antonio Gómez Alcantar, Leticia Mariana

Gómez Ordaz, Jorge Emilio González Martínez, Beatriz Manrique

Guevara, Carlos Alberto Puente Salas, Rogelio Rayo Martínez, Je-

sús Carlos Vidal Peniche.

QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY DEL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA-
CIÓN Y GACETAS GUBERNAMENTALES, SUSCRITA POR IN-
TEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Las y los que suscriben, diputadas y diputados de la
LXIV Legislatura del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos e integrantes del Grupo Parla-
mentario de Morena, con fundamento en los artículos
71 fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como el 6o., numeral 1,
fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someto a consideración de esta asamblea la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se por el
que se el que se reforman, adicionan y derogan diver-
sos artículos de la Ley del Diario Oficial de la Federa-
ción y Gacetas Gubernamentales, conforme a la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto suprimir la edi-
ción impresa del Diario Oficial de la Federación para
efectos de distribución, así como regular la edición
electrónica como el principal medio jurídicamente vá-
lido de difusión del Diario Oficial de la Federación. 

La estructura de la iniciativa se desglosa en

a) Marco conceptual del Diario Oficial de la Fede-
ración, que define entre otros, los siguientes térmi-
nos: principios bajo los cuales se regirá la publica-
ción de este órgano de difusión gubernamental, el
universo de órganos susceptibles a publicar actos de
autoridad, el universo de actos de autoridad y dis-
posiciones jurídicas que deberán ser publicadas pa-
ra que surtan efectos jurídicos y la forma e n que se-
rá difundido el Diario Oficial de la Federación; 

b) la impresión de dos ejemplares como evidencia
documental física; 

c) los principios rectores, características y efectos
jurídicos de la edición electrónica del Diario Oficial
de la Federación; 

d) la incorporación de la competencia del organis-
mo para certificar copias de las ediciones publica-
das; 
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e) los elementos mínimos que garantizarán la pre-
servación de las ediciones electrónica e impresa y 

f) las facilidades de consulta de las ediciones del
Diario Oficial de la Federación para personas que
no tengan posibilidad de acceder a tecnologías de la
información y comunicación. 

Desde la primera gaceta que circuló en la Nueva Es-
paña en el siglo XVIII, las publicaciones oficiales han
atendido la necesidad de difundir entre la población
los asuntos gubernamentales, cuya información afecta
su esfera jurídica y han evolucionado, haciendo uso de
la tecnología adecuada para llegar a sus gobernados. 

Es así como, si bien desde ese momento hasta nuestros
días la difusión ha sido fundamentalmente en medio
impreso, la forma de editar el periódico oficial ha evo-
lucionado con el objeto de brindar mayor certidumbre
jurídica y garantizar la publicación de los actos admi-
nistrativos y demás disposiciones jurídicas en tiempo
y forma. 

En ese sentido, a partir de la integración del uso de in-
ternet en la cotidianidad, se presentó una disminución
de los usuarios de la edición impresa del Diario Oficial
de la Federación, frente a un aumento de visitas al si-
tio Web, activo desde 2005, lo que indujo la necesidad
de brindar carácter oficial a la edición electrónica de
este órgano de difusión.

Fue así que el 5 de junio de 2012 se publicó el Decre-
to por el que se reforman, adicionan y derogan diver-
sas disposiciones de la Ley del Diario Oficial de la Fe-
deración y Gacetas Gubernamentales, que actualizó la
regulación de este órgano, promulgada en 1986, brin-
dándole elementos para ajustarse a las necesidades del
momento surgidas a partir del panorama tecnológico
mundial. En esos términos, las reformas a la ley brin-
daron a la edición electrónica el carácter oficial y se
constituyó como un medio legítimo, seguro y transpa-
rente de divulgación de las disposiciones jurídicas fe-
derales y otros actos administrativos. 

El día de hoy, a 6 años de la reforma a la Ley del Dia-
rio Oficial de la Federación y Gacetas Gubernamenta-
les, nuevamente es imperante adecuar la legislación
para brindarle elementos con los que pueda enfrentar
los nuevos retos tecnológicos. 

Desde 2012 a la fecha, la demanda de ejemplares im-
presos del Diario Oficial de la Federación ha dismi-
nuido, en promedio, un 15 por ciento anual. De enero
a septiembre del presente, se imprimieron 296,400
ejemplares, mientras que se recibieron 43’289,169 vi-
sitas en el sitio Web del DOF. Es decir, en el universo
de consultas diarias a este órgano, las correspondien-
tes a la edición impresa representa un 0.7 por ciento.
Como un dato representativo de lo que se argumenta,
se considera oportuno señalar que en marzo de 2012 el
promedio de visitas en días hábiles, que tenía el sitio
web del Diario Oficial de la Federación era de alrede-
dor de 40 mil. Actualmente, ese número corresponde a
la visita al mismo medio en un día de fin de semana. 

Las ventajas de la edición electrónica frente a la im-
presa son meridianas: Iniciando con el formato, la edi-
ción electrónica es accesible y conveniente, accesible
porque a través de una computadora, tableta o teléfo-
no celular inteligente con acceso a internet se puede
consultar la edición del día del periódico oficial, sin
necesidad de adquirir el ejemplar impreso. Es conve-
niente porque facilita la reutilización de la informa-
ción y su conservación, favoreciendo la transparencia,
la responsabilidad y la participación ciudadana. 

Abundando en el primer argumento, los medios tecno-
lógicos son una herramienta que permite potencializar
la cobertura social y beneficiar la transparencia y ac-
ceso a la información. En ese sentido, la disponibili-
dad de la información publicada en el Diario Oficial
de la Federación, independientemente del lugar y el
momento en que se encuentre el interesado, garantiza
su máxima publicidad. 

La integridad de la edición electrónica es otro punto a
su favor. Inmersos en la sociedad de la información, el
Diario Oficial de la Federación garantiza la autentici-
dad, integridad, inalterabilidad y no repudiabilidad de
sus ediciones a través de la firma electrónica avanza-
da, que avala sus ediciones tanto en el significado le-
gal como en el jurídico. Más aún, permite detectar
cualquier modificación de los archivos firmados, lo
que resulta una garantía de integridad ante alteraciones
fortuitas o deliberadas.

Finalmente, pero no menos importante, la eliminación
de la impresión redunda en el aprovechamiento sus-
tentable de los recursos naturales y reduce el impacto
ambiental que conlleva la impresión del Diario Oficial
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de la Federación. Además, al eliminarse el gasto co-
rrespondiente a la impresión, los recursos destinados a
la publicación de este órgano de difusión pueden reo-
rientarse para el mejoramiento de los procesos de edi-
ción y divulgación del Diario Oficial de la Federación. 

Es decir, con esta medida se podría contar con mayo-
res recursos que permitan garantizar la accesibilidad
de las disposiciones jurídicas a través de compilacio-
nes y la preservación de las ediciones a través de digi-
talización de ejemplares históricos y mejoramiento de
la Hemeroteca del Diario Oficial de la Federación. En
el ámbito del derecho comparado, las experiencias
normativas de Argentina, Brasil, Costa Rica, Chile y
Uruguay, aportan elementos jurídicos que han favore-
cido la integración en la sociedad de la información a
su edición electrónica. Actualmente ninguno de estos
periódicos oficiales genera ediciones impresas para su
distribución y todos ellos reconocen importantes bene-
ficios para los ciudadanos, las empresas e instituciones
públicas en el ámbito de la aplicación de las legisla-
ciones que los regulan. 

De ahí, que al considerar la tendencia creciente en el
ámbito mundial hacia el uso exclusivo de los medios
de comunicación electrónica para la publicación de los
periódicos oficiales, así como la experiencia positiva
obtenida, se refuerza la convicción de que el uso de las
tecnologías de la información y comunicaciones en la
publicación del Diario Oficial de la Federación es una
opción que debe impulsarse para generar condiciones
que permitan hacer más efectivo el conocimiento de la
ley y su aplicación y observancia. 

En el orden nacional, a nivel estatal, las legislaturas
de los estados de Chiapas, Hidalgo, Tamaulipas y Yu-
catán, han reconocido el carácter oficial de la edición
electrónica del periódico oficial en las disposiciones
que los regulan, mientras que el Periódico Oficial del
Estado de Chiapas dejó de imprimir ejemplares des-
de el 18 de mayo de 2017, haciendo que la distribu-
ción de su órgano de difusión sea exclusivamente
electrónica. 

En seguimiento, se debe abundar que en la Cámara de
Diputados de las Legislaturas LXI, LXII y LXIII se
presentaron diversas reformas a la Ley del Diario Ofi-
cial de la Federación y Gacetas Gubernamentales, con
el propósito de regular la fe de erratas, aplicar tecno-
logías de la información y la comunicación a los pro-

cesos de producción y distribución y, finalmente, para
sustituir el nombre de Distrito Federal en sus disposi-
ciones. Sin embargo, ninguno de estos proyectos de
iniciativas prosperó. 

En el marco de lo señalado anteriormente, es de men-
cionar que mediante las reformas, adiciones y deroga-
ciones que se proponen en la presente iniciativa, se
pretende en primer lugar dejar de imprimir la edición
del Diario Oficial de la Federación para efectos de dis-
tribución con la reserva de que únicamente se impri-
man dos ejemplares para efectos de evidencia docu-
mental física, para garantizar su disponibilidad en los
casos en que resulte imposible su consulta por causas
de fuerza mayor, así como para resguardo y preserva-
ción. Es de resaltar que actualmente sólo se imprimen
alrededor de 1,350 ejemplares por edición, lo que de-
muestra que esta medida no acarreará implicaciones ni
efectos negativos a la difusión de las disposiciones
normativas. 

El órgano de difusión gubernamental cuenta con ele-
mentos suficientes para considerar que la edición elec-
trónica y sus mecanismos de divulgación a través del
sitio Web, de las redes sociales y próximamente de
aplicaciones móviles, permitirá un incremento sosteni-
do de la consulta del Diario Oficial de la Federación. 

De ahí la importancia de fortalecer la naturaleza jurí-
dica y características de la edición electrónica en el
sentido de establecer que ésta deberá ser accesible, in-
clusiva, universal e interoperable. Además, su consul-
ta debe ser gratuita, sencilla y oportuna. 

Por lo señalado anteriormente, la firma electrónica
avanzada se consolida como el elemento de seguridad
que brinda a sus usuarios un elemento de confianza, y
bajo esa perspectiva, se incluye esta herramienta den-
tro de los elementos mínimos que debe contener el pe-
riódico oficial. Este elemento dará cuenta de la auten-
ticidad, integridad, inalterabilidad y no repudiabilidad
de la edición. 

Adicionalmente, el proyecto de iniciativa de reformas
a la Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas
Gubernamentales le confiere al órgano la potestad de
certificar copias de la edición electrónica como un ele-
mento de garantía adicional de disponibilidad efectiva
del periódico oficial. 
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Igualmente, el Diario Oficial de la Federación es el re-
positorio no sólo del derecho mexicano sino de la his-
toria nacional, ya que las leyes no se pueden entender
sin los contextos económico, político y social en los
cuales fueron promulgadas. Por ello, la iniciativa que
se presenta obliga a la autoridad competente a adoptar
las medidas de índole técnico-administrativas, am-
bientales y tecnológicas, para la custodia y adecuada
conservación de las ediciones y documentos de archi-
vo, tanto en su formato electrónico como impreso.

De hecho, al igual que los gobiernos extranjeros que
ya cuentan con un registro oficial únicamente electró-
nico se prevé en esta reforma que existan medios o so-
portes en que se almacenen y que deberán contar con
medidas que garanticen la integridad y autenticidad de
los documentos publicados en el Diario Oficial. 

Incorporar los avances tecnológicos para la difusión
de las disposiciones jurídicas representa una mejora
continua a los procesos de edición y difusión, y para
ello se establece en la normatividad la obligación de la
autoridad competente de incorporar el desarrollo y la
innovación tecnológica a los procesos de edición y di-
fusión del Diario Oficial de la Federación. 

Es de precisar que por principio de igualdad y no dis-
criminación, las personas que no tengan la posibilidad
de acceder a tecnologías de información y comunica-
ción, contarán con las facilidades para la consulta del
Diario Oficial de la Federación en las oficinas guber-
namentales domiciliadas en cada entidad federativa,
que se determinen. 

Finalmente y con el objeto de actualizar en la legisla-
ción el universo de documentos que actualmente ya se
publican en el Diario Oficial de la Federación, se hace
el señalamiento expreso de la facultad para publicar
actos o resoluciones relativos a la actividad parlamen-
taria que sean de interés general; resoluciones del
Consejo de la Judicatura Federal y el Tribunal Electo-
ral del Poder Judicial de la Federación; las disposicio-
nes jurídicas que la Constitución y las leyes ordenen,
así como los acuerdos y resoluciones que emitan los
Órganos Constitucionales Autónomos que sean de in-
terés general.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo
establecido por los artículos 71, fracción II de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6°,

numeral 1, fracción I y 77 numeral 1 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, los suscritos Diputados
Federales, sometemos a consideración de esta sobera-
nía la siguiente Iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Ley del Diario Ofi-
cial de la Federación y Gacetas Gubernamentales

Único. Se reforman los artículos 1o., 2o., 3o. fracción
I, V y VI, 4o., 5o., 7o. Bis fracciones I, III y V, 8o., 9o.
y 10; se adicionan una fracción VII al artículo 3o., pa-
sando las actuales VII y VIII a ser VIII y IX, y una
fracción IV al artículo 6o., y se derogan los artículos
10 Bis y 11, todos de la Ley del Diario Oficial de la
Federación y Gacetas Gubernamentales, para quedar
como sigue:

Artículo 1o. La presente ley tiene por objeto regla-
mentar la publicación del Diario Oficial de la Federa-
ción para favorecer su máxima publicidad, accesi-
bilidad y disponibilidad; así como establecer las
bases generales para la creación de las gacetas guber-
namentales sectoriales.

Artículo 2o. El Diario Oficial de la Federación es el
órgano del Gobierno Constitucional de los Estados
Unidos Mexicanos, de carácter permanente e interés
público, cuya función consiste en publicar en el terri-
torio nacional, las leyes, decretos, reglamentos, acuer-
dos, circulares, órdenes y demás actos, expedidos por
los Poderes de la Federación y los Órganos Constitu-
cionales Autónomos, en sus respectivos ámbitos de
competencia, a fin de que éstos sean aplicados y ob-
servados debidamente.

Artículo 3o. … 

I. Las leyes y decretos expedidos por el Congreso
de la Unión, así como cualquier otro acto o reso-
lución relativos a la actividad parlamentaria que
sean de interés general;

II. al IV. …

V. Los acuerdos y resoluciones de interés general
emitidos por el Pleno de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, el Consejo de la Judicatura Fe-
deral y el Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación;
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VI. Las disposiciones jurídicas que la Constitu-
ción y las leyes ordenen que se publiquen en el Pe-
riódico Oficial;

VII. Los acuerdos y resoluciones de carácter ge-
neral que emitan los Órganos Constitucionales
Autónomos que sean de interés general;

VIII. Aquellos actos o resoluciones que por propia
importancia así lo determine el Presidente de la Re-
pública, y

IX. Las fe de erratas que la autoridad estime nece-
sarias

Artículo 4o. Es obligación del Ejecutivo Federal pu-
blicar en el Diario Oficial de la Federación, los orde-
namientos y disposiciones a que se refiere el artículo
anterior, así como asegurar su adecuada divulgación,
en condiciones de accesibilidad, inclusión, universali-
dad, interoperabilidad y simplificación en su consulta.

Artículo 5o. El Diario Oficial de la Federación se
publicará en forma electrónica y su edición tendrá
carácter oficial.

Además de la edición electrónica, se imprimirán
dos ejemplares, con idénticas características y con-
tenido, para efectos de evidencia documental físi-
ca, así como para garantizar la publicación del
Diario Oficial de la Federación en los casos en que
resulte imposible por causas de fuerza mayor, ac-
ceder a su edición electrónica. Los dos ejemplares
quedarán en custodia, uno en la hemeroteca del
propio organismo y el otro en el Archivo General
de la Nación.

Artículo 6o. …

I. al III. …

IV. Firma de la autoridad responsable, ya sea
electrónica en el caso de la versión digital y rú-
brica en los dos ejemplares impresos de cada edi-
ción.

Artículo 7o. Bis. …

I. Difundir la edición electrónica del Diario Ofi-
cial de la Federación, el mismo día de su edición,

salvo que ello resulte imposible por causas de
fuerza mayor;

II. …

III. Custodiar, conservar y preservar la edición
electrónica e impresa del Diario Oficial de la Fede-
ración;

IV. …

V. Incorporar el desarrollo y la innovación tecnoló-
gica a los procesos de edición y difusión del Dia-
rio Oficial de la Federación.

Artículo 8o. El acceso a la edición electrónica del
Diario Oficial de la Federación será gratuito.

La autoridad competente determinará las condicio-
nes de acceso a la edición electrónica del Diario
Oficial de la Federación y señalará los domicilios
de las oficinas en las Entidades Federativas en las
que se brindarán facilidades para la consulta del
Diario Oficial de la Federación a las personas que
no tengan posibilidad de acceder a tecnologías de la
información y comunicación.

Artículo 9o. La autoridad competente podrá expe-
dir copias certificadas de la edición impresa del Dia-
rio Oficial de la Federación. El costo de las mismas
será el que se determine en la legislación aplicable. 

Artículo 10. La autoridad competente deberá
adoptar las medidas de índole técnico - administra-
tivas, ambientales y tecnológicas, para la adecuada
custodia y preservación de las ediciones del Diario
Oficial de la Federación y documentos de archivo,
tanto en su formato electrónico como impreso. 

Artículo 10 Bis. Se deroga. 

Artículo 11. Se deroga.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor 1o. de
enero de 2019. 

Segundo. La autoridad competente continuará con la
venta de ejemplares del Diario Oficial de la Federa-
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ción que tenga en existencia para tal fin al inicio de vi-
gencia del presente ordenamiento. 

Tercero. Se derogan todas aquellas disposiciones que
se opongan a las contenidas en el presente decreto. 

Cuarto. La Secretaría de Gobernación realizará las ac-
ciones necesarias para que la implementación del pre-
sente decreto se realice con los recursos aprobados a
dicha dependencia, mediante movimientos compensa-
dos para el ejercicio fiscal que corresponda, por lo que
no requerirán recursos adicionales para tales efectos y
no incrementarán su presupuesto regularizable.

Dado en Palacio Legislativo, 
a 6 del mes de noviembre de 2018.

Diputado Mario Delgado Carrillo (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, A CARGO DE LA DIPUTA-
DA KAREN MICHEL GONZÁLEZ MÁRQUEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita, diputada Karen Michel González Már-
quez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional de la LXIV Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM),
concordante con el diverso 6, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, me permito presentar para su análi-
sis y dictamen la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo.

Para tal efecto, procedo a dar cumplimiento a los ele-
mentos indicados en el numeral 78 del citado ordena-
miento reglamentario.

I. Encabezado o título de la propuesta

Ha quedado precisado en el primer párrafo de este do-
cumento.

II. Planteamiento del problema que la iniciativa
pretende resolver

La presente iniciativa tiene como propósito fomentar
la incorporación de los jóvenes al ámbito laboral, así
como señalar las bases de protección especial cuando
sean menores de edad, enfatizando en lo importante
que resulta la promoción laboral de los jóvenes y de
proporcionarles medios de capacitación y adiestra-
miento a través de la experiencia laboral juvenil y la
participación del Servicio Nacional de Empleo como
autoridad responsable de su difusión y fomento.

III. Argumentos que la sustenten (exposición de
motivos)

Una de los principales grupos a los que el gobierno
mexicano debe prestar atención son los jóvenes, quie-
nes en los últimos años han asumido un papel relevan-
te en la participación y transformación democrática
del país. La atención a los jóvenes involucra la pro-
moción y desarrollo de los aspectos políticos, econó-
micos y sociales que les rodean y son propios, para lo
cual se han implementado estrategias y líneas de ac-
ción, entre otras, para su desarrollo en la cultura, las
artes, el deporte, etcétera; sin embargo, poco ha hecho
el gobierno federal en cuanto a la promoción del tra-
bajo y la capacitación para los jóvenes.

Por lo que hace al ámbito laboral, los jóvenes atravie-
san diversas problemáticas, entre las más importantes,
se encuentran la falta de oportunidades laborales, la
falta de capacitación y desarrollo de habilidades, y
la ausencia de mecanismos o programas específicos
que los acerquen a las fuentes de trabajo.

Derivado de ello, los jóvenes se han visto afectados
por el desempleo que aqueja a gran parte de la pobla-
ción mexicana y que se acrecienta con las negativas
condiciones económicas que imperan en nuestra so-
ciedad.
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Lo anterior ha dado lugar a la propagación de la po-
breza juvenil, ya que no existen suficientes oportuni-
dades de incorporación laboral, aumentando la canti-
dad de jóvenes en situación de desempleo y que
además, tampoco pueden seguir estudiando, pues ha-
biendo concluido con sus estudios proyectados, care-
cen de recursos económicos para cubrir los gastos pro-
pios de estudios superiores, tales como colegiaturas,
estadías, libros, acceso a recursos tecnológicos, etcéte-
ra.

Lógicamente, al carecer de un trabajo formal, carecen
de los servicios y beneficios de la Seguridad Social;
igualmente cuando se ocupan -temporalmente y a ve-
ces en forma definitiva- en empleos informales.

En efecto, una vez que los jóvenes concluyen su pre-
paración académica, sea profesional o técnica, el prin-
cipal reto se encuentra en la inserción en el campo
laboral. 

Si bien en México -durante 2013- el número de jóve-
nes empleados aumentó significativamente y de mane-
ra constante, también es cierto que “la proporción de
jóvenes trabajadores en relación con el total de em-
pleados disminuyó de 34.6 por ciento a 30.7 por
ciento, es decir una caída de casi 4 puntos porcentua-
les en los últimos ocho años”,1 lo que se traduce en la
insuficiente generación de empleos para satisfacer la
demanda juvenil; en muchos de los casos, se trata de
quienes por primera vez se incorporan al ámbito labo-
ral.

Así lo corrobora el que, en ese mismo año, aproxima-
damente, 14.7 millones de jóvenes estuvieron em-
pleados. Por consiguiente, la tasa de desocupación en
jóvenes casi duplica la observada en la población
abierta.2

Las cifras no han mejorado de 2013 a la fecha: du-
rante el primer trimestre de 2018, la población de
15 a 29 años registra una tasa de desocupación de
3.2 por ciento a nivel nacional, es decir, 1.7 millones
de personas, de los cuales, 60.8 por ciento son hom-
bres y 39.2 por ciento son mujeres; esto según datos
publicados por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi). Dicho organismo informó que de
acuerdo con los resultados de la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo (ENOE),3 la tasa más alta de
desocupación en la población joven se presenta en el

grupo de 20 a 24 años, con 6.7 por ciento; la tasa es 6.4
por ciento para el grupo de 15 a 19 años y 4.6 por cien-
to para el grupo de 25 a 29 años.

La evaluación del primer trimestre de 2018 concluye
que, de los 15 millones de personas jóvenes ocupadas
de 15 a 29 años, 59.5 por ciento (poco más de 8.9 mi-
llones) labora en el sector informal.4

Por grupos de edad, el trabajo informal predomina
en la población más joven ya que 28.8 por ciento tie-
ne de 15 a 19 años, en tanto que sólo 8 de cada 100
personas que se ocupan en el sector formal de la eco-
nomía pertenecen a este rango de edad.

Respecto a la posición en el trabajo de las personas de
15 a 29 años ocupadas en el sector informal, la mayor
parte (71.7 por ciento) labora de manera subordinada
y remunerada; 14 por ciento son trabajadores por
cuenta propia.

En el país es difícil trabajar y estudiar al mismo tiem-
po ya que, en un mercado tan ofrecido, los ingresos
son muy bajos: 3.2 por ciento de los jóvenes que tra-
bajan lo hacen a medio tiempo, y la mayoría (39.4 por
ciento) lo hace a tiempo completo. De estos sólo la dé-
cima parte (3.7 por ciento) llevan a cabo su trabajo y
al mismo tiempo estudian.5

Más preocupante resulta que dentro del sector juvenil,
se encuentra los llamados “ninis”, jóvenes que en Mé-
xico no estudian ni trabajan; de acuerdo con la En-
cuesta Nacional de Juventud 2010 (ENJ 2010),6 ese
año se contabilizaron aproximadamente 7.8 millo-
nes, es decir, dos de cada 10 jóvenes de 12 a 29 años
eran “ninis”. Del número antes señalado, tres de cada
cuatro jóvenes eran mujeres (5.9 millones), y un
57.0 por ciento de ellas, realiza quehaceres domésticos
y recibe manutención por parte de su pareja. Las enti-
dades federativas más asoladas por jóvenes que no es-
tudian ni trabajan son Coahuila, Guanajuato y San
Luis Potosí.

Es importante señalar que en el comparativo interna-
cional, el reporte de la OCDE, Panorama de la Educa-
ción 2017,7 no tiene cifras para celebrar. Conforme a
ese reporte, la tasa de desempleo en adultos jóvenes
entre 25 y 34 años que no finalizaron sus estudios
universitarios fue del 17 por ciento, mientras que
para quienes sí los finalizaron, el desempleo fue de
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9 por ciento. México fue el tercer país con la mayor
cantidad de jóvenes de 15 a 29 años sin trabajar ni
estudiar. 

En adición a lo anterior, es importante señalar que, de
acuerdo con la información a cargo del Inegi, uno de
los rubros más alarmante respecto a los jóvenes con
un 49.2 por ciento es el desempleo y la falta de
oportunidades laborales. Del total de la población
económicamente activa, alrededor del 37 por ciento
son jóvenes. De la mayor gravedad resulta el dato de
que el 65.2 por ciento de la población no económi-
camente activa, son mujeres, y de ellas, 54.4 por
ciento tiene entre 15 y 19 años.8

De esa población económicamente activa, el 17 por
ciento perciben un salario mínimo; y el 32.3 por cien-
to perciben entre uno y dos salarios mínimos. De per-
manecer estas cifras, se estima que para el 2020, más
de 3 millones de profesionistas estén sin trabajo.

Si bien tener un trabajo es importante, también lo es el
carácter formal y la calidad del mismo, independiente-
mente del sector de que se trate, ya sean en el ámbito
industrial, artesanal, comercio o de oficina; amén de la
relevancia de que los jóvenes como trabajadores pue-
dan acceder a las prestaciones mínimas de Ley y a la
Seguridad Social.

El alto desempleo juvenil no solo se debe al núme-
ro elevado de buscadores de empleo por primera
vez (demanda), sino también a un problema gene-
ral de acceso al mercado de trabajo, esto es, a los
requisitos o condiciones que exigen los empleado-
res.

Son muchas las dificultades que tienen que enfrentar
los jóvenes para acceder a esa primer experiencia la-
boral y se tornan en obstáculos complejos de superar,
por un lado, encontramos la exigencia de cierto tiem-
po de experiencia laboral de la cual -obviamente-
carecen, así como de la exigencia de jornadas de
trabajo excesivas que les impiden terminar o conti-
nuar sus estudios.

A ello se suma la exigencia de los empleadores de que
deben acreditar una buena educación, idiomas, cur-
sos de actualización y, frente a ello, se ofrecen bajos
salarios, lo que evidentemente dificulta y hace casi
imposible la inserción laboral que pretenden. 

Derivado de ello, en los jóvenes se presenta una alta
rotación, de tal forma que con frecuencia pasan del
empleo al desempleo; esta circunstancia deriva de por
los inconvenientes apuntados la primer experiencia la-
boral ocasiona para los jóvenes problemas de adapta-
ción o compatibilidad. 

Si bien una amplia proporción de jóvenes busca em-
plearse por primera vez de forma eventual, y en esos
casos los empleadores no exigen preparación específi-
ca, lógicamente esa inserción laboral es en circunstan-
cias precarias para los jóvenes, tanto por su remunera-
ción como por la ausencia de prestaciones sociales.

Por ello, se considera que la atención del gobierno
debe concentrarse en facilitar las primeras expe-
riencias laborales y en los problemas de inserción
laboral que tienen grupos específicos de jóvenes,
sobre todo aquellos con bajo nivel educativo, con las
mujeres, y jóvenes provenientes de hogares de escasos
recursos.

Se requiere promover de las oportunidades labora-
les a los jóvenes de manera formal, mediante contra-
to que les asegure contar con las prestaciones que la
ley señala y no dejarlos en situación de vulnerabilidad
ante los patrones, que en muchos casos pueden abusar
de la falta de experiencia laboral y del desconocimien-
to de sus derechos laborales.

Los jóvenes por las circunstancias apuntadas, se en-
cuentran en una desventaja social laboral, y han te-
nido que tolerando tratos inequitativos y discrimi-
natorios, nos sólo por su edad sino también por falta
de experiencia, pobreza, analfabetismo y hasta cues-
tiones étnicas.

Ante ese fenómeno dañino es que nuestras políticas
deben ser más específicas para la inserción juvenil la-
boral; sobre el particular, se considera que dichas po-
líticas públicas deben edificarse en los siguientes pi-
lares: 

• El apoyo a la inserción al primer empleo. 

• El apoyo para grupos juveniles desfavorecidos es-
pecíficos.

Es responsabilidad del sector gubernamental pro-
porcionar los instrumentos y herramientas que me-
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joren las condiciones de los jóvenes en los aspectos
laborales, por ejemplo, a través:

• Orientación por parte de los servidores públicos
responsables de los sistemas de bolsa de trabajo ha-
cia los jóvenes, así como hacia empresarios sobre
las opciones laborales, lo que puede complementar-
se con la organización de visitas a algunas empresas
por parte de los jóvenes. 

• Orientación escolar de parte de otros jóvenes con
algunos años de formación y práctica laboral, sobre
sus experiencias de inserción laboral. 

• Desarrollo de esquemas de pasantías, de traba-
jo juvenil de temporada en vacaciones, por ejem-
plo, y de trabajo de medio tiempo, para favorecer
contactos tempranos de los jóvenes con el mundo
laboral, generando experiencia y algunos ingresos,
sin que tengan que salir del sistema educativo. 

• Apoyo a los jóvenes por parte de las autoridades
del trabajo en áreas como fomento al autoestima,
desarrollo de habilidades de comunicación y detec-
ción de potenciales específicos y su aprovecha-
miento, con acompañamiento de parte de mentores,
en su caso.

• Promoción para la generación de microempresas
de jóvenes, tanto de alto nivel educativo, también
llamadas “incubadoras de empresas” conectadas
con universidades, así como de nivel intermedio
cuando se trate de microempresas de bienes y ser-
vicios para mercados locales.

• Implementar o mejorar los esquemas de apren-
dizaje en empresas para el desarrollo de habilida-
des prácticas, en estos esquemas los jóvenes no es-
trían plenamente integrándose en el proceso
productivo de la empresa, es decir, no sustituyen a
otros trabajadores, sino que adquieren las habili-
dades y capacidad necesaria para la prestación del
servicio. 

• Promoción y difusión a las actividades laborales
que puedan brindarse a los jóvenes, con una partici-
pación transversal y comprometida de las autorida-
des del trabajo, junto con la colaboración de la so-
ciedad civil y las organizaciones empresariales. 

Esta Soberanía está obligada a desarrollar los meca-
nismos legales que permitan implementar las políticas
públicas de apoyo a los jóvenes para su inserción al
primer empleo, particularmente a aquellos en situa-
ción de pobreza.

Si bien es cierto que el cúmulo de leyes de nuestro pa-
ís, privilegian que todos los derechos de los jóvenes
queden a salvo de consideraciones personales de mar-
ginación y discriminación, también es cierto que im-
pone deberes, entre ellos a aprovechar las oportunida-
des de preparación y capacitación para el trabajo.

Por lo tanto, mediante la reforma a la Ley Federal
de Trabajo se busca que la atención a sector juve-
nil sea con amplias oportunidades en un entorno
de equidad y respeto, además de contribuir a la ge-
neración de políticas públicas de empleo juvenil y
fortalecimiento institucional, consolidará el servicio
público de empleo para jóvenes, aportará a la gestión
pública de la migración laboral juvenil internacional
y coadyuvará a la promoción de emprendimientos ju-
veniles.

Cabe destacar que si bien se han identificado algu-
nas leyes emitidas por legislaturas estatales preten-
diendo regular el tema, se considera que tales regu-
laciones han excedido el ámbito de atribuciones
que les confiere la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. 

No debe olvidarse que en términos del artículo 124 de
la Carta Fundamental, “Las facultades que no están
expresamente concedidas por esta Constitución a los
funcionarios federales, se entienden reservadas a los
Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos de
sus respectivas competencias”; por consiguiente, las
legislaturas de los estados pueden legislar en aque-
llo que no esté conferido expresamente al Congreso
de la Unión, siendo inconcuso que lo relativo a las
legislación laboral para el común de los trabajado-
res del país, compete en exclusiva al Poder Legisla-
tivo de la Unión, en términos del artículo 73 frac-
ción X de la Constitución Federal.

IV. Fundamento Legal

Lo constituyen el artículo 71 fracción II de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(CPEUM), concordante con el diverso 6, fracción I,
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del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, mismos que quedaron
precisados desde el inicio de este documento.

V. Denominación del proyecto de ley o decreto 

También fue precisado al inicio de este documento y
lo es “proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo”.

VI. Ordenamientos a modificar

Como lo indica el título referido, es la Ley Federal del
Trabajo.

VII. Texto normativo propuesto

En mérito de lo anterior, someto a consideración de
ese honorable pleno de la Cámara de Diputados el si-
guiente proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se reforma la fracción VI del artícu-
lo 537 y denominación del Título Quinto Bis de la Ley
Federal del Trabajo; y se adicionan los artículos 180
Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quínter, 180 Séxter, 180
Sépter, 180 Ócter; y las fracciones VII y VIII al artí-
culo 537, recorriéndose las subsecuentes; 537 Bis y
537 Ter; todos de la Ley Federal del Trabajo, para que-
dar como sigue:

Titulo Quinto Bis
Trabajo de los Menores y Jóvenes

…

Artículo 180 Bis. Los jóvenes tienen derecho al tra-
bajo digno y bien remunerado.

Artículo 180 Ter. Para los efectos de esta Ley se en-
tenderán por jóvenes todas aquellas personas des-
de los 16 y hasta los 29 años de edad

Los mayores de dieciséis y menores de dieciocho
años de edad estarán protegidos por las disposicio-
nes previstas en la presente Ley, bajo la supervisión
de las autoridades laborales.

Artículo 180 Quáter. Las autoridades del trabajo
deberán promover el empleo y la capacitación téc-
nica de los jóvenes.

Artículo 180 Quínter. Las autoridades del trabajo
promoverán la experiencia laboral juvenil, para in-
tegrar a dicho ámbito a los jóvenes para su capaci-
tación y formación laboral.

Artículo 180 Séxter. Las actividades que podrán re-
alizar los jóvenes deberán ser conforme al nivel de
formación, capacitación y preparación académica.
El trabajo no podrá ser en detrimento de su for-
mación escolar, técnica o profesional.

Artículo 180 Sépter. El trabajo de la experiencia
laboral juvenil deberá buscar coordinar la aplica-
ción del aprendizaje técnico con el teórico y prác-
tico. 

Artículo 180 Ócter. Los trabajos practicados por lo
jóvenes, en ningún caso podrá ser de aquellos que
impidan una educación que les permita desarrollar
al máximo sus habilidades.

Capítulo IV
Del Servicio Nacional de Empleo

Artículo 537. El Servicio Nacional de Empleo tendrá
los siguientes objetivos:

…

VI. Diseñar, conducir y evaluar programas y po-
líticas específicos de carácter público para gene-
rar oportunidades de empleo y asegurar los de-
rechos laborales para jóvenes y grupos en
situación vulnerable.

VII. Promover la instauración de un sistema de
empleo, bolsa de trabajo, capacitación laboral y
convenios con los sectores público y privado.

VIII. Promover las acciones de capacitación la-
boral a jóvenes migrantes, discapacitados, indí-
genas, rehabilitados de alguna adicción o que
hubiesen estado recluidos en alguna institución
de reinserción social;
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IX. Coordinar con las autoridades competentes
el régimen de normalización y certificación de
competencia laboral.

Artículo 537 Bis. La política de promoción de la ex-
periencia laboral juvenil deberá dirigirse al logro
de los objetivos siguientes:

I. Creación de oportunidades de trabajo dirigi-
das a la población juvenil,;

II. Fomento del desarrollo de la capacitación con
remuneración y vinculada a la formación profe-
sional o técnica;

III. Procurar que el trabajo no interrumpa la
continuación de su formación escolar;

IV. Garantizar la no discriminación en el traba-
jo y las mejores condiciones laborales a las jóve-
nes conforme al Título Quinto de esta Ley; y

V. Respetar y cumplir con los derechos laborales
y a la seguridad social.

Artículo 537 Ter. El Servicio Nacional de Empleo
deberá promover la experiencia laboral juvenil,
procurando en todo momento satisfacer lo siguien-
te:

I Los jóvenes podrán desarrollar habilidades la-
borales y conocimientos prácticos sin suspender
su formación escolar.

II Promover la incorporación de los jóvenes al
trabajo mediante una ocupación específica y for-
mal.

III Establecer mecanismos para garantizar los
derechos laborales de los jóvenes, sin discrimi-
nación de ninguna índole conforme al artículo
3o. de esta Ley.

VIII. Artículos Transitorios 

Sobre el particular, se proponen los siguientes:

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El titular del Ejecutivo federal contará con
un plazo de 180 días naturales contados a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, para realizar las
adecuaciones reglamentarias correspondientes. 

Notas

1 Sedesol, Diagnóstico de los Jóvenes en México, 2013. Página 6.

2 Ídem. 

3 Inegi, Resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Em-

pleo (ENOE), primer trimestre de 2018, consultable en 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2018/enoe_ie/eno

e_ie2018_05.pdf 

4 Ídem.

5 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos

(OCDE) (2013), Education at a Glance 2013. OECD Indicators,

París: OECD Publishing. Citado por: Gutiérrez Rodríguez, Rober-

to. Los límites de la política social durante el sexenio de Peña Nie-

to; Revista Economía UNAM volumen 13 número 39, septiembre-

diciembre, 2016.

6 Ibídem, página 9.

7 OCDE, Panorama de la Educación 2017, consultable en

https://imco.org.mx/educacion/panorama-la-educacion-2017-via-

ocde/

8 Inegi, Resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Em-

pleo (ENOE), primer trimestre de 2018, consultable en 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2018/enoe_ie/eno

e_ie2018_05.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputada Karen Michel González Márquez (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 40 DE LA LEY GENERAL DE

EDUCACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO HÉCTOR YUNES

LANDA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El diputado Héctor Yunes Landa, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; artículo 6, numeral 1,
fracción I; artículos 77 y 78 y demás relativos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta honorable soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se modifica
el artículo 40 de la Ley General de Educación, a cargo
del diputado Héctor Yunes Landa, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Exposición de Motivos

A lo largo de nuestra historia, la justicia social ha sido
aspiración de todos los mexicanos. Nuestra Constitu-
ción Política es el resultado de un movimiento social
que asignó al Gobierno de la República la responsabi-
lidad de procurar la igualdad de oportunidades y el
mejoramiento de las condiciones de vida de los mexi-
canos. 

En tal virtud, nuestra Carta Magna conjuga el ejercicio
de los Derechos Humanos y sus garantías, concibien-
do a la democracia no sólo como una estructura jurídi-
ca y un régimen político, sino como un sistema de vi-
da fundado en el constante desarrollo político,
económico y social. Durante el diseño y redacción de
la Constitución Política de 1917, se incluyeron dere-
chos civiles y políticos, entre ellos, el de la educación.
En el artículo 3° se establece que “la enseñanza es li-
bre y laica en los establecimientos oficiales de edu-
cación en todos sus aspectos y obligatoria sólo en el
nivel primario”.

Posteriormente, el 8 de julio de 1921, se efectuó la pri-
mera modificación en materia educativa a nuestra Car-
ta Magna, reformando la fracción XXVII del artículo
73, que facultó al Congreso de la Unión a establecer
escuelas rurales, elementales, secundarias, superiores
y profesionales en toda la República mexicana, lo que
dio origen a la Secretaría de Educación Pública, el 3 de
octubre del mismo año. Fue hasta el 29 de noviembre

de 1973, cuando se publicó en el Diario Oficial de la
Federación la Ley Federal de Educación, la cual otor-
gaba a la Federación la mayor parte de las obligacio-
nes y derechos en materia docente. Paulatinamente, la
política educativa tuvo cambios trascendentales, dis-
tribuyendo las competencias educativas entre la Fede-
ración, las entidades federativas y los municipios, des-
centralizando las responsabilidades en esta materia.

Es así, que el 13 de julio de 1993 se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación la Ley General de Educa-
ción; en el mismo año, se modificó la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos para determinar
la obligatoriedad de la educación secundaria. 

Bajo este precepto, el 11 de febrero de 2012, la Comi-
sión Permanente del Honorable Congreso de la Unión
-con fundamento en el artículo 135 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y, una vez
realizado el cómputo de los votos aprobatorios de la
mayoría de las Legislaturas de los estados-, declaró
válida la reforma a los artículos 3º. y 31 Constitucio-
nales, instaurando con carácter obligatorio la educa-
ción media superior. 

Es decir, el Estado mexicano garantizó a la población,
la educación ineludible de 15 grados escolares, que
comprende de la educación preescolar hasta la conclu-
sión de la educación media superior. 

En virtud de lo anterior, fue necesario complementar
los esfuerzos ya realizados con una nueva reforma a
los artículos 3o. y 73, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 26 de febrero de 2013. 

Con relación a la modificación al artículo 3°, se esta-
bleció que “El Estado garantizará la calidad en la
educación obligatoria de manera que los materiales
y métodos educativos, la organización escolar, la in-
fraestructura educativa y la idoneidad de los do-
centes y directivos garanticen el máximo logro de
aprendizaje de los educandos”; por su parte, la re-
forma el artículo 73 otorgó la facultad al Poder Legis-
lativo para expedir las leyes secundarias que aseguren
el cumplimiento y mejora del derecho a la educación. 

Derivado de las reformas constitucionales menciona-
das en el párrafo anterior, se promulgaron dos Leyes
Reglamentarias:
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• Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la
Educación, 

• Ley General del Servicio Profesional Docente. 

Con la publicación de estos ordenamientos se consoli-
daron las bases para la transformación, modernización
y democratización del actual Sistema Educativo Na-
cional. 

Si bien es cierto, que la legislación mexicana en mate-
ria educativa ha evolucionado continuamente en pro
de la población -promoviendo las medidas necesarias
para generar las condiciones que permitan el ejercicio
pleno del derecho a la educación, con mayores oportu-
nidades de acceso y permanencia en los servicios edu-
cativos-, también es importante señalar que la Ley Ge-
neral de Educación, como cualquier otra ley, es
perfectible.

El objetivo de la presente iniciativa es reformar el ar-
tículo 40 de la Ley en estudio, con la finalidad de de-
finir de manera apropiada el término de “educación
inicial”, así como sus bases fundamentales. 

Por su importancia, el desarrollo integral de la prime-
ra infancia es considerado por diversos países como la
base del desarrollo humano. En esta etapa es donde
inician y se consolidan los elementos más importantes
de la personalidad de los individuos: capacidad para
aprender; seguridad en sí mismo; confianza en las pro-
pias posibilidades; formas de relacionarse con otras
personas; entre muchas más. 

En este contexto, se llevó a cabo un análisis de dere-
cho comparado de la legislación en materia educativa
de países como: Argentina, Chile, y España, en rela-
ción a cómo establecen la educación inicial en sus or-
denamientos, con el objeto de obtener un parámetro le-
gislativo de la situación actual del país en este nivel
educativo, el cual se expone en el siguiente cuadro:
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Como podemos observar, en el caso de la legislación
de Argentina, Chile y España, se establece de manera
adecuada, amplia y clara, la definición del término
Educación Inicial o su equivalente, acompañada por
una serie de objetivos que rigen este nivel educativo,
lo cual permite su impartición de manera continua y
estructurada. Caso contrario ocurre en la Ley General
de Educación en México que sólo establece en su artí-
culo 40 el propósito de la educación inicial. 

Actualmente, estos Gobiernos buscan construir una
sociedad sana, educada, segura, productiva, equitativa
y con mayor bienestar, a través del establecimiento e
implementación de políticas de desarrollo que conduz-
can a un crecimiento y una distribución igualitaria de
los derechos sociales en su país, como es la promoción
de la educación inicial de forma integral. 

Como parte esencial de este proyecto, se hace alusión
al libro “Desarrollo del Niño en la Primera Infancia:
Una Inversión en el Futuro”, publicado por la Dra.
Mary Eming Young, líder de Desarrollo Infantil en el
Banco Mundial, donde presenta las conclusiones del
Informe del Comité de la Carnegie sobre la satisfac-
ción de las necesidades de los niños pequeños; estudio
Carnegie (1994) que resumimos a continuación:

- El cerebro del niño se desenvuelve más rápida-
mente de lo que nos imaginamos antes de un año. 

- El desarrollo cerebral es más vulnerable a los fac-
tores externos de lo que suponíamos. Las carencias
nutritivas pueden tener graves consecuencias en el
desarrollo neuronal y acarrear desórdenes neuroló-
gicos. 

- El medio que rodea al niño influye de manera per-
manente sobre el desarrollo cerebral. 

- El entorno influye no solamente sobre el número
de neuronas y de sinapsis sino también sobre la ma-
nera en que son enlazadas. Ello está determinado
por las experiencias sensoriales que el niño obtiene
del mundo exterior. 

- El estrés del niño pequeño puede tener conse-
cuencias negativas e irreversibles sobre sus funcio-
nes cerebrales, su desarrollo intelectual y su memo-
ria. Niños que sufren un estrés extremo durante sus
primeros años, corren el peligro después de presen-
tar diversos problemas cognitivos, comportamenta-
les y emocionales.

Ante este contexto, y dado que el marco jurídico na-
cional en materia educativa, sólo contempla de mane-
ra general la naturaleza y alcances de la educación
inicial, es que resulta indispensable la aprobación de
este proyecto de decreto, que pretende otorgar una es-
tructura sólida y las herramientas necesarias para con-
solidar la educación inicial en México. Por lo anterior,
el Estado mexicano debe garantizar una Educación
Inicial de calidad a niños y niñas, ya que este nivel
educativo constituye una pieza fundamental para el
fortalecimiento de los talentos y aptitudes de los edu-
candos. 

Para cumplir con este propósito, la presente iniciativa
propone instituir por ley la Estrategia Nacional de
Educación Inicial como el instrumento del Gobierno
Federal encargado de orientar las acciones de la pri-
mera educación, y en el caso de las entidades federati-
vas, se facultará a los gobiernos locales para que, en
concordancia con la Ley General de Educación, ten-
gan la facultad de establecer su estrategia en la mate-
ria. Estas estrategias se regirán por los siguientes prin-
cipios generales: 

1. Universalidad 

Garantizar desde una perspectiva de derecho el acce-
so, permanencia, cobertura e inclusión de los niños y
las niñas a la educación inicial, a través de acciones ar-
ticuladas con otros sectores sociales vinculados al des-
arrollo educativo. 
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2. Corresponsabilidad, intersectorialidad y articu-
lación 

Consolidar la educación inicial como un propósito in-
tersectorial e intercultural, en el que el sistema educa-
tivo articule las instancias del orden nacional, regional
y local, públicas y privadas. 

3. Calidad e infraestructura 

Garantizar el cumplimiento de requerimientos básicos
para la atención integral de la Educación Inicial. 

En lo que se refiere a los requerimientos básicos, ha-
cemos referencia a infraestructura, dotación de mobi-
liario y material didáctico, talento humano, modelos
pedagógicos y todos aquellos aspectos que tienden a
garantizar una atención integral de calidad.

Bajo esta premisa, es menester que la Educación Ini-
cial ocupe un lugar principal en la agenda legislativa
de esta Cámara de Diputados, por la implicación que
tienen este tema en el bienestar y formación de los me-
nores educandos, así como para el desarrollo del país. 

Ciertamente, el desafío de contar con una mejor im-
partición de este nivel educativo en todo el país con-
siste en la implementación de políticas públicas en la
materia. 

Sin duda, es importante que el Sistema Educativo Na-
cional continúe presentando importantes cambios y
avances que nos puedan ubicar entre los primeros paí-
ses de América Latina que impartan con la mayor ca-
lidad posible este nivel educativo; la Educación Inicial
en México debe ser reconocida y valorada como parte
de todo el proceso educativo, además de una prioridad
para el país. 

Por ello, desde la Cámara de Diputados refrendamos
nuestro compromiso con la sociedad mexicana, reco-
nociendo la importancia de la formación y el desarro-
llo integral de la primera infancia; no olvidemos que
los niños y las niñas son la base más importante de
nuestra sociedad y son vitales para el futuro de Méxi-
co.

Por todo lo antes expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable asamblea, el siguiente proyecto
de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 40 de la Ley General de
Educación, para quedar como sigue: 

Artículo 40. La Educación Inicial es el nivel edu-
cativo que atiende integralmente a niños y niñas,
desde su nacimiento hasta su ingreso a la enseñan-
za básica, favoreciendo de manera sistemática,
oportuna y pertinente su desarrollo físico, cognos-
citivo, psicomotriz, afectivo y social. Incluye orien-
tación a los padres o tutores en su obligación como
primeros educadores. Esta modalidad educativa
será de carácter no obligatorio para los menores
educandos. 

La Secretaría establecerá en la Estrategia Nacional
de Educación Inicial los objetivos generales y espe-
cíficos de aprendizaje, así como un conjunto de ac-
ciones planificadas de carácter nacional, dirigidas
a promover y garantizar el desarrollo de las niñas y
los niños, fomentando una educación tanto cogniti-
va como formativa en valores y principios. 

La Estrategia Nacional de Educación Inicial tendrá
la misma vigencia del Plan Nacional de Desarrollo
y se publicará de manera simultánea con el mismo. 

La autoridad educativa local promoverá este nivel
educativo, con el diseño de su propia Estrategia en
la metería, la cual deberá observar lo establecido
en la presente Ley. 

De manera conjunta la autoridad educativa federal
y la local podrán implementar programas tendien-
tes a fomentar una impartición de calidad en este
nivel educativo. 

La Estrategia Nacional de Educación Inicial garan-
tizará una enseñanza inicial adecuada para las ni-
ñas y niños, a través de los siguientes objetivos:

I. Expandir los servicios de Educación Inicial; 

II. Fomentar y enriquecer los conocimientos y
elementos que constituyan la cultura y la identi-
dad nacional;

III. Atender la desigualdad educativa de origen
social, étnica, cultural, religiosa y física, para fa-
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vorecer una integración plena de todas las niñas
y niños en el sistema educativo; 

IV. Formar actitudes de respeto a los derechos
humanos y aceptación de la diversidad social, ét-
nica, cultural, religiosa y física;

V. Desarrollar el conocimiento del propio cuerpo
y de sus posibilidades de acción, para adquirir
progresivamente una autonomía en sus activida-
des personales, familiares y escolares, asumiendo
conductas de autocuidado; 

VI. Promover sus capacidades y características
personales para la adquisición de su identidad; 

VII. Establecer hábitos de alimentación, higiene
personal, aseo y orden para generar conciencia
sobre el valor y la necesidad de la salud; 

VIII. Favorecer su capacidad motora y el cuida-
do del propio cuerpo, a través de la educación fí-
sica; 

IX. Desarrollar la observación y exploración de
su entorno natural, familiar y social, fomentan-
do el respeto a su entorno y medio ambiente; 

X. Promover actividades lúdicas con valor edu-
cativo para el desarrollo cognitivo, afectivo, éti-
co, motor y social, con la participación de otros
menores y adultos; 

XI. Fomentar su curiosidad, creatividad, habili-
dades y destrezas propias de la edad, así como su
interés y capacidad de aprendizaje; 

XII. Formar actitudes y hábitos que les faciliten
seguir aprendiendo en los siguientes niveles edu-
cativos; 

XIII. Establecer en las niñas y niños la solidari-
dad, confianza, cuidado, amistad y respeto a sí
mismo y a los demás; 

XIV. Desarrollar sus capacidades de expresión,
relación y comunicación de sus necesidades e
ideas, conforme a los valores de respecto y con-
vivencia, por medio de distintos lenguajes, ver-
bal, no verbal y corporal;

XV. Generar su conocimiento, creatividad y re-
creación, por medio de los diferentes lenguajes
artísticos como la música, danza, artes plásticas,
escritura y literatura;

XVI. Propiciar la participación de los padres o
tutores en el proceso educativo, promoviendo la
comunicación y respeto mutuo para mejorar la
calidad de vida de los menores en su entorno; 

XVII. Prevenir y atender necesidades especiales
y dificultades de aprendizaje, y 

XVIII. Las demás que con tal carácter establez-
can esta Ley y otras disposiciones aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. Dentro de un plazo de noventa días conta-
dos a partir de la entrada en vigor de este decreto, el
Ejecutivo federal publicará las modificaciones regla-
mentarias que correspondan. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a los 6 días del mes de noviembre de 2018.

Diputado Héctor Yunes Landa (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO

DEL DIPUTADO FERNANDO LUIS MANZANILLA PRIETO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

El suscrito, diputado Fernando Luis Manzanilla Prie-
to, coordinador del Grupo Parlamentario Encuentro
Social en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 6o., numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto al tenor
del siguiente

Planteamiento del problema

El inicio de un nuevo gobierno constituye un cambio
en la forma de concebir y ejercer las funciones del es-
tado y más aún cuando este cambio nos lleva a una for-
ma totalmente distinta de realizar el ejercicio del po-
der, esto contrario a lo realizado por los gobiernos
anteriores que dejaron un malestar generalizado en las
y los ciudadanos.

La sociedad mexicana se manifestó contundentemente
este 1 de julio al otorgar el triunfo arrasador a nuestro
candidato de la Coalición Juntos Haremos Historia,
con más de 30 millones de votos, representando el
53.19% de las preferencias en las urnas, sumado a la
gran cantidad de espacios en este congreso que repre-
senta la mayoría absoluta en ambas cámaras, además
de las innumerables alcaldías y gubernaturas que este
movimiento alcanzó con la voluntad popular.

Los gobiernos anteriores faltaron al juramento de res-
petar la constitución y las leyes que de ella emanan, así
como desempeñar lealmente sus cargos públicos que
el pueblo les confirió. Por muchos años la sociedad les
demandó un alto a la corrupción desmedida que se vi-
vió en este país y que quedaba sin castigo generando
un sentimiento negativo de impunidad y cinismo por
parte de los gobernantes.

Sin embargo, este cabio tan radical no es obra de al-
guna casualidad o coincidencia inexplicable. Como to-
dos sabemos, los problemas históricos que ha traído el
país a lo largo d los últimos años ha sido sin duda lo

que ha generado este cambio abrumador en la forma
de gobernar.

El triunfo indiscutible del candidato propuesto por la
Coalición Encuentro Social-Morena-Partido del Tra-
bajo, Andrés Manuel López Obrador, significó el har-
tazgo generalizado de la ciudadanía y un mensaje cla-
ro de hacer un auténtico cambio verdadero en un tema
tan escandaloso que marco este sexenio que termina:
La corrupción.

Desafortunadamente en nuestro país, la lealtad de los
servidores públicos no ha sido del todo apegada a las
leyes y desafortunadamente se ha aplicado este fenó-
meno que es reconocido como una de las principales
amenazas a la democracia, pues conspira contra su le-
gitimidad, vulnera el Estado de derecho y afecta el uso
de recursos públicos destinados al cumplimiento de
derechos o del interés colectivo.

Por ello, un acto de corrupción constituye una grave
muestra de deslealtad frente a las reglas que debieran
regir un comportamiento social honesto, pues supone
el aprovechamiento inmoral de lo público para un be-
neficio privado, acción que es aún más nociva cuando
la ejecutan personas que detentan cargos públicos.

A esto se suma un delito que lastima seriamente a la
democracia mexicana: el fraude electoral. Como sabe-
mos, en nuestro país se han construido instituciones
públicas para que el voto ciudadano sea independien-
te, libre y secreto. Sin embargo, como he expuesto, el
grado de corrupción es tan grande que, en muchas oca-
siones, estas instituciones se ven mermadas y coaccio-
nadas por agentes ajenos a la voluntad popular que
buscan el interés particular por encima del interés ge-
neral, sometiendo el voto ciudadano a un resultado
tendencioso y alejado del espíritu democrático.

Otro delito lastimoso para la Nación lo constituye sin
duda el robo de combustible. En la actualidad, el mer-
cado de combustibles mexicano se encuentra en el ca-
mino hacia su total apertura para permitir la participa-
ción de inversionistas privados en toda la
infraestructura, transporte y almacenaje de hidrocar-
buros. En este contexto, este problema toma una ma-
yor dimensión, pues al desarrollarse ya en un mercado
liberalizado, sobrepasa al principal afectado, que solía
ser solo Pemex, pudiendo representar una barrera im-
portante para la participación del sector privado. Este
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delito demeritaría la existencia de nuevos distribuido-
res y la comercialización en el mercado y pondría en
riesgo al mismo proceso de flexibilización y apertura
del sector.

A la par del robo de combustible y que guarda cierta
relación con la misma, lo constituyen los delitos fisca-
les que afectan directamente en los ingresos de la ha-
cienda pública, desestabilizando los ingresos de la Na-
ción y, por lo tanto, atenta contra el desarrollo de
México.

Es por ello que, desde el arranque de esta LXIV Le-
gislatura histórica para la Nación, el Grupo Parlamen-
tario Encuentro Social, comprometido con atender las
principales necesidades que demandan los mexicanos,
presentamos esta iniciativa de reforma constitucional
para sancionar con prisión preventiva oficiosa los de-
litos por hechos de corrupción, en materia de hidro-
carburos, delitos electorales y delitos fiscales que, en
sintonía con los objetivos que ha trazado el Presidente
Electo Andrés Manuel López Obrador, estamos ciertos
será una aportación progresista a nuestro marco cons-
titucional en materia penal y que tendrá un impacto
positivo en pro del combate a la corrupción, el fortale-
cimiento a la democracia, el crecimiento económico y
el respeto irrestricto por los derechos humanos.

Argumentación

La corrupción es una pandemia global que daña el te-
jido social, el crecimiento económico, aumenta la des-
igualdad, vulnera la gobernabilidad y genera el des-
mantelamiento de los propósitos éticos de las
instituciones del Estado. Esta conducta inmoral gene-
ra ilegalidad y, por tanto, crisis social, institucional,
económica y política, lo cual, impide generar resulta-
dos y acciones de gobierno que construyan una rela-
ción cercana, eficiente y transparente con los ciudada-
nos.

La corrupción es un complejo fenómeno multifacto-
rial, social, político y económico, ya que: 

- Vulnera el funcionamiento de la democracia y
agudiza la desigualdad

- Daña la inversión, la productividad y el desarrollo
económico

- Disminuye el bienestar social

- Resta presupuesto a escuelas, hospitales, infraes-
tructura y otros servicios básicos

- Incrementa la inseguridad, y

- Reduce la calidad de los servicios públicos.

Asimismo, este fenómeno impide que se garantice el
Estado de Derecho y el respeto irrestricto de los Dere-
chos Humanos, ocasionando un arraigo de los hechos
de corrupción en cualquier nivel del servicio público y
extracto de la sociedad, ya que, lamentablemente abu-
sar del estatus jerárquico, económico, político o social
se ha vuelto lamentablemente un hábito cotidiano en
nuestra sociedad. 

La Secretaría de la Función Pública establece que la
corrupción consiste en el abuso del poder en cualquie-
ra de sus modalidades para beneficio propio; asimismo
esta Dependencia realiza una clasificación acerca de
los tipos de corrupción de la siguiente manera:1

Corrupción a gran escala: La corrupción a gran esca-
la consiste en actos cometidos en los niveles más altos
del gobierno que involucran la distorsión de políticas
o de funciones centrales del Estado, y que permiten a
los líderes beneficiarse a expensas del bien común.

Actos de corrupción menores: Los actos de corrupción
menores consisten en el abuso cotidiano de poder por
funcionarios públicos de bajo y mediano rango al
interactuar con ciudadanos comunes, quienes a menu-
do intentan acceder a bienes y servicios básicos en ám-
bitos como hospitales, escuelas, departamentos de po-
licía y otros organismos.

Corrupción política: Manipulación de políticas, insti-
tuciones y normas de procedimiento en la asignación
de recursos y financiamiento por parte de los respon-
sables de las decisiones políticas, quienes se abusan de
su posición para conservar su poder, estatus y patri-
monio.

En este sentido, habría que recocer y decirlo con toda
responsabilidad: la corrupción emanada de las estruc-
turas burocráticas, es decir, del servicio público plantó
la semilla para que se detonara este flagelo que tiene
sumido a nuestro país en una crisis sin precedentes. 

Martes 6 de noviembre de 2018 Gaceta Parlamentaria47



Al respecto, António Guterres, secretario general de la
ONU señaló durante la Reunión Conmemorativa del
15º Aniversario de la Aprobación de la Convención de
las Naciones Unidas contra la Corrupción: “…la so-
ciedad no puede funcionar de manera equitativa y efi-
ciente cuando los funcionarios públicos, desde los mé-
dicos hasta la policía, los jueces y los políticos, se
enriquecen en lugar de desempeñar sus funciones con
integridad…”2

Datos de Transparencia Internacional a través de su Ín-
dice de Percepción de la Corrupción 2017 reveló que
nuestro país a pesar de las reformas en materia de co-
rrupción volvió a tener problemas en este rubro, ocu-
pando el lugar 135 de 180 países evaluados, con una
calificación de 29, en una escala que va de 0 a 100,
donde 0 es el país peor evaluado en corrupción y 100
es el mejor evaluado.

Este nivel de corrupción no se explicaría sin la impu-
nidad, otro mal endémico que vulnera el Estado de De-
recho y aumenta la pobreza, y la desigualdad. Es por
ello que, la corrupción al ser un fenómeno sistémico y
multidimensional se debe atacar de raíz con acciones
legislativas urgentes para garantizar un desarrollo in-
tegral y con justicia para los ciudadanos. 

En este contexto, Índice Global de Impunidad del
20173 señala que México se situó en el lugar 66 de 69,
posición que lo coloca entre los países con mayor im-
punidad en el continente. 

Por su parte, la Encuesta Nacional de Calidad e Im-
pacto Gubernamental (ENCIG) 2017,4 señala lo si-
guiente: 

- Costo total por la corrupción en materia de pagos,
trámites o solicitudes de servicios públicos y otros
contactos con autoridades fue de 7 mil 218 millones
de pesos.

Esto equivale a 2 mil 273 pesos promedio por per-
sona afectada, es decir, un incremento de 12.5 por
ciento respecto al 2015, cuando el costo ascendió a
6 mil 418 millones de pesos.

- La corrupción tuvo mayor impacto económico en
el contacto con autoridades de seguridad pública,
con mil 376 millones de pesos, lo que significó un
alza del 37.7 por ciento respecto al 2015.

- Por si fuera poco, la tasa de población que tuvo
contacto con algún servidor público y experimentó
algún acto de corrupción fue de 14 mil 635 por ca-
da 100 mil habitantes a nivel nacional.

En consecuencia, garantizar y generar un gobierno éti-
co, moral e innovador donde los hechos de corrupción
gubernamental sean catalogados como delitos graves,
es decir, que ameriten prisión preventiva de manera
oficiosa, sería un paso contundente para retomar la
confianza y la credibilidad ciudadana, y así, garantizar
el Estado de Derecho y la gobernabilidad democrática
que el país requiere.

En este sentido, otra conducta delictiva que ha genera-
do un daño considerable para el Estado Mexicano lo
constituye sin duda el robo de combustible o como se
le conoce actualmente como el “huachicoleo”. En la
actualidad, a raíz de la reforma energética, el mercado
de combustibles mexicano se encuentra en el camino
hacia su total apertura para permitir la participación de
inversionistas privados en toda la infraestructura,
transporte y almacenaje de hidrocarburos.

En este contexto, el problema del robo de combustible
toma una mayor dimensión, pues al desarrollarse ya en
un mercado liberalizado, sobrepasa al principal afecta-
do, que solía ser solo Pemex, e incluso puede llegar a
representar una barrera importante para la participa-
ción del sector privado.

Así, de manera particular, este delito demeritaría la
existencia de nuevos distribuidores y la comercializa-
ción en el mercado, mientras, de manera general, pon-
dría en riesgo al mismo proceso de flexibilización y
apertura del sector. Esto se debe a que la Delincuencia
Organizada ha desviado parte de sus recursos con ob-
jeto de emplearlos al robo de hidrocarburos a esta ins-
titución, ya que esta actividad reditúa ganancias fáci-
les en comparación con el narcotráfico, lo cual implica
que la violencia que se ha generado en los últimos
años se extienda al robo de combustibles.

El robo de combustible ocurre de dos formas: una es a
través de los ductos de la empresa del Estado y la se-
gunda es mediante el robo de pipas. Para llevar a cabo
esta actividad se requiere de gente capacitada y bien
enterada de la operación de los ductos. El combustible
se surte a diferentes horas y, previo a cada evento, se
pasa agua por el tubo, por lo que se presume la parti-
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cipación de personal especializado, con vínculos con
la delincuencia organizada como informantes clave,
quienes reportan la hora en que pasa el combustible.

Los robos se dan principalmente en zonas cercanas a
refinerías donde el ducto es perforado sin precaución
alguna y luego es conectado a un camión cisterna. Es-
te delito repercute en el medio ambiente y ha ocasio-
nado incendios en diversas ciudades del país. Las lo-
calidades donde el año pasado se encontró el mayor
número de tomas se localizan en Tabasco, Veracruz,
Guanajuato, Puebla y Jalisco. Asimismo, la transpor-
tación la realizan de manera insegura y sin medidas de
seguridad, lo cual también pone en riesgo la vida de
miles de personas que viven en las rutas de tráfico.

De acuerdo con información de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y a pesar de que no se tiene
una cifra exacta, el robo de combustible en México as-
ciende a entre 15 y 20 mil millones de pesos al año,
siendo el 2017 la mayor pérdida con 30 mil millones.5

Este delito representa un auténtico negocio para el cri-
men organizado y representa pérdidas millonarias pa-
ra Pemex, ya que cada hora pierde casi dos millones de
pesos (111.000 dólares) por este delito.

El robo de combustible a Petróleos Mexicanos creció
50 por ciento en el primer semestre de 2018. De enero
a junio, las tomas clandestinas registraron 7,590 pun-
tos de ordeña ilegal, mientras que en el mismo perio-
do del año pasado la cifra se quedó en 5,075, esto de
acuerdo con el reporte de tomas clandestinas de Pe-
mex.6 En su comparación anual, el robo de energéticos
a la empresa productiva del estado creció 33 por cien-
to en su comparación anual durante junio de 2018 con
1,060 puntos.

Estos números nos brindan una idea contundente del
impacto que tiene este delito para las finanzas públicas
del país, sin embargo, sus consecuencias van mucho
más allá.

Además de esto, la afectación directa que ocasiona en
los ingresos tributarios resulta en un impacto negativo
para las finanzas públicas, pues al vender menos litros,
las autoridades recaudan menos, sobre todo en materia
de Impuesto Especial sobre Producción y Servicios
(IEPS). Es así que el robo de combustible es un pro-
blema con múltiples efectos (desde daños a la infraes-
tructura hasta afectaciones ecológicas) que, para resol-

verlo, requiere de una estrategia integral, empezando
por mitigar y coaccionar estas conductas delictivas
desde el ámbito jurídico penal, clasificando estos deli-
tos como acreedores de prisión preventiva oficiosa.

Se han realizado diversas acciones para combatir este
delito, por ejemplo, Pemex comenzó, hace ya algún
tiempo, con la implementación de sistemas para medir
en tiempo real la disminución de presión en sus ductos
y así detectar el robo de combustible, así como con la
instalación de cercos alrededor de su infraestructura;
en tanto, las autoridades incluso han llegado a hacer
uso de la fuerza pública para controlar este tipo de si-
tuaciones.

En el ámbito legislativo, en abril de este año el Sena-
do de la República aprobó un dictamen para aumentar
las penas por el robo y delitos cometidos en materia de
hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos y demás
activos. Sin embargo, estas acciones son insuficientes
sin una medida frontal que detenga inmediatamente el
daño incalculable de estos delitos. Es por ello que, con
la prisión preventiva oficiosa, se evitará que con una
medida cautelar estos delincuentes sigan en libertad y
continuando haciendo estas conductas ilícitas.

Resulta importante recalcar la necesidad de fortalecer
el marco jurídico desde nuestra Carta Magna para
combatir el robo de combustible, pues para poder
atraer una mayor inversión no solo se necesita contar
con ámbito económico sólido, sino también con uno
legislativo. Asimismo, el nuevo sistema de justicia pe-
nal acusatorio nos obliga a nosotros los legisladores a
ser más cuidadosos en presentar adecuaciones legales
en materia penal. Por lo tanto, el artículo a modificar
es la norma idónea que permitirá que estos delincuen-
tes sean sancionados con prisión preventiva oficiosa.

El tercer delito a incluir en este catálogo de delitos y
que tiene estrecha relación con el delito inmediato an-
terior expuesto relativo al detrimento a la hacienda pú-
blica, lo constituyen los delitos fiscales. De acuerdo
con el estudio Evasión Global 2017, elaborado por la
Universidad de las Américas Puebla por encargo del
Servicio de Administración Tributaria,7 si bien en Mé-
xico, la tasa global de la evasión fiscal ha bajado, ya
que de 2005 a 2016 la tasa total pasó de 41.9 por cien-
to a 16.1 por ciento, esta representó un monto de 510
mil 92 millones de pesos en 2016, respecto a los 493
mil 422 millones que significaron en 2005.
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El estudio pondera que la mayor evasiva se da a través
del Impuesto Sobre la Renta (ISR), con 295 mil 797
millones de pesos, seguido del IVA, con 188 mil 589
millones, por el efecto inmediato en la población al
gravar el ingreso y consumo; sin embargo, preocupa el
efecto del robo de combustible en la pérdida recauda-
toria a través de este gravamen, ya que la tasa de eva-
sión por medio del Impuesto Especial Sobre Produc-
ción y Servicios (IEPS) a gasolinas y diésel fue de 2.3
por ciento en 2016,siendo la mayor dentro del IEPS,
con 6 mil 413 millones de pesos.

A esto se suma el hecho de que actualmente, el Servi-
cio de Administración Tributaria identificó a 5,390
contribuyentes que simulan operaciones,8 los cuales se
encuentran publicados en la famosa lista negra del
SAT, que es pública desde el 2014 con la implementa-
ción de la reforma fiscal y se actualiza cada 15 días en
el Diario Oficial de la Federación. Estas empresas fan-
tasmas se evidencian cuando el fisco detecta que un
contribuyente emite comprobantes sin contar con los
activos, personal, infraestructura o capacidad material
para prestar los servicios o producir, comercializar o
entregar los bienes que amparan dichos comprobantes,
o bien, que los causantes no se encuentren localizados,
se presumirá la inexistencia de las operaciones ampa-
radas en tales comprobantes.

Por su parte en marzo de 2016, la Procuraduría Fiscal
de la Federación informó que litiga alrededor de
31,000 millones de pesos como perjuicio ocasionado a
la hacienda pública por la comisión de delitos fiscales,
esto derivado del trámite de aproximadamente 1,800
investigaciones por delitos fiscales y financieros, así
como el seguimiento a poco más de 1,600 procesos pe-
nales ya iniciados.9

La propia institución reconoce que dentro de los ru-
bros a reforzar están aquéllos que fraudulentamente
obtienen ventajas sobre sus competidores, al solicitar
devoluciones indebidas o evadir el pago de impuestos,
mediante el contrabando, así como en la protección del
funcionamiento del sistema financiero de esquemas
delincuenciales.

Sin embargo, esta tarea le corresponde al Poder Legis-
lativo, reforzando y fortaleciendo el andamiaje jurídi-
co fiscal que coadyuve en combatir estas conductas ilí-
citas. Es por ello que una medida legislativa que abone
en contrarrestar este detrimento a la hacienda pública

será sancionar a los delitos fiscales con prisión pre-
ventiva oficiosa. 

Finalmente, el cuarto delito que propongo se incluya
en el catálogo de conductas ilícitas mencionadas por
nuestra Constitución Política que ameritan prisión pre-
ventiva oficiosa, están los delitos electorales. De
acuerdo con la FEPADE, los delitos electorales son
aquellas acciones u omisiones que lesionan o ponen en
peligro el adecuado desarrollo de la función electoral
y atentan contra las características del voto que debe
ser universal, libre, directo, personal, secreto e in-
transferible.10

Los delitos electorales son un instrumento que se in-
corporó al sistema electoral mexicano para sancionar
las conductas más graves que afecten la legalidad de
las elecciones y las garantías universales del voto. La
función de estos radica en que son necesarios para do-
tar de mayores garantías a los procesos electorales y
porque en los sistemas electorales comparados la ma-
yoría de los países contemplan estos delitos para evi-
tar que se cometan conductas graves que vulneren los
principios básicos de la democracia representativa.
Los delitos electorales están directamente vinculados a
las prácticas electorales y, en consecuencia, tutelan el
derecho individual y colectivo de los ciudadanos para
elegir a sus gobernantes.11

Sin embargo, estas figuras jurídicas, a muchos años de
su configuración normativa están pasando por una
fuerte crisis derivada de su falta de efectividad. Ac-
tualmente son mínimas las sanciones efectuadas por
las autoridades responsables, estamos hablando que
pueden ser millones las personas coaccionadas, com-
pradas o amenazadas para votar por un partido políti-
co o candidato, como también que durante los proce-
sos de proselitismo se utilizaron recursos públicos o
programas sociales a cambio del voto.12

Para la Organización Observatorio Nacional Ciudada-
no, el voto es la forma en la que el ciudadano ejerce su
derecho y obligación política en la conformación de la
democracia y la legitimidad de la estructura guberna-
mental. La elección que surge del sufragio determina
el proyecto político a realizar, por lo que la compra o
coacción del voto, el impedimento de su libre ejercicio
o solicitar evidencia de su sentido, son amenazas a es-
te derecho político y parámetros de respuesta institu-
cional.13
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Las acciones que afectan el sufragio universal y libre
repercuten en la calidad del proceso electoral y, por
ende, de la democracia representativa. El ejercicio del
voto indica el nivel de involucramiento del ciudadano
con las decisiones tomadas. Anular o no ejercer el vo-
to es acto de libertad, y hasta de protesta, pero el su-
fragio efectivo promueve la consolidación del plura-
lismo político, el fortalecimiento de la cultura
democrática y la apropiación del espacio público, lo
que permite ponderar la acción política y nivel de con-
vicción ciudadana en el sistema de representación.14

La literatura criminológica sobre fraudes reconoce dos
tipos de perpetradores: accidentales y predatorios.
Quien comete un fraude accidental, normalmente es
una persona que se rige por las normas pero que ante
una presión real o percibida (ya sea económica o per-
sonal) y ante una oportunidad, pueden cometer esta
clase de actos. Tras llevarlos a cabo, trata de justifi-
carlos de manera racional o de idear esquemas para re-
sarcir los daños o explicarse a sí mismos y a los demás
los motivos.

En este sentido, es poco probable que los delitos elec-
torales se encuadren bajo el enfoque de fraudes acci-
dentales, sino que corresponde más a una dinámica
predatoria en la que los sujetos activos están constan-
temente buscando las vulnerabilidades del sistema po-
lítico electoral tanto en términos jurídicos como insti-
tucionales, así como sondeando las oportunidades
habilitadas por el contexto social. A diferencia del be-
neficio económico que se busca al cometer un fraude,
en este caso, ciertos delitos electorales buscan alterar
los resultados electorales lo que deriva tanto en ga-
nancias políticas que, en cierto plazo, se monetizan.

En materia de delitos electorales, la comisión de algu-
nas conductas requiere la colusión entre servidores pú-
blicos, ciudadanos, funcionarios electorales y/o repre-
sentantes de partido para fomentar un mayor grado de
éxito. Por ejemplo, en materia de condicionamiento de
programas sociales a la emisión del voto por algún
candidato se requiere, por un lado, información actua-
lizada del padrón de beneficiarios del programa social
y por otro, sujetos que coaccionen de forma creíble a
los votantes. Otro ejemplo es el turismo electoral. Pa-
ra su ejecución se requiere la identificación de los dis-
tritos donde harían falta votos y de donde provendrían
estos.

Como podemos apreciar, los delitos electorales o co-
mo comúnmente se llama, los fraudes electorales son
actividades que no solo alteran el resultado de una
elección, sino que sus consecuencias para la ciudada-
nía son incalculables y dañan el estado democrático
que caracteriza a las naciones libres. Un país coaccio-
nado por voluntades particulares constituye un serio
problema que debemos atacar de raíz y con toda la vo-
luntad política para perfeccionar nuestro sistema elec-
toral y alcanzar un cambio verdadero.

En México no debemos olvidar los lamentables acon-
tecimientos que han marcado la historia democrática
de México. En 1988 cuando el partido en el poder es-
taba muy desgastado y con el hartazgo social genera-
lizado de un partido que dominaba el país por muchas
décadas, el candidato del Frente Democrático Nacio-
nal Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano se perfilaba para
ser el vencedor de esa elección. Sin embargo, durante
el cómputo de los votos, se reportó una falla en el Sis-
tema que impidió continuar con dicho conteo, mismo
que horas más tarde se reanudaría este cómputo, pero
con el sorpresivo resultado que daba el triunfo al can-
didato del PRI, Carlos Salinas de Gortari, imponién-
dose como ganador de las elecciones presidenciales
con el 48.93 por ciento del voto emitido, contra el
29.94 por ciento de Cárdenas.

Sin embargo, el ejemplo emblemático de un fraude
electoral lo vivimos hace apenas 12 años, cuando el
candidato de la Coalición Por el Bien de Todos, An-
drés Manuel López Obrador, con las preferencias en
todas las encuestas electorales, el día de la elección
obtuvo poco más del 35 por ciento de los votos y tan
solo 0.7 por ciento menos que el supuesto vencedor
Felipe Calderón, un resultado que a todas luces fue po-
pularmente llamado como el fraude electoral del 2006,
esto debido a que se denunciaron irregularidades tanto
en el periodo de campañas políticas como en la elec-
ción, empleando guerra sucia, utilizando a los medios
de comunicación y la coacción del voto, así como de
la intromisión clara por parte del entonces Presidente
de la República, cuestión que incluso fue abiertamen-
te reconocida por el Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación.

A esto se suman las recientes declaraciones del tercer
lugar de esa elección, el ex candidato del PRI Roberto
Madrazo, quien en una entrevista afirmó que “Si el
IFE hubiera tomado la decisión de hacer recuento co-
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mo exigía una parte de la oposición que contendía, ca-
silla por casilla y voto por voto, yo sabía que podía ser
un recuento favorable para López Obrador, pero esa
no era mi lucha”15

Evidentemente estos dos acontecimientos marcaron
profundamente la historia de la democracia mexicana
y sentaron las bases para construir el camino correcto
para alcanzar el auténtico cambio verdadero. El pasa-
do 1 de Julio, se pudo demostrar que el cambio por la
vía pacífica fue posible y los ideales de justicia, igual-
dad y fraternidad que siempre ha predicado Andrés
Manuel López Obrador, serán plasmados en el espíri-
tu constitucional de la Nación.

Esta conducta deplorable como lo es el fraude electo-
ral debe ser sancionada con rigor para así inhibir todas
estas malas experiencias que tanto lastimaron a la so-
ciedad mexicana y que retrasaron la Cuarta Transfor-
mación de la vida pública de la Patria. Al incluir estas
conductas en el catálogo de delitos que ameritan la pri-
sión preventiva oficiosa, estamos iniciando con la nue-
va visión de Estado donde las acciones más lastimosas
para el pueblo sean puestas en un marco especial que
se sancione con prisión preventiva oficiosa.

Nunca más se deben permitir estas injusticias en con-
tra de la voluntad del pueblo. Encuentro Social va de
la mano con la estrategia transformadora del Presiden-
te Electo. Con la aprobación de esta iniciativa estamos
dotando al Estado Mexicano para combatir a estos tres
delitos que lesionan el tejido social, la economía na-
cional y la voluntad popular. Estamos convencidos
que esta propuesta abonara en el fortalecimiento de un
auténtico Estado de Derecho, sin simulaciones y con
herramientas jurídicas sólidas que aporten a materiali-
zar la Cuarta Transformación.

Como coordinador del Grupo Parlamentario Encuen-
tro Social, refirmo mi compromiso con los ciudadanos
de legislar por su bienestar y estoy seguro que para lo-
grarlo hay que iniciar sancionado a la corrupción que
emana de los espacios del poder público; los delitos
fiscales y el robo de hidrocarburos, ya que estos repre-
sentan un costo económico elevado para el pueblo de
México; y el fraude electoral que atenta contra la vo-
luntad del pueblo ya que el voto es libre y secreto.

Tenemos que sumar todas las voluntades de los legis-
ladores para perfeccionar el andamiaje jurídico de Mé-

xico, con el objetivo de llevar a cabo la Cuarta Trans-
formación iniciando con eliminar lo más lastimoso
que ha dañado a nuestro país y generar una nueva for-
ma de vida, con un espíritu moral alto cuyo principal
núcleo sea la familia, en eso no descansaremos dentro
de este Grupo Parlamentario. 

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de
Diputado Federal y Coordinador del Grupo Parlamen-
tario Encuentro Social en la LXIV Legislatura de la
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión,
someto a consideración del pleno de esta soberanía, la
iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 19 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del ar-
tículo 19 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 19. (…)

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la
prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no
sean suficientes para garantizar la comparecencia del
imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación,
la protección de la víctima, de los testigos o de la co-
munidad, así como cuando el imputado esté siendo
procesado o haya sido sentenciado previamente por la
comisión de un delito doloso. El juez ordenará la pri-
sión preventiva, oficiosamente, en los casos de delin-
cuencia organizada, homicidio doloso, violación, se-
cuestro, trata de personas, delitos cometidos con
medios violentos como armas y explosivos, delitos
por hechos de corrupción, en materia de hidrocar-
buros, electorales y fiscales, así como delitos graves
que determine la ley en contra de la seguridad de la na-
ción, el libre desarrollo de la personalidad y de la sa-
lud.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión dentro de los 180
días naturales siguientes a la publicación de este de-
creto en el Diario Oficial de la Federación, deberá ade-
cuar la legislación penal correspondiente a efecto de
dar cumplimiento cabal a estas disposiciones. 

Notas

1 https://www.gob.mx/sfp/documentos/definicion-de-corrupcion

Consultado el 4 de octubre de 2018.

2 https://www.unodc.org/unodc/es/frontpage/2018/May/tackling-

corruption-from-the-top-down-essential—declares-un-chief—

marking-key-global-treaty.html?ref=fs3 Consultado el 4 de octu-

bre de 2018

3 https://www.udlap.mx/cesij/ Consultado el 4 de octubre de 2017.

4

http://www.beta.inegi.org.mx/proyectos/enchogares/regulares/en-

cig/2017/ Consultado el 4 de octubre de 2018.

5 https://www.proceso.com.mx/529381/robo-de-hidrocarburos-
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do-a-5390-empresas-fantasma-20180719-0110.html Consultado el

17 de octubre de 2018.

9 https://www.eleconomista.com.mx/economia/En-litigio-31000-

millones-por-delitos-fiscales-procuraduria-fiscal-20160316-

0053.html

10 http://www.fepade.gob.mx/swb/fepade/Programas Consultado

el 4 de octubre de 2018.

11 http://www.derecho.duad.unam.mx/amicus-

curiae/descargas/amicus14/Los_delitos_electorales_en_mexico.p

df Consultado el 4 de octubre de 2018.

12 Ídem

13 http://onc.org.mx/delitos-electorales/ Consultado el 4 de octu-

bre de 2018.

14 Ídem

15 https://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/roberto-madra-

zo-amlo-gano-eleccion-2006/ Consultado el 4 de octubre de 2018.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputado Fernando Luis Manzanilla Prieto (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 146, 331 Y

334 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y DEROGA LA

FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 13 DE LA LEY DEL SEGURO

SOCIAL, A CARGO DEL DIPUTADO JUAN FRANCISCO RA-
MÍREZ SALCIDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, diputado Juan Francisco Ramírez Sal-
cido, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en la LXIV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a consideración de es-
ta asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 146 y 334, se
adiciona un segundo párrafo y las fracciones I a XI al
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artículo 331 de la ley federal del trabajo; y se deroga
la fracción II del artículo 13 de la ley del seguro social,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En las últimas décadas las trasformaciones globales
han traído consigo una serie de cambios que han im-
pactado directamente la forma en que los gobiernos
hacen frente a las nuevas demandas tanto económicas
como sociales. Estos cambios han demostrado que el
desarrollo social no depende únicamente del creci-
miento económico y de la estabilidad macroeconómi-
ca, sino también de una efectiva política social, es de-
cir, de acciones que implemente el Estado a fin de
garantizar una distribución más equitativa de los bene-
ficios del crecimiento y desarrollo. 

En este sentido, la política social debe entenderse co-
mo una actividad prioritaria para los gobiernos, gene-
rando a través de la seguridad social, las condiciones
necesarias para mejorar la distribución del ingreso y
contrarrestar los efectos sociales de la creciente con-
centración de la riqueza económica, agudizados por
los fenómenos de la globalización.

La seguridad social ha tenido un papel fundamental en
el desarrollo de los estados modernos como instru-
mento para combatir la pobreza y distribuir equitativa-
mente el ingreso, a través de la transferencia de bene-
ficios, ya sea en especie o en dinero, en especial
dirigidos a los grupos menos favorecidos.1

En este orden de ideas, en nuestro país han sido signi-
ficativos los avances que a lo largo del tiempo se han
alcanzado en materia de seguridad social, desde la
Constitución Política de 1857 se dieron los primeros
indicios que otorgaban a la clase trabajadora impor-
tantes derechos, con el paso del tiempo, al promulgar-
se la Constitución Política de 1957 se reivindicaron di-
chos derechos al incorporarse novedosas disposiciones
en beneficio del trabajador como aquellas que con-
templaban las responsabilidades de los patrones en ac-
cidentes de trabajo y enfermedades, así como la obli-
gación de apegarse a la legislación en cuanto a
higiene, seguridad laboral y previsión social. 

A partir de aquel momento nuestro entramado institu-
cional se ha regido bajo el principio de que la clase tra-
bajadora debe gozar de los beneficios de la seguridad

social, sin dejar a ningún trabajador fuera de dicho su-
puesto. 

En México existen importantes instituciones encarga-
das de dotar de seguridad social a la población en ge-
neral; el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS),
fundado en 1943, el cual protege a los trabajadores del
sector privado; el Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE),
creado en 1959, encargado de velar por los trabajado-
res del sector público; y el Instituto de Seguridad So-
cial para las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISSFAM),
dirigido específicamente para dar atención a los traba-
jadores del sector militar; a la lista se suman otras de-
pendencias y organismos públicos, que sin tener la
obligación de otorgar servicios de seguridad social lo
hacen para su población trabajadora y sus familias, tal
es el caso de Petróleos Mexicanos y la Comisión Fe-
deral de Electricidad. 

Derivado de lo anterior, con la intención de proporcio-
nar seguridad social a más de la mitad de la población
que se encontraba desprotegida por las instituciones
antes señaladas, durante 2001-2006 el gobierno fede-
ral, a través de la Secretaria de Salud, implementó el
Programa Nacional de Salud, su propósito sería brin-
dar protección a la población no derechohabiente me-
diante un seguro de salud público y voluntario, dirigi-
do a reducir los gastos médicos de la economía
familiar y fomentar la atención oportuna a la salud.2

Los gastos médicos impactan considerablemente la
economía de las familias de menores ingresos no ase-
guradas, por ello, el Seguro Popular de Salud se con-
sideró un programa innovador de carácter federal, cu-
yo objetivo fundamental se centró en la prestación de
servicios médicos y evitar que éstos fueran cubiertos
mayoritariamente por el gasto familiar. 

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos realizados du-
rante los últimos años aún falta mucho camino por re-
correr, de acuerdo con el informe “Derechos Humanos
y Pobreza” elaborado por la Fundación para la Paz en
Guerrero y la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, actualmente en nuestro país existen aproximada-
mente 68 millones de personas sin acceso a seguridad
social. 

Entre los grupos más afectados encontramos a los
adultos mayores, personas con discapacidad y aque-
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llos que se encuentran laborando sin estar afiliados a
ninguna institución pública como IMSS o ISSSTE. 

Bajo este supuesto encontramos aquellas personas que
desempeñan actividades en el hogar y son remunera-
das; el trabajo doméstico se caracteriza por realizarse
de manera aislada, factor que genera que dichas acti-
vidades se desempeñen de forma desprotegida y vul-
nerable, la Organización internacional del Trabajo
(OIT), indica que una vez empleados se ven inmersos
en relaciones de poder desiguales con los empleadores
y hacen frente a un elevado nivel de aislamiento, mal-
trato, abuso, humillación y discriminación.

Las principales actividades que desempeñan los traba-
jadores domésticos remunerados van desde cuidadores
de personas es casas particulares, jardineros, lavande-
ros, choferes, vigilantes, porteros y cocineros. Datos
de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, se-
ñalan que en nuestro país durante el primer trimestre
2017 existían 2 480 466 personas ocupadas en trabajo
doméstico remunerado, cifra que representa 4.8% del
total de ocupados.3

Con relación a los niveles educativos de la población
ocupada en el trabajo doméstico remunerado, aproxi-
madamente cuatro de cada diez personas tiene algún
grado de secundaria, 32% únicamente concluyo la pri-
maria y 21% no terminó los grados de primaria. Úni-
camente uno de cada diez trabajadores domésticos re-
munerados tiene por lo menos un año cursado en el
nivel media superior. 

Asimismo, los resultados arrojaron que de cada 100
ocupados en dicha actividad 90 son mujeres y una de
las cifras más alarmantes es la que señala que 99 de ca-
da 100 subordinados y/o asalariados en trabajo do-
méstico laboran sin tener algún tipo de contrato por es-
crito, de la misma forma, la mayoría de ellos, 76%
aproximadamente, recibe como ingreso hasta dos sala-
rios mínimos o menos tal como se muestra en la si-
guiente tabla:4

Nivel de ingreso Total
Total 100
Hasta un salario mínimo 34.1
Más de 1 hasta 2 salarios 42.4
Más de 2 hasta 3 salarios 14.5
Más de 3 salarios mínimos 2.8
No especificado 6.2

Derivado de lo antes expuesto, podemos observar que
las condiciones, económicas, educativas y laborales,
colocan a este importante sector de la población eco-
nómicamente activa en un estado de total indefensión
y vulnerabilidad; sobre todo en países en desarrollo
donde son escasas las fuentes de trabajo formal los tra-
bajadores domésticos constituyen un número impor-
tante de la fuerza laboral nacional, sin embargo, se en-
cuentran entre los trabajadores más desprotegidos y
marginados. 

Es importante resaltar que de acuerdo a lo señalado en
el artículo 8° de la Ley Federal del Trabajo, los conve-
nios y recomendaciones internacionales del trabajo
son aplicables a todo tipo de trabajadores, incluidos
los domésticos, por ello resulta fundamental que este
tipo de empleados cuenten con prestaciones básicas de
seguridad social, las cuales tendrán por objeto prote-
gerlos de riesgos, atender necesidades de subsistencia
apremiantes y hacer frente a imprevistos, es lamenta-
ble reconocer que actualmente siete de cada diez tra-
bajadores domésticos no cuentan con prestaciones de
acceso a instituciones de salud. 

En este orden de ideas, en junio de 2011 la Conferen-
cia General de la Organización Internacional del Tra-
bajo, adoptó el Convenio sobre el Trabajo Decente pa-
ra las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos
(Convenio 189), el cual sienta las bases normativas pa-
ra la promoción y protección de los derechos humanos
de millones de trabajadores del hogar, dicho instru-
mento garantiza la protección laboral mínima que de-
ben tener las y los trabajadores domésticos en igualdad
de condiciones con las demás personas trabajadoras.  

Sin embargo, a pesar de los instrumentos jurídicos
existentes es una realidad que las y los trabajadores del
hogar tienen jornadas muy largas, muchas veces sin
horario fijo y sin la obligación por parte del patrón, en-
tendido a lo señalado en el artículo 10 de la Ley Fede-
ral del Trabajo, de pagar horas extras, sin dejar de la-
do que no tiene acceso a licencias de maternidad,
derecho a la pensión, guardería para sus hijos, pago de
incapacidades, entre otros beneficios.

Derivado de lo antes expuesto, en el Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano somos sensibles ante
la problemática a la que se enfrentan cotidianamente
los trabajadores del hogar, sabemos que es nuestra obli-
gación y responsabilidad luchar desde esta trinchera
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por que gocen de los mismos derechos a los que puede
acceder cualquier tipo de trabajador contratado bajo el
esquema formal, por ello someto a consideración de la
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 146 y
334, se adiciona un segundo párrafo y las fraccio-
nes I a XI al artículo 331 de la Ley Federal del Tra-
bajo; y se deroga la fracción II del artículo 13 de la
Ley del Seguro Social

Artículo Primero. Se reforman los artículos 146 y
334, se adiciona un segundo párrafo y las fracciones I
a XI al artículo 331 de la Ley Federal del Trabajo, pa-
ra quedar como a continuación se indican: 

Artículo 146. Los patrones estarán obligados, salvo
expresamente lo contrario, a pagar las aportaciones a
que se refiere el Artículo 136 de esta Ley.

Artículo 331. Trabajadores domésticos son los que
prestan los servicios de aseo, asistencia y demás pro-
pios o inherentes al hogar de una persona o familia.

Se deberá garantizar que los trabajadores domésti-
cos sean informados sobre las condiciones de tra-
bajo de forma adecuada, verificable, congruente y
fácilmente comprensible, y de conformidad a lo que
señala el artículo 21 y 24 de la presente Ley, esta-
bleciendo como mínimo lo siguiente: 

I. El nombre y los apellidos del empleador y del
trabajador y la dirección respectiva;

II. La dirección del lugar o los lugares de traba-
jo habituales;

III. La fecha de inicio del contrato y, cuando és-
te se suscriba para un período específico, su du-
ración;

IV. El tipo de trabajo y actividades por realizar; 

V. La remuneración, el método de cálculo de es-
ta y la periodicidad de los pagos;

VI. Las horas normales de trabajo; 

VII. Las vacaciones anuales pagadas y los perío-
dos de descansos diarios y semanales; 

VIII. El suministro de alimentos y alojamiento,
cuando proceda o según sea el caso; 

IX. El período de prueba, cuando proceda;

X. Las condiciones de repatriación, cuando pro-
ceda; y 

XI. Las condiciones relativas a la terminación de
la relación de trabajo establecidas en el artículo
53 de esta Ley, inclusive todo plazo de preaviso
que han de respetar el trabajador doméstico o el
empleador.

Artículo 334. La retribución del doméstico compren-
de, además del pago en efectivo, los alimentos y la ha-
bitación. Para los efectos de esta Ley, los alimentos y
habitación se estimarán equivalentes al 50% del sala-
rio que se pague en efectivo.

Artículo Segundo. Se deroga la fracción II del artícu-
lo 13 de la Ley del Seguro Social, para quedar como
sigue:

Artículo 13. Voluntariamente podrán ser sujetos de
aseguramiento al régimen obligatorio:

I. Los trabajadores en industrias familiares y los in-
dependientes, como profesionales, comerciantes en
pequeño, artesanos y demás trabajadores no asala-
riados;

II. [se deroga]

III. Los ejidatarios, comuneros, colonos y pequeños
propietarios;

IV. Los patrones personas físicas con trabajadores
asegurados a su servicio, y 

V. Los trabajadores al servicio de las administracio-
nes públicas de la Federación, entidades federativas
y municipios que estén excluidas o no comprendi-
das en otras leyes o decretos como sujetos de segu-
ridad social.

Mediante convenio con el Instituto se establecerán las
modalidades y fechas de incorporación al régimen
obligatorio, de los sujetos de aseguramiento compren-
didos en este artículo.
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Dichos convenios deberán sujetarse al reglamento que
al efecto expida el Ejecutivo federal.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrara? en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Tercero. El Congreso de la Unión deberá adecuar las
leyes correspondientes en la materia, de acuerdo con el
presente decreto.

Cuarto. El Congreso de la Unión deberá armonizar la
normativa interna a fin de cumplir con las obligacio-
nes que ahí se establecen.

Notas

1 Véase, “Hacia un nuevo modelo de seguridad social”. Disponi-

ble en: http://www.scielo.org.mx/pdf/eunam/v7n20/v7n20a1.pdf 

2 Véase, “Qué es el Seguro Popular de Salud”. Disponible en:

http://www.salud.gob.mx/unidades/dgpfs/faq.htm

3 Véase, “Estadísticas a propósito del día internacional del trabajo

doméstico”, Disponible en: http://www.inegi.org.mx/saladepren-

sa/aproposito/2017/domestico2017_Nal.pdf 

4 Ídem

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a los 6 días del mes de noviembre de 2018. 

Diputado Juan Francisco Ramírez Salcido (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 154 Y 162 DE LA LEY DEL

SEGURO SOCIAL, A CARGO DE LA DIPUTADA MIRTHA ILIA-
NA VILLALVAZO AMAYA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

La suscrita, Mirtha Iliana Villalvazo Amaya, diputada
federal del Grupo Parlamentario de Morena, de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman los artículos 154 y 162 de
la Ley del Seguro Social, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

En la actualidad, el sistema de pensiones en México
hace, desde nuestro punto de vista, diferencia entre
hombres y mujeres, ya que al margen de la ley los re-
quisitos que deben cumplir ambos son los mismos, pe-
ro, sus condiciones para lograr un empleo formal,
mantenerlo y gozar de prestaciones son distintas.

Culturalmente las mujeres son quienes abandonan más
fácil sus empleos o toman trabajos que requieran jor-
nadas más cortas para hacerse cargo de diversas res-
ponsabilidades familiares, esto ocasiona que tengan
menos semanas de cotización respecto a los hombres,
impidiendo así, que gocen de las prestaciones que la
ley vigente ofrece como lo es una pensión.

La presente propuesta busca reformar los artículos 154
y 162 de la Ley del Seguro Social para disminuir, en el
caso de las mujeres, la cotización de 1,250 a 1,145 se-
manas, equivalente a 2 años, cantidad que considera-
mos razonable conforme a su esperanza de vida.

Argumentación

De acuerdo con cifras presentadas por el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía Inegi en su Encuesta
Nacional de Ocupación y Empleo ENOE,1 cerca del
60 por ciento de las mujeres se encuentran en el sector
informal, por ello, la tasa de informalidad de las muje-
res es marginalmente mayor que la de los hombres,
asimismo, la mujer presenta mayores dificultades al
intentar introducirse al mercado formal, con un buen
salario donde valoren sus aptitudes como trabajadora y
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estas le sean retribuidas de igual forma que a los hom-
bres, dificultando así alcanzar cotizaciones respecto a
las semanas necesarias para tener un retiro de cesantía
en edad avanzada y vejez, como se observa en la si-
guiente tabla:

Además, las mujeres enfrentan otra desventaja con
respecto a los hombres, ya que perciben salarios más
bajos y en consecuencia sus prestaciones son igual-
mente menores, sin omitir lo complejo que resulta ob-
tener un ascenso, aumento salarial o un puesto de di-
rección en el ámbito que se desempeña.

Asimismo, en el estudio “Cuenta satélite del trabajo no
remunerado de los hogares de México”, 2015 del Inegi2

expone que de forma tradicional las mujeres mexicanas
han jugado un papel preponderante dentro de sus fami-
lias, como ya lo hemos señalado anteriormente, se ha-
cen cargo del cuidado de los hijos y de las tareas del ho-
gar, aportando así el 77.2 por ciento del total del tiempo
que se destinan a dichas actividades, esto, frente al 20.8
por ciento que dedican los hombres, mismas que no son
remuneradas como lo muestra la siguiente tabla:

Otro factor, es que las mujeres tienen una esperanza de
vida hasta cinco años mayor que los hombres, con las
últimas reformas a la Ley del Seguro Social esto se tra-
duce en que la pensión debe dividirse entre más tiem-
po, por lo que si a ambos se les pide el mismo requisito

de las 1,250 semanas, las mujeres se ven afectadas al
momento de querer obtener esta prestación pues en su
cuenta individual, a diferencia de los hombres, ellas ten-
drán menos recursos y menos semanas cotizadas; esto
coincide con el estudio sobre ”Esperanza de vida” que
llevo a cabo el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía Inegi3 donde se observa que los hombres tienden
a vivir hasta los 73 años mientras que las mujeres 78
años, así lo podemos observar en la siguiente gráfica:

En este sentido, consideramos que los legisladores de-
bemos ser sensibles ante la realidad de las trabajadoras
mexicanas, es notable la desigualdad existente entre
hombres y mujeres, tanto en el sector laboral, al inte-
rior de sus hogares, y la esperanza de vida con respec-
to a los varones. Todos estos factores afectan a las tra-
bajadoras en las cotizaciones de su cuenta individual y
a la acumulación de recursos para alcanzar un retiro
digno, por esto, proponemos las siguientes modifica-
ciones a los artículos 154 y 162 de la Ley del Seguro
Social como se muestra a continuación:
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Por las diferencias ya mencionadas y en las condicio-
nes que se enfrentan las trabajadoras mexicanas existe
un riesgo de que no alcancen a cotizar las semanas su-
ficientes para alcanzar un retiro digno y en consecuen-
cia no cuenten con los recursos económicos suficien-
tes para cubrir sus necesidades mínimas después de
años de trabajo.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración del Pleno de la Comisión Permanente la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 154 y 162 de la
Ley del Seguro Social

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo del ar-
tículo 154 y el párrafo primero del artículo 162 de la
Ley del Seguro Social, para quedar como sigue:

Artículo 154. ... 

Para gozar de las prestaciones de este ramo se requie-
re que el asegurado tenga reconocidas ante el Instituto
un mínimo de mil doscientas cincuenta cotizaciones
semanales y la asegurada tenga un mínimo de mil
ciento cuarenta y cinco cotizaciones semanales.

... 

...

Artículo 162. Para tener derecho al goce de las pres-
taciones del seguro de vejez, se requiere que el asegu-
rado haya cumplido sesenta y cinco años de edad y
tenga reconocidas por el Instituto un mínimo de mil
doscientas cincuenta cotizaciones semanales y la ase-
gurada tenga un mínimo de mil ciento cuarenta y
cinco cotizaciones semanales.

...

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Inegi, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo

2 Inegi- cuenta satélite del trabajo no remunerado de los hogares

de México (2015)

3 Inegi. Esperanza de vida al nacimiento/ Sexo y entidad federati-

va, 2010 a 2016.

Palacio Legislativo, a 6 de noviembre de 2018.

Diputada Mirtha Iliana Villalvazo Amaya (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 3-C A LA LEY DE COORDI-
NACIÓN FISCAL, A CARGO DE LA DIPUTADA PATRICIA TE-
RRAZAS BACA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita, diputada Patricia Terrazas Baca, e inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados y demás disposiciones aplicables,
someto a la consideración de esta honorable soberanía,
la presente iniciativa de decreto por el que se adi-
ciona el artículo 3-C a la Ley de Coordinación Fis-
cal, de conformidad con la siguiente:

Exposición de Motivos

Si bien ha sido un objetivo largamente perseguido por
la república,1 consideramos que México aún requiere
avanzar hacia un federalismo y una descentralización
fiscal2 encaminados a preservar el equilibrio de las fi-
nanzas públicas de los tres niveles de gobierno, y a
mejorar el ejercicio, el control y la trazabilidad del
gasto público de cada uno de ellos, aumentando su ca-
lidad, eficiencia, eficacia y efectividad; reforzando la
rendición de cuentas que se debe a la sociedad con res-
pecto de los recursos confiados a las autoridades polí-
ticas y administrativas federales, estatales y municipa-
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les, y cultivando y generando una mayor transparencia
sobre su uso; para que finalmente, esta convicción, re-
percuta en mejores condiciones de vida para los mexi-
canos. 

En sí, el proceso de descentralización fiscal reciente
que se ha impulsado en el país puede dividirse en tres
etapas: “la primera denominada planeación para la es-
tabilidad y unidad territorial (1940-1970), la segunda
para el desarrollo regional (1970-1980) y la tercera, de
desconcentración fiscal (1983-2010)”.3 Esta última se
ha caracterizado por ser una etapa en la cual se ha
ahondado en una descentralización fiscal4 más profun-
da, siendo un vehículo mediante el cual se completó la
transferencia de competencias en materia educativa,
de salud, de seguridad pública y de desarrollo social,
hacia las entidades federativas (EEFF). 

Esta transferencia amplia de responsabilidades se asu-
me “dada la aguda heterogeneidad regional y en aras
de profundizar la descentralización horizontal […] a
efecto de incrementar la equidad del gasto público.
[Por ello] en la década de los noventa cobra mayor im-
pulso y se formaliza el proceso de la descentralización
de los recursos federales”.5

Sin embargo, con el paso del tiempo es evidente que el
pacto fiscal actual, producto de nuestro proceso de
descentralización y fortalecimiento del federalismo
fiscal, ha generado un ciclo perverso de dependencia
de los gobiernos locales, que limita su capacidad de
acción frente a las necesidades reales de su población.

Estos resultados negativos se deben, en parte, a que
una descentralización fiscal efectiva requiere de más
elementos que él solo diseño de un sistema de traslado
de responsabilidades recaudatorias, de gasto y de con-
tratación de deuda. En un contexto así, conflictos y
disputas se presentan y requieren ser afrontados con
rapidez y efectividad. Para ello, la forma en la que se
aborden genera incentivos que afectan a todo el siste-
ma. En este sentido, la falta de canales institucionales
suficientes, fomentan una resolución casuística de las
disputas, que generalmente se resuelven en favor de la
parte que mayor poder político tiene en ese momento.
En nuestro caso, esta ha sido una deficiencia presente6

de manera permanente. 

Efectivamente, la descentralización fiscal y el fortale-
cimiento municipal en México, “se han caracterizado

por ser un proceso limitado, ya que en los hechos no
presenta una correlación directa con el grado de des-
arrollo económico y con el avance democrático del pa-
ís. [En este sentido] el federalismo fiscal mexicano re-
sulta insuficiente porque dada su naturaleza
estructural, ha propiciado relaciones políticas asimé-
tricas, que privilegian las relaciones económico-admi-
nistrativas del gobierno central con los gobiernos sub-
nacionales, limitando con ello el desarrollo de un
auténtico federalismo”.7

Estas fallas inherentes al diseño político, institucional
y administrativo del proceso de descentralización fis-
cal que se ha implementado en el país han venido pro-
vocando, con el tiempo, costos agregados para toda la
Federación. En efecto, como puede observarse en
nuestro caso, un proceso de este tipo, mal desarrolla-
do, puede ocasionar consecuencias indeseables, arras-
trando a un país al desequilibrio macroeconómico,
exacerbando las diferencias y conflictos entre sus re-
giones y entidades, o reduciendo la calidad y cantidad
de los servicios públicos.8

Adicionalmente, entre los riesgos que entraña un pro-
ceso de descentralización fiscal, se encuentra a la pre-
sión que puede imponer en el balance fiscal nacional9

—y evidentemente, en el de cada ente subnacional—
la dependencia de una fuente común de recursos pú-
blicos. Las administraciones locales, en este contexto,
pueden ser incapaces de dimensionar el peso real de su
gasto, toda vez que la mayor parte de éste es financia-
do con recursos que son transferidos por la autoridad
central o que son derivados de los ingresos comparti-
dos, generados en otras regiones.10 Este comporta-
miento, en consecuencia, puede conducir a un gasto
excesivo e insostenible, a un menor esfuerzo recauda-
torio por parte de las entidades y, por ende, al incre-
mento del déficit subnacional.11 En este sentido, el go-
bierno central puede verse incapacitado para imponer
medidas presupuestarias más estrictas a las adminis-
traciones locales, que puedan ser sostenibles.12

Por otro lado, las entidades subnacionales, en conse-
cuencia, pueden esperar que el gobierno central, ante
una situación de este tipo, acuda a su rescate, con
transferencias extraordinarias. Sin embargo, dicha si-
tuación las llevaría a relajar aún más su disciplina fi-
nanciera, a un mayor deterioro del balance fiscal13 y
en última instancia, a una mayor dependencia política.
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Se ha mencionado que el sistema de descentraliza-
ción fiscal en México se ha materializado en un sis-
tema de gasto público trasladado por la Federación
hacia las EEFF, mediante el gasto federalizado. En
este sentido, es importante hacer notar que si bien el
gasto subnacional, que es sostenido con transferen-
cias federales, puede complementar—aunque no sus-
tituir—al gasto ejercido directamente desde el cen-
tro,14 asimismo puede provocar un círculo vicioso,
consistente en una mayor dependencia de las transfe-
rencias, que ocasione un déficit aún mayor en las
cuentas del gobierno subnacional, que a su vez nece-
site ser cerrado con mayores transferencias15 o con
deuda. Esta dinámica negativa se agrava, usualmen-
te, si el uso del endeudamiento se destina a gasto no
productivo, como pudo observarse recientemente en
el país. 

Por el contrario, si los gobiernos subnacionales son ca-
paces de financiar gran parte de su gasto con sus pro-
pios ingresos – ingresos de libre disposición, en el ca-
so de las EEFF y sus municipios16– tienen mayores
incentivos para comportarse con disciplina financiera
y con responsabilidad hacendaria.17

Adicionalmente, una inadecuada descentralización fis-
cal, sin una clara división de atribuciones, competen-
cias y jurisdicciones, puede generar duplicidades de
funciones, procesos y acciones administrativas, debido
a la concurrencia de facultades entre el gobierno cen-
tral y los gobiernos subnacionales. Como consecuen-
cia, se pueden presentar redundancias en el gasto pú-
blico agregado, sin que se traduzcan en mayores y
mejores impactos de su uso, impidiendo la generación
de las economías de escala,18 disminuyendo así el va-
lor del dinero público. 

No es extraño, sin embargo, encontrar la materializa-
ción de estos riesgos, en nuestra realidad. 

En consecuencia, entre los años 2013 y 2015, esa so-
beranía discutió y aprobó, en conjunto con el Senado
de la República, el Decreto por el que se Reforman y
Adicionan Diversas Disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas
y los Municipios; reforma avalada por las Legislaturas
locales y publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción (DOF) el 25 de mayo de 2015. Asimismo, como
efecto de ésta, el honorable Congreso de la Unión

aprobó la Ley de Disciplina Financiera de las Entida-
des Federativas y los Municipios (LDF).19

Uno de los objetivos principales de la reforma y de la
LDF fue “asegurar un manejo sostenible de las finan-
zas públicas de los estados, el Distrito Federal y los
municipios de la república. En este sentido, se propo-
nen principios generales en materia presupuestaria, de
endeudamiento, transparencia, monitoreo y rendición
de cuentas del uso de los ingresos y del ejercicio del
gasto públicos de las entidades federativas y de los
municipios, reconociendo la diferencia en el manejo
de sus finanzas públicas y en el grado de desarrollo
institucional de dichos órdenes de gobierno”.20

La oportunidad de generar un marco normativo en la
materia obedecía, como bien lo expresa el dictamen
referido, a que existía “la necesidad de emprender una
reforma que no sólo se centre en el uso y destino de las
obligaciones y empréstitos como mecanismo para fi-
nanciar el desarrollo como último fin, sino en el esta-
blecimiento de principios, criterios y normas que con-
duzcan a un ejercicio responsable, equilibrado y
eficiente de los recursos públicos que recaudan las en-
tidades federativas y los municipios”.21

Asimismo, se destacaba que dicha reforma se genera-
ba “a partir del intenso análisis que el Congreso llevó
a cabo a los distintos problemas financieros que pre-
sentaban las entidades federativas, y donde quedó de
manifiesto el problema de la deuda de este nivel de go-
bierno”;22 en parte ocasionado por el “crecimiento co-
tidiano de la población, que cada vez demanda mayo-
res y mejores servicios, [lo cual había] ocasionado que
los recursos que recauda y distribuye el gobierno fe-
deral y los que generan los Estados y los Municipios,
no resulten suficientes para atender sus necesida-
des”.23 El problema radicaba “en que, en los últimos
años, algunos de los estados y los municipios han abu-
sado de ese medio de financiamiento, acompañado de
la falta de normas que pongan límites, y que obliguen
a la transparencia y rendición de cuentas”24 y que,
“[en] suma, existe una diversidad de factores estructu-
rales y coyunturales que explican la necesidad de fi-
nanciamiento creciente por parte de los gobiernos es-
tatales y municipales para hacer frente a sus
obligaciones, mismas que se han visto afectadas por
las crisis económicas, lo que ha conducido a convertir
el endeudamiento local en un problema [por lo que en]
este contexto, el Congreso de la Unión tuvo la oportu-
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nidad de proponer una solución a la problemática del
endeudamiento acelerado de los gobiernos estatales, la
cual requiere de una reforma de las finanzas públicas
y del federalismo hacendario, que transformen las cau-
sas primarias que dan origen a la problemática que se
está enfrentando.”25

Fue por ello que, en dicho momento y en consecuen-
cia, se coincidió en “la necesidad de asegurar un ma-
nejo sostenible de las finanzas públicas de los esta-
dos, el Distrito Federal y los municipios de la
república, por lo que se considera adecuado incluir
en el texto normativo que reglamenta la reforma
constitucional, los principios generales en materia
presupuestaria, de endeudamiento, transparencia,
monitoreo y rendición de cuentas del uso de los in-
gresos y del ejercicio del gasto públicos de las enti-
dades federativas y de los municipios, reconociendo
la diferencia en el manejo de sus finanzas públicas y
en el grado de desarrollo institucional de dichos ór-
denes de gobierno”.26

A pesar de ello, un proceso tan profundo de internali-
zación de la responsabilidad hacendaria en los niveles
subnacionales de gobierno, como la planteó desde su
origen la LDF, requieren de un periodo de tiempo su-
ficiente para surtir los efectos permanentes y sosteni-
bles que se pretenden. Sin embargo, las necesidades fi-
nancieras de las EEFF y sus municipios, envueltas en
el círculo vicioso descrito anteriormente, siguen mani-
festándose en cada ejercicio fiscal.

A la luz del diagnóstico compartido entre el Ejecutivo
y el Legislativo Federal a propósito de la LDF, es cla-
ro que las fórmulas y montos actuales de transferen-
cias del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal
(SNCF), contenidas en la LCF—en particular las asig-
nadas a través de los ramos generales 28 Participacio-
nes a Entidades Federativas y Municipios (Ramo 28) y
33 Aportaciones Federales para Entidades Federativas
y Municipios (Ramo 33), del Presupuesto de Egresos
de la Federación (PEF)—han sido insuficientes, ade-
más de promover un reparto discrecional e inequitati-
vo. Aunado a lo anterior, el cambio de la fórmula de
distribución del Fondo General de Participaciones
(FGP) realizado en 200725 tuvo un efecto negativo
para diversas EEFF;27 convirtiendo la coordinación
fiscal, cada vez en mayor medida, en una subordina-
ción fiscal. 

A partir de entonces, de acuerdo con cifras de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), 14 es-
tados han participado menos del FGP;8 es decir, aun-
que reciben más recursos en términos absolutos que en
el año anterior, su peso en la repartición del Fondo va
siendo menor.

Adicionalmente, el ritmo de crecimiento del FGP no
ha sido el esperado, a partir de entonces. Antes de la
reforma a la LCF de 2007, el FGP29 creció a un ritmo
de 4.7 por ciento real y, a partir de entonces (2008) y
hasta el cierre del ejercicio fiscal 2016, fue solamente
al 1.7 por ciento real. 

De tal forma, considerando los retos que implica la
construcción de un verdadero sistema de federalismo
fiscal, mediante el cual se implemente un proceso
efectivo de descentralización fiscal que minimice sus
riesgos, y que al mismo tiempo sea equitativo, cierto y
suficiente, se tiene como urgente dar los pasos necesa-
rios para nivelar el desbalance existente, actualmente,
en las haciendas públicas locales. 

Sin bien, la promulgación de la citada LDF ha sido un
paso relevante hacia ese objetivo, gracias a los princi-
pios y reglas de disciplina financiera que establece y al
orden y control que procura en los balances fiscales y
en los niveles de endeudamiento de las EEFF y sus
municipios, debe irse más allá. 

Contenido de la reforma

La presente iniciativa recoge los principales plantea-
mientos formulados por los funcionarios fiscales fede-
rales y estatales en el marco del SNCF; de aquéllos de-
rivados del diálogo entre el gobierno federal, los
estados, sus municipios y la Ciudad de México
(CDMX), y de la Comisión Permanente de Funciona-
rios Fiscales (CPFF), para la creación de un Fondo pa-
ra la Participación del Impuesto al Valor Agregado
trasladado a las Entidades Federativas y los Munici-
pios (FIVA), mediante el cual, las EEFF adheridas al
SNCF y sus municipios participen, al 100 por ciento
de la recaudación que la Federación obtenga del im-
puesto al valor agregado (IVA) que éstas efectivamen-
te paguen a los contribuyentes que les trasladen dicho
impuesto, por la adquisición de bienes, la contratación
de servicios independientes o el uso o goce temporal
de bienes, que realicen. 
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Por tanto, la presente iniciativa, que se somete a con-
sideración de esta soberanía, se basa principalmente
en tres objetivos: 

[ 1 ] Generar una fuente de ingreso cierta, recurren-
te, sostenible y complementaria, para procurar una
mejora en el Balance Presupuestario de Recursos
Disponibles (BPRD) de las EEFF y sus municipios; 

[ 2 ] Procurar la viabilidad del FIVA, mediante un
planteamiento que genere beneficios tanto a las
EEFF y sus municipios, como a la Federación, al
tiempo que no genere costos para su implementa-
ción, y 

[ 3 ] Fomentar una mayor formalidad y recaudación
del IVA, que redunde en una mayor y mejor recau-
dación del impuesto, a través de los incentivos que
se trasladan a las EEFF y sus municipios, con la
creación del Fondo.

Efecto positivo del Fondo ISR

El antecedente más relevante para la presente iniciati-
va es la reforma al artículo 3-B de la LCF,30 mediante
la cual se hizo participable a las EEFF y sus munici-
pios una parte del Impuesto sobre la Renta (ISR), a tra-
vés del Fondo ISR.31

Este cambio, que fue uno de los componentes de la re-
forma hacendaria de 2013,32, 33 estuvo encuadrado en
el apartado del fortalecimiento del federalismo mexi-
cano.34

En particular, la iniciativa presentada por el Ejecutivo
federal proponía que para el cálculo de la Recaudación
Federal Participable (RFP) no se incluyera al ISR gra-
vado “por los trabajadores de la Federación, de las en-
tidades federativas y de los municipios”, toda vez “que
las entidades recibirán en su totalidad el mencionado
impuesto causado por los empleados de los gobiernos
subnacionales, siempre y cuando el salario sea efecti-
vamente pagado por los entes mencionados”. La pro-
puesta atendía “a la petición de las entidades federati-
vas, formulada a través de la Comisión Permanente de
Funcionarios Fiscales, en el sentido de que dicho gra-
vamen sea cien por ciento participable a las propias
entidades federativas, en los montos que correspondan
a los servidores públicos estatales y municipales”.35

En suma, el punto central de la reforma al artículo 3-B
de la LCF fue que las “entidades adheridas al Sistema
Nacional de Coordinación Fiscal, [participaran] al 100
por ciento de la recaudación que se obtenga del im-
puesto sobre la renta que efectivamente se entere a la
Federación correspondiente a los funcionarios y em-
pleados que presten sus servicios en la entidad federa-
tiva, municipio u organismos de que se trate, siempre
que el salario sea efectivamente pagado por los entes
mencionados”.36

La medida, que entró en vigor el 1 de enero de 2015
ha tenido un efecto positivo importante en los tres
años que lleva ejecutándose, tanto para la Federación
como para las EEFF y sus municipios. 

En el caso de la Federación, debido a que a raíz de la
Reforma Hacendaria de 2013 y en parte por la modifi-
cación al artículo 3-B de la LCF, la recaudación del
ISR ha evolucionado al alza en los últimos años. En
particular, ha pasado de significar un 5.6 por ciento del
PIB en 201337 al 8.6 por ciento observado en 2017.38

Por lo que corresponde a las EEFF, al cierre del ejer-
cicio fiscal pasado, el monto total acumulado que se
les ha participado desde 2015, a partir de la entrada en
vigor de la reforma, fue de 144 mil millones de pesos
(mmdp). Considerando esta cifra, si estimamos un
promedio anual para cada entidad, se tendría que cada
una ha recibido 1 mil 500 millones de pesos (mdp), ca-
da año. Este monto promedio anual es significativo,
pues es mayor al déficit anual del BPRD, que en pro-
medio presentan los 31 estados y la Ciudad de Méxi-
co. 

Asimismo, los 144 mmdp distribuidos por el Fondo
ISR entre 2015 y 2017, equivalen en promedio anual,
al 5.9 por ciento de los Ingresos de Libre Disposición
(ILD) de las EEFF. Este porcentaje es superior al Te-
cho de Financiamiento Neto anual (5 por ciento ILD)
que otorga la LDF a las entidades que están en un ni-
vel de endeudamiento En Observación; es decir, las
que tienen un color amarillo en el semáforo del Siste-
ma de Alertas (SdA) de la SHCP. 

Por tanto, la participación del ISR en estos tres años,
en promedio anual, ha sido equivalente al tamaño del
déficit que observa una entidad con un nivel de en-
deudamiento medio. De ahí, su relevancia. 
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Relevancia del Fondo ISR39

Con el paso del tiempo, las EEFF—incluyendo a sus
organismos y municipios—han sido cada vez más efi-
caces en el proceso de retención, timbrado, declara-
ción y pago del ISR, sobre sus nóminas. Por tal razón,
el Fondo ISR ha ido creciendo año con año, desde su
implementación.

En consecuencia, el Fondo, cada año, ha representado
un mayor porcentaje de los ILD de las EEFF. De igual
manera, para el presente ejercicio fiscal 2018, la
SHCP ha estimado un crecimiento del 18 por ciento
real para el Fondo ISR, con respecto de lo programa-
do en 2017.40

Más aún, además de la repercusión positiva que ha te-
nido el Fondo ISR en las haciendas locales, su aplica-
ción también ha permitido, entre otros efectos: 

[ 1 ] Incentivar que los gobiernos estatales tengan
un mayor control sobre las nóminas de su Sector
Central y organismos. 

[ 2 ] Profesionalizar las haciendas locales en el pro-
ceso de retención y pago del ISR. 

Mecánica del Fondo ISR 

Para entender el funcionamiento del Fondo ISR hay
que recordar que la LCF establece en su artículo 3-B,
que las EEFF adheridas al SNFC participan al 100 por
ciento de la recaudación que se obtiene del impuesto
que efectivamente se entera a la Federación. 

En este sentido, el ISR participable a las EEFF es el
que corresponde al salario de su personal. En otras pa-
labras, es el impuesto derivado de las prestaciones que
reciben quienes presten o desempeñen un servicio per-
sonal subordinado en las dependencias de la EEFF, del
municipio, así como en sus respectivos organismos au-
tónomos y entidades paraestatales y paramunicipales.
Cabe destacar que, además de estar adheridas al
SNCF, para recibir los recursos del Fondo ISR, las
EEFF deben cumplir con dos condiciones adicionales: 

[ 1 ] Que el salario sea efectivamente pagado por los
Entes Públicos locales, con cargo a sus participa-
ciones u otros ingresos locales—y en este sentido,
debidamente timbradas las nóminas, retenido el im-

puesto, declarado al Servicio de Administración
Tributaria (SAT) y enterado a la Federación, y 

[ 2 ] Que las entidades enteren a la Federación,
igualmente, el 100 por ciento de la retención del
ISR correspondiente a los ingresos por salarios que
paguen con cargo a recursos federales. 

Finalmente, entre algunos de los incentivos positivos,
generados por la reforma al 3-B de la LCF, podríamos
se destacan los siguientes: 

[ 1 ] Fomenta mayor formalidad laboral por parte de
los gobiernos locales. 

[ 2 ] Genera más control y mejor conocimiento de
las nóminas estatales, tanto del sector central como
de los Organismos Públicos Descentralizados. 

[ 3 ] Fortalece las tareas de timbrado, retención y
pago de impuestos al SAT. 

En este sentido, la creación de un FIVA similar al Fon-
do ISR replica un mecanismo cuya eficacia ya ha sido
probada, tanto en favor de la Federación, como de las
EEFF y sus municipios. 

Fundamento y viabilidad del FIVA

A diferencia del crecimiento observado en la recauda-
ción del ISR en los últimos años,41 el comportamiento
del IVA, a raíz de la reforma hacendaria de 2013, no
ha sido tan positivo. Incluso, y a pesar de la homolo-
gación del impuesto en la frontera, así como de la eli-
minación de diversas exenciones, hasta 2015 no se ha-
bía identificado un impacto positivo en su
recaudación. Si bien ésta aumentó 0.4 por ciento del
PIB en 2014—con la entrada en vigor la Reforma Ha-
cendaria de 2013—, la recaudación solamente alcanzó
el 3.9 por ciento del PIB; cifra prácticamente idéntica
al 3.8 por ciento de 2010.42

De tal manera, es posible que al igual que en el caso
del ISR, una participación más relevante por parte de
las EEFF y sus municipios, puedan estimular la recau-
dación del IVA. Así, al mismo tiempo que se promue-
ve un fortalecimiento de los ILD de los gobiernos sub-
nacionales, se podría reforzar el espíritu de la reforma
hacendaria de 2013, al promover los “cambios que
simplifiquen el pago de impuestos y que fomenten la
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legalidad para reducir la evasión fiscal, desde una rein-
geniería del gasto en donde existan mayores controles
y mayor transparencia en el uso de recursos con el fin
de que el contribuyente sienta que realmente los im-
puestos son usados en su beneficio, hasta cambios en
el sistema legal, en donde el castigo a los evasores sea
más latente y perceptible, y, por ende, la tentación pa-
ra evadir sea menor”.43

Adicionalmente, es preciso reconocer que los recursos
derivados del Fondo ISR han sido relevantes para las
EEFF y sus municipios, para enfrentar las presiones de
gasto que son una constante, y para atacar los déficits
estructurales observados en sus BPRD. A pesar de
ello, las EEFF han tenido que recurrir a diversos me-
canismos de financiamiento para mejorar sus metas de
balance fiscal de libre disposición, al cierre de cada
ejercicio fiscal, debido a las deficiencias que presenta
el modelo de federalismo fiscal actual.

Como muestra, se destaca que solo para el cierre del
ejercicio fiscal 2016, las EEFF y sus municipios con-
trataron poco menos que 20 mil mdp de créditos de
corto plazo.44 En este sentido, considerando que estos
mecanismos generan costos financieros adicionales, se
restringe aún más la disponibilidad de los recursos de-
rivados de ILD que disponen las entidades, ajustando
de forma adicional al balance. 

Por ello, considerando la relevancia y efectos positi-
vos del Fondo ISR y la necesidad de fuentes de ingre-
sos más amplias para los estados, se hace el plantea-
miento de generar un mecanismo similar, con la
creación del FIVA. 

Mediante este Fondo, se participaría a las EEFF del
100 por ciento del impuesto al valor agregado que pa-
guen. Es decir, todo el IVA que les es trasladado a las
mismas—y pagados por ellas—, incluyendo a sus
municipios, por los contribuyentes con los que reali-
cen adquisiciones de bienes, o contrataciones de ser-
vicios independientes o del uso o goce temporal de
bienes. 

Esta propuesta está fundamentada en la generación de
incentivos para mejorar la recaudación del impuesto,
por un lado y, por el otro, para aliviar un poco más a
las finanzas públicas locales. Asimismo, se considera
como una propuesta viable, pues reduce solo margi-
nalmente los ingresos del gobierno federal por el con-

cepto de dicho impuesto, y no implica costos adicio-
nales para su implementación, o de operación. 

En este sentido, se estima que la suma que en su caso
participaría la Federación a las EEFF mediante el FI-
VA, sería equivalente a sólo el 3 por ciento de la re-
caudación esperada por concepto del impuesto, para el
ejercicio fiscal 2018. Esto corresponde, apenas, al 0.79
por ciento de los ingresos totales del gobierno federal
aprobados en la Ley de Ingresos de la Federación pa-
ra el ejercicio fiscal 2018. 

Impacto positivo del FIVA, para EEFF y munici-
pios

Evidentemente, se espera que el planteamiento tenga
un impacto positivo significativo en las haciendas lo-
cales. De acuerdo con las estimaciones que se han re-
alizado para la propuesta, se transferirían más de 27
mil mdp a los gobiernos estatales y municipales, en to-
tal, en un año. 

De tal manera, los recursos que el FIVA transferiría a
las EEFF y los municipios, serían suficientes, en pro-
medio, para pagar uno de cada cinco pesos ejercidos a
través de los capítulos 2000 y 3000, por parte de EEFF
y sus municipios. Asimismo, los 27.4 mil mdp que val-
dría el FIVA, representarían poco más del 50 por cien-
to de los recursos que, en promedio anual, se han de-
vuelto a las EEFF vía el Fondo ISR, desde 2015. 

Por otro lado, debe señalarse que los sectores centrales
de las EEFF destinan el 16 por ciento de sus ILD al pa-
go de adquisiciones, mediante los capítulos 2000 y
3000, que son las compras que generan IVA. Asimis-
mo, el promedio anual observado del Fondo ISR, par-
ticipado a las EEFF desde 2015 y hasta el cierre de
2017, equivale al 5.9 por ciento de sus ILD. Por tanto,
el 18.5 por ciento de los recursos destinados exclusi-
vamente por los sectores centrales de las 32 EEFF, en
las compras realizadas por las mismas durante 2016,
se pudieron haber pagado con los recursos que hubie-
se distribuido el FIVA. 

De tal forma, el Fondo podría constituirse en una fuen-
te estable de financiamiento para las EEFF, que susti-
tuiría de manera amplia a la contratación de créditos
de corto plazo. Con ello, se generarían ahorros asocia-
dos a los costos financieros de créditos de corto plazo,
los cuales son utilizados para cubrir gasto corriente, y
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que, por su naturaleza, implican un mayor pago de in-
tereses y comisiones. 

Adicionalmente, con la generación del FIVA, se po-
dría esperar que la dependencia que se tiene de este ti-
po de financiamiento de corto plazo, que es muy cos-
toso tanto para los estados como para los municipios,
disminuya. Se mencionaba previamente que el total de
créditos de corto plazo contratados en 2016 por las
EEFF, para cubrir presiones de cierre, de acuerdo con
los datos de la SHCP, fue de casi 20 mil mdp. En con-
creto, fueron 19.7 mil mdp. Este monto representa al
72 por ciento de la suma que hubiese distribuido el FI-
VA en dicho año; la cual es, como se ha mencionado
antes, de 27.4 mil mdp. 

Este efecto directo entre los recursos del FIVA y la
contratación de créditos de corto plazo es evidente. In-
clusive, observando las cifras se desprende que una de
cada cuatro EEFF no hubiese requerido contratar un
corto plazo en 2016, de haber estado en vigor el FIVA.

Sin embargo, prácticamente, la mitad de las EEFF re-
currieron a créditos de corto plazo en 2016, para cubrir
presiones de gasto corriente que no contaban con una
fuente de pago presupuestaria. 

De hecho, de las 14 EEFF que se encontraron en dicho
supuesto, ocho contrataron cortos plazos por un monto
muy cercano a la asignación estimada que les hubiese
correspondido con la participación del IVA pagado. 

Dispersión estimada del FIVA por EEFF y municipios 

De acuerdo con las estimaciones realizadas, de los 27.4
mil mdp que hubiesen correspondido al FIVA de acuerdo
con el gasto observado de 2016, 15.2 mil mdp corres-
ponderían a las EEFF y 12.2 mil mdp, a los municipios. 

En este sentido, se destaca que diez EEFF recibirían
más de 1 mil mdp e, incluso, tres de ellas—Ciudad de
México, estado de México y Puebla—rebasarían un
monto de 2 mil mdp (ver Tabla 1). Por otro lado, once
EEFF se ubicarían en un rango entre 1,000 y 500 mdp.
Por último, las once EEFF restantes se ubicarían en un
rango entre 150 y 500 mdp. 

Beneficios agregados no monetarios del FIVA

Más allá del efecto positivo que tendría el FIVA en las
haciendas locales, el Fondo generaría también benefi-
cios no monetarios, agregados, orientados hacia mejo-
res prácticas de gestión pública y de formalidad. 

Junto con el Fondo ISR, el FIVA sumaría en una estrate-
gia de transferencias federales eficientes, que disminuyan
los desbalances verticales y horizontales, persistentes en
el federalismo fiscal en México. Sería, por tanto, un paso
más hacia el robustecimiento de un sistema de descentra-
lización fiscal eficiente, que genera incentivos en los tres
niveles de gobierno, para alcanzar un mayor orden en la
tributación no petrolera, con más equidad y certeza y, en
consecuencia, menos discrecionalidad e incertidumbre. 
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En la Tabla 2 se refieren algunos de los beneficios
agregados no monetarios de ambos Fondos, bajo la
perspectiva de cinco criterios propios: 

[ 1 ] Generar transferencias federales con criterios
objetivos. 

[ 2 ] Fomentar mayor control del gasto estatal.

[ 3 ] Promover mejores prácticas en el uso de los re-
cursos públicos.

[ 4 ] Implementar medidas con viabilidad operativa. 

[ 5 ] Promover la cooperación federal y estatal para
la fiscalización. 

Propuesta de reforma a la LCF para crear el FIVA

Para materializar la creación del FIVA se requiere adi-
cionar un artículo 3-C a la Ley de Coordinación Fis-
cal.

Adicionalmente, hay dos elementos relevantes que se
deben considerar: (1) la integración de la Recaudación
Federal Participable (RFP), a raíz de este cambio, y (2)
que la implementación de esta medida no tendría cos-
tos adicionales para EEFF y Municipios.

Con respecto del primer punto, se considera que la in-
tegración de la RFP a partir de esta modificación a la
LCF debe realizarse si, de acuerdo con lo establecido
en el párrafo segundo del artículo 2 de la LCF, los re-
cursos participados a las EEFF y sus municipios a tra-
vés del FIVA, se encuentran dentro del supuesto de de-
voluciones que en el mismo se señala, para evitar una
duplicación en la distribución de estos recursos. 

Por otro lado, se considera que la implementación del
FIVA no tendría un costo operativo para el gobierno
federal, como tampoco para las EEFF y sus munici-
pios—lo que permitiría el aprovechamiento total de
los recursos participados—toda vez que la acredita-
ción del pago efectivo del impuesto se efectuaría me-
diante las facturas que emitan los contribuyentes a las
EEFF y a los municipios, de acuerdo con las disposi-
ciones que determina el SAT para ello. Adicionalmen-
te, en virtud de que el registro y vinculación de cada
factura a un RFC específico, es un proceso que el SAT
ya ha sistematizado, en automático, la autoridad tribu-

taria tendrá la información necesaria para determinar
el monto total de IVA que un estado ha pagado, duran-
te el mes y el ejercicio fiscal correspondiente. 

Asimismo, debe mencionarse que la propuesta presen-
tada a través de la presente iniciativa representaría
transferencias en favor de las EEFF y sus municipios,
mayores a 27,360 mdp; puesto que este monto sólo
contempla a las erogaciones realizadas durante el ejer-
cicio fiscal 2016, correspondientes a los capítulos de
gasto de Materiales y Suministros (Capítulo 2000) y
Servicios Generales (Capítulo 3000), conforme al Cla-
sificador por Objeto de Gasto, emitido por el Consejo
Nacional de Armonización Contable (Conac). 

Es decir, la estimación se considera conservadora en la
medida que, por rigor de método, no considera cifras
del presente ejercicio fiscal y no incluye a los montos
de gasto en artículos y servicios gravados con el IVA,
englobados en otros Capítulos de Gasto. Por ejemplo:
el gasto operativo y de inversión ejecutado por orga-
nismos descentralizados, paraestatales y fideicomisos
estatales (Capítulo 4000); compra de bienes muebles e
inmuebles, e inversión pública productiva (Capítulos
5000 y 6000), así como ingresos y pago de intereses
no exentos del impuesto (Capítulos 7000 y 9000). 

De igual manera, toda vez que de los recursos que se
estima compondrían al FIVA, el 55 por ciento (15.2
mmdp) correspondería a las EEFF y el 45 por ciento
restante (12.2 mmdp), a sus municipios. Por tanto, el
monto estimado de FIVA en 2016 para las entidades
hubiese equivalido al 6.8 por ciento del FGP observa-
do en dicho año, sin considerar las transferencias a
municipios del fondo. En el caso de los municipios, las
transferencias estimadas de FIVA en 2016 hubiesen
equivalido al 48 por ciento del Fondo de Fomento Mu-
nicipal observado en dicho ejercicio fiscal. 

Finalmente, el FIVA estimado es equivalente a 1.39
veces el monto acumulado de crédito de corto plazo
contratado por las EEFF, al cierre de 2016. 

Considerando que los recursos que conformarían al
Fondo no se considerarían como una transferencia no
etiquetada, habrían podido haber reemplazado parte de
los montos contratados por los estados. De tal forma,
bajo dicho supuesto, en 2017 el FIVA pudo haber re-
presentado ahorros acumulados del orden de 394 mdp,
considerando la reducción del pago de intereses por la
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disminución de los saldos de créditos de corto plazo al
cierre de 2016. 

Mediante una disposición transitoria, la propuesta pre-
sentada a través de la presente iniciativa busca un im-
pacto positivo significativo en las haciendas locales,
por lo que se considera pertinente que exista la posibi-
lidad de que durante el ejercicio fiscal de 2019, las en-
tidades federativas puedan solicitar en devolución el
IVA por las cantidades efectivamente pagadas por las
dependencias estatales, municipios o demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México correspondientes,
así como a sus organismos autónomos y entidades pa-
raestatales y paramunicipales durante los ejercicios
fiscales de 2014 a 2018, en un plazo de no mayor a 30
días naturales, facultándose al Servicio de Administra-
ción Tributaria para que emita los lineamientos nece-
sarios para solicitar en devolución el IVA en un plazo
no mayor a 30 días a partir de la publicación de la adi-
ción propuesta.

Además, se considera oportuno que las entidades que
reciban las cantidades solicitadas en devolución por
concepto del IVA causado por la adquisición de bien-
es, la contratación de servicios independientes, o el
uso o goce temporal de bienes, que las mismas lleven
a cabo, participen a sus municipios o demarcaciones
territoriales, el cien por ciento en un plazo no mayor a
15 días naturales, lo que generará mayor capacidad de
acción frente a las necesidades reales de su población.

Por lo anteriormente expuesto, con la facultad que nos
confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, nos permi-
timos someter a consideración de esta soberanía, la si-
guiente iniciativa de:

Decreto por el que se adiciona el artículo 3-C a la
Ley de Coordinación Fiscal

Artículo Único. Se adiciona el artículo 3-C a la Ley
de Coordinación Fiscal para quedar como sigue:

Artículo 3-C. Las entidades adheridas al Sistema Na-
cional de Coordinación Fiscal participarán al cien por
ciento de la recaudación que se obtenga del impuesto
al valor agregado causado por la adquisición de bien-
es, la contratación de servicios independientes, o el
uso o goce temporal de bienes, que las mismas lleven
a cabo; una vez que los contribuyentes que hayan en-

ajenado dichos bienes, prestado los servicio indepen-
dientes, u otorgado el uso o goce temporal de bienes
de que se trate, les hayan trasladado el impuesto en
forma expresa y por separado, que haya sido pagado
por los entes mencionados y efectivamente enterado a
la federación, a las dependencias, municipios o de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México co-
rrespondientes, así como a sus organismos autónomos
y entidades paraestatales y paramunicipales.

Las entidades deberán participar a sus municipios o
demarcaciones territoriales, el cien por ciento de la re-
caudación del impuesto al que se refiere el párrafo an-
terior, causado por la adquisición de bienes, la contra-
prestación de servicios independientes, el uso o goce
temporal de bienes, realizados por el municipio o de-
marcación territorial de que se trate, sus órganos autó-
nomos y entidades paramunicipales.

Transitorios por el que se adiciona un artículo 3-C a
la Ley de Coordinación Fiscal.

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el 1° de
enero de 2019.

Segundo. Durante el ejercicio fiscal de 2019, las enti-
dades federativas podrán solicitar en devolución las
cantidades efectivamente pagadas por la adquisición
de bienes, la contratación de servicios independientes,
o el uso o goce temporal de bienes, que las mismas lle-
ven a cabo; una vez que los contribuyentes que hayan
enajenado dichos bienes, prestado los servicio inde-
pendientes, u otorgado el uso o goce temporal de bien-
es de que se trate y enteradas por éstos a la federación
correspondiente al IVA pagado por las entidades fede-
rativas, las dependencias estatales, municipios o de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México co-
rrespondientes, así como a sus organismos autónomos
y entidades paraestatales y paramunicipales durante
los ejercicios fiscales de 2014 a 2018.

El Servicio de Administración Tributaria deberá emitir y
publicar las reglas correspondientes para la devolución a
más tardar el 31 de enero de 2019 en el Diario Oficial de
la Federación y devolver las cantidades procedentes so-
licitadas en un plazo no mayor a 30 días naturales.

El Servicio de Administración Tributaria en un plazo
de 5 días podrá requerir información adicional para
analizar la procedencia de la devolución.
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Las entidades deberán participar a sus municipios o
demarcaciones territoriales, el cien por ciento de la de-
volución obtenida a que hace referencia el párrafo an-
terior, causado por la adquisición de bienes, la contra-
prestación de servicios independientes, el uso o goce
temporal de bienes, realizados por el municipio o de-
marcación territorial de que se trate, sus órganos autó-
nomos y entidades paramunicipales, una vez que el
Servicio de Administración Tributaria deposite la de-
volución correspondiente en un plazo no mayor a los
15 días naturales.

Notas
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la década de 1920 cuando se inició el lento camino de construcción

del federalismo fiscal, buscando los mecanismos de la autonomía

tributaria, la descentralización fiscal, el incremento de la capaci-
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42 Centro de Investigación Económica y Presupuestaria, A.C.

(2016), p. 31. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 6 de noviembre de 2018.

Diputada Patricia Terrazas Baca (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 84 DE LA LEY

GENERAL DE POBLACIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA

LAURA ÉRIKA DE JESÚS GARZA GUTIÉRREZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PES

Quien suscribe, Laura Érika de Jesús Garza Gutiérrez,
diputada federal del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social a la LXIII Legislatura de la Cámara
de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 y demás aplicables del Reglamento de
la Cámara de Diputados, tenemos a bien someter a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Según datos de la Secretaría de Gobernación,1 en el
periodo enero/agosto de 2018 fueron repatriados 140
mil 739 mexicanos provenientes de los Estados Uni-
dos. Marzo fue el mes en el que se efectuaron el ma-
yor número de eventos con 21 mil 359.

En mayo de este año, Tamaulipas fue la entidad que tu-
vo más eventos en su calidad de punto de recepción
con 6 mil 451, y en agosto a través de Coahuila se re-
gistró el menor número de eventos con 857.

Esta secretaría detalla que de los 140 mil 739 repatria-
dos, 133 mil 250 fueron personas mayores de 18 años,
de ellos 121 mil 709 eran hombres y 11 mil 341 muje-
res; ello da una proporcionalidad de un 91 por ciento
contra 9 por ciento, respectivamente.
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Por lo que se refiere a los repatriados menores de 18
años, fueron 7 mil 469 personas, es decir el 5 por cien-
to del total de los repatriados. Hombres fueron 6 mil
567 y mujeres 922; con una proporcionalidad del 88
por ciento contra el 12 por ciento, respectivamente.

De conformidad con la Secretaría de Gobernación, los
apoyos otorgados en puntos de recepción fronterizos
por programas federales de atención a mexicanos re-
patriados desde Estados Unidos, durante 2018 apunta
que el mayor apoyo que se brindó fue el de proporcio-
nar alimentos y agua, seguido de descuentos en bole-
tos de autobús.

Como podemos observar, el programa no reporta vi-
deollamadas para personas sordas, en caso de personas

con discapacidad, las repatriadas, no proporcionar si-
llas de ruedas, muletas, andaderas, u otras ayudas téc-
nicas necesarias para su movilidad, aunque sea de ma-
nera temporal, intérpretes de lengua de señas
mexicanas o en su dialecto, ni prevén que las instala-
ciones sean accesibles plenamente en todos los espa-
cios para personas con discapacidad.

Es por ello que la presente iniciativa pretende subsanar
todas estas carencias que demeritan a la persona con
discapacidad. 

Por otra parte, el Instituto Nacional de Migración2 im-
plementa el Programa de Repatriación, ofrece a los
connacionales repatriados de Estados Unidos informa-
ción, orientación, alimentación, canalización a alber-
gues, atención médica, llamadas telefónicas a familia-
res, traslados y mucho más.

El programa brinda a los mexicanos que regresan al
país, una atención integral, para que contribuyan en el
corto plazo al desarrollo nacional, impulsando la valo-
ración de sus habilidades a través de un trabajo con-
junto entre los tres niveles de gobierno, la iniciativa
privada, la sociedad civil organizada y los organismos
internacionales, promoviendo la incorporación de los
mexicanos retornados al mercado productivo.

Actualmente, el Programa de Repatriación está inte-
grado por agentes federales de Migración que se en-
cuentran distribuidos en 11 módulos de repatriación en
la frontera norte: Baja California (Tijuana - San Isidro
y Mexicali – Caléxico), Sonora (San Luis Río Colora-
do – Yuma y Nogales – Nogales), Chihuahua (Cuidad
Juárez – El Paso y Ojinaga – Presidio), Coahuila (Ciu-
dad Acuña – Del Río y Piedras Negras – Eagle Pass) y
Tamaulipas (Matamoros – Brownsville, Nuevo Laredo
– Laredo y Reynosa – Hidalgo).

En este programa concurren la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social, la Secretaría de Salud, la Secreta-
ría de Educación Pública, la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, la
Secretaría de Relaciones Exteriores, la Secretaría de
Desarrollo Social, y la Secretaría de Economía. 

El Programa de Repatriación de menores y personas
vulnerables de la Secretaría de Relaciones Exteriores,3

entre otras, realiza gestiones para procurar medios pa-
ra su repatriación (muletas, sillas de ruedas) y even-
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tualmente apoyo de centros para su internación a en-
fermos mentales y discapacitados, sin embargo, es ne-
cesario que ese derecho humano sea una política del
Estado mexicano en materia de repatriación de perso-
nas con discapacidad.

Al respecto, la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad,4 establece en el artículo 9
Accesibilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad pue-
dan vivir en forma independiente y participar ple-
namente en todos los aspectos de la vida, los Esta-
dos parte adoptarán medidas pertinentes para
asegurar el acceso de las personas con discapaci-
dad, en igualdad de condiciones con las demás, al
entorno físico, el transporte, la información y las
comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecno-
logías de la información y las comunicaciones, y a
otros servicios e instalaciones abiertos al público o
de uso público, tanto en zonas urbanas como rura-
les. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se
aplicarán, entre otras cosas, a:

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y
otras instalaciones exteriores e interiores como
escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lu-
gares de trabajo;

b) Los servicios de información, comunicacio-
nes y de otro tipo, incluidos los servicios elec-
trónicos y de emergencia.

2. Los Estados parte también adoptarán las medidas
pertinentes para:

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplica-
ción de normas mínimas y directrices sobre la
accesibilidad de las instalaciones y los servicios
abiertos al público o de uso público;

b) Asegurar que las entidades privadas que pro-
porcionan instalaciones y servicios abiertos al
público o de uso público tengan en cuenta todos
los aspectos de su accesibilidad para las perso-
nas con discapacidad;

c) Ofrecer formación a todas las personas in-
volucradas en los problemas de accesibilidad a

que se enfrentan las personas con discapaci-
dad;

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones
abiertas al público de señalización en Braille y
en formatos de fácil lectura y comprensión; 

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal
e intermediarios, incluidos guías, lectores e in-
térpretes profesionales de la lengua de señas, pa-
ra facilitar el acceso a edificios y otras instala-
ciones abiertas al público; 

f) Promover otras formas adecuadas de asisten-
cia y apoyo a las personas con discapacidad pa-
ra asegurar su acceso a la información;

g) Promover el acceso de las personas con dis-
capacidad a los nuevos sistemas y tecnologías
de la información y las comunicaciones, inclui-
da internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la produc-
ción y la distribución de sistemas y tecnologías
de la información y las comunicaciones accesi-
bles en una etapa temprana, a fin de que estos
sistemas y tecnologías sean accesibles al menor
costo.

Esta disposición vigente y obligatoria para el Estado
mexicano es el sustento que justifica la reforma mate-
ria de la presente iniciativa.

Otra disposición de la Convención establece que 

Artículo 18

Libertad de desplazamiento y nacionalidad 

1. Los Estados parte reconocerán el derecho de las
personas con discapacidad a la libertad de despla-
zamiento, a la libertad para elegir su residencia y a
una nacionalidad, en igualdad de condiciones con
las demás, incluso asegurando que las personas con
discapacidad:

d) No se vean privadas, arbitrariamente o por
motivos de discapacidad, del derecho a entrar en
su propio país.
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La iniciativa armoniza la Ley General de Población
con el inciso d) del artículo 18 de la Convención al se-
ñalar que no se puede privar a las personas con disca-
pacidad a entrar a su propio país. 

Derivado de las observaciones finales del Comité so-
bre los Derechos de las Personas con Discapacidad de
la ONU, que examinó el informe inicial de México
(CRPD/C/MEX/1),5 en sus sesiones 145 y 146, cele-
bradas los días 16 y 17 de septiembre de 2014, respec-
tivamente, y aprobó en su 167 sesión, celebrada el 30
de septiembre de 2014, las observaciones finales si-
guientes vinculadas con la materia de la presente ini-
ciativa. 

La observación 3, relativa a la “Libertad de desplaza-
miento y nacionalidad”, el Comité apunta: 

40. El Comité urge al Estado parte a que:

a) Designe espacios adecuados accesibles y per-
sonal capacitado para atender a las personas mi-
grantes con discapacidad en las estaciones migra-
torias;

b) Revise y adecúe las directrices operativas del
Estado parte derivadas de la Ley de Migración, pa-
ra asegurar la igualdad de trato de personas con
discapacidad en la expedición de visados y permi-
sos de entrada al país;

c) Revise y adecue los protocolos de atención a per-
sonas migrantes mutiladas durante su tránsito por
México, a fin de que no sólo se les proporcione el
tratamiento médico de urgencia, sino también el re-
lacionado con una adecuada recuperación y rehabi-
litación básica.

Por otra parte, el acuerdo por el que se emiten los li-
neamentos en materia de protección a migrantes del
Instituto Nacional de Migración,6 publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 27 de noviembre de
2012, señala en su artículo 30 lo siguiente: 

Artículo 30. Cuando en los procedimientos de repa-
triación de migrantes que presuntamente sean
de nacionalidad mexicana se detecten a migrantes
con discapacidad, además de lo dispuesto en los ar-
tículos 61 y 62 de los presentes lineamientos, se es-
tará a lo siguiente:

I. La recepción de los migrantes con discapacidad
por parte del Instituto se realizará en horarios es-
peciales, en términos de lo dispuesto por los arre-
glos locales para la repatriación de mexicanos cele-
brados con las autoridades del país de procedencia;

II. El personal especializado en la protección de la
infancia y atención a los migrantes en situación
de vulnerabilidad deberá informar a los migran-
tes con discapacidad de nacionalidad mexicana
sobre sus derechos y los programas y beneficios
a los que tenga acceso por su condición de vulnera-
bilidad, y

III. El personal del instituto se asegurará de que el
migrante con discapacidad de nacionalidad mexica-
na se haya comunicado con sus familiares o per-
sona de su confianza y si necesitan atención inme-
diata o se encuentran en estado de interdicción se
les canalizará a las instituciones especializadas don-
de se les pueda brindar la atención que requiera,
anexando el expediente clínico de contar con di-
cho documento.

Como se puede deducir la presente reforma es compa-
tible con el actual marco jurídico, y complementa la
Ley General Población en materia de repatriación de
personas con discapacidad. 

La Organización Mundial de la Salud- OMS-, concibe
a las ayudas técnicas como

Ayudas técnicas: cualquier ayuda externa (disposi-
tivos, equipos, instrumentos o programas informáti-
cos) fabricada especialmente o ampliamente dispo-
nible, cuya principal finalidad es mantener o
mejorar la autonomía y el funcionamiento de las
personas y, por tanto, promover su bienestar. Las
ayudas se emplean también para prevenir déficits
en el funcionamiento y afecciones secundarias. 

En concordancia con la OMS la Lay General para la
Inclusión de las Personas con Discapacidad concep-
tualiza a las ayudas técnicas de la siguiente manera: 

Ayudas Técnicas. Dispositivos tecnológicos y materia-
les que permiten habilitar, rehabilitar o compensar una
o más limitaciones funcionales, motrices, sensoriales o
intelectuales de las personas con discapacidad;
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Finalmente, y para ilustrar la dimensión de la pobla-
ción con discapacidad se puede apuntar: 

• De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía 2014, más de 7 millones de
personas reportaron tener al menos una discapaci-
dad, 3.98 millones de personas son personas adultas
mayores de 60 años.

• La discapacidad motriz fue el principal tipo de
discapacidad con cerca de 2.6 millones de personas,
esto es 37.32 por ciento. 

• Padecer una enfermedad fue la principal causa de
las discapacidades, con un promedio de 38.5 por
ciento del total de discapacidades.

• 19.1 de cada cien hogares del país, que represen-
tan a 6.14 millones de hogares, vivía al menos una
persona con discapacidad. 

• Había mayor presencia de hogares con personas
con discapacidad en los que tuvieron déciles de in-
greso más bajos.

• 54.1 por ciento de las PCD7 se encontraban en
condición de pobreza en 2014, cifra superior a la ta-
sa de prevalencia de la pobreza a nivel nacional
(46.2 por ciento).

• La tasa de pobreza extrema entre la PCD fue de
12.7 por ciento, mientras que, en todo el país, fue de
9.6 por ciento.

Cabe destacar que el Ejecutivo federal, el 18 de julio
de 2018 presentó una iniciativa que reforma, adiciona
y deroga diversas disposiciones de la Leyes Generales
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, de
Población, de Protección Civil, así como las Leyes de
Asistencia Social, del Impuesto sobre la Renta, del
Servicio Profesional de Carrera de la Administración
Pública Federal, y los Códigos Penal Federal, Nacio-
nal de Procedimientos Penales. En ese proyecto legis-
lativo el Ejecutivo de la Unión ofrece una en materia
de accesibilidad y telecomunicaciones para personas
con discapacidad

Con la finalidad de facilitar el análisis de la presente
reforma, se adjunta el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto, fundado y motivado, y con base en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 3,
numeral 1, fracción VIII, 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
quien suscribe somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona una frac-
ción X al artículo 84 de la Ley General de Pobla-
ción

Artículo Único. Se reforma y adiciona una fracción X
al artículo 84 de la Ley General de Población, para
quedar como sigue:
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Artículo 84. …

…

I. Acceder a cualquier tipo comunicación telefóni-
ca, incluida la videollamada para personas sor-
das;

II. Recibir agua y alimentos, un espacio digno, en-
seres básicos para su aseo personal y atención legal,
psicológica y médica. En caso de personas con
discapacidad, proporcionar sillas de ruedas, mu-
letas, andaderas, u otras ayudas técnicas necesa-
rias para su movilidad; 

III. Ser informado, cuando sea el caso, por medio
de intérpretes de lengua de señas mexicanas o en
su dialecto, respecto de los diversos programas y
apoyos que puede recibir;

IV. a VII. …

VIII. Que en las instalaciones se evite el hacina-
miento;

IX. Recibir un trato digno y humano; y

X. Sean accesibles plenamente en todos los espa-
cios para personas con discapacidad.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 http://www.politicamigratoria.gob.mx/es_mx/SEGOB/V_Repa-

triacion_de_mexicanos_de_EUA

2 https://www.gob.mx/inm/acciones-y-programas/programa-de-

repatriacion-12469

3 https://consulmex.sre.gob.mx/brownsville/images/stories/repa-

triacion.pdf

4 http://www.un.org/spanish/disabilities/default.asp?id=497

5 http://www.hchr.org.mx/images/doc_pub/G1419180.pdf

6 http://dof.gob.mx/nota_detalle_popup.php?codigo=5280488

7 Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarro-

llo Social

Dado en la Sede de la Cámara de Diputados,
a 6 de noviembre de 2018.

Diputada Laura Érika de Jesús Garza Gutiérrez
(rúbrica) 

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 5O. DE LA LEY DE CAMINOS,
PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL, A CARGO DEL

DIPUTADO JUAN MARTÍNEZ FLORES, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Juan Martínez Flores, diputado fede-
ral integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa que
adiciona un párrafo al artículo 5 de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, de conformidad con
las siguientes

Consideraciones

La importancia de una infraestructura carretera en
nuestro país es fundamental en el crecimiento econó-
mico de todos los sectores; al ser un país en que el co-
mercio, en especial con nuestro socio del norte, forma
parte relevante de la economía, las carreteras juegan
un papel vital.

De igual forma y con base a estadísticas de la Cámara
Nacional del Autotransporte de Carga,1 más del 70 por
ciento de la afluencia de las carreteras son los auto-
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móviles, ya que fuera de las grandes zonas metropoli-
tanas, la movilidad entre ciudades es una necesidad de
todos los días; muchas personas trabajan en una po-
blación diferente de donde viven, de igual manera, hay
quienes estudian en una ciudad diferente A la que ha-
bitan todos los días y realizan su traslado diario a su
localidad de residencia.

Un efecto equivalente ocurre en el caso de las urbes,
donde un gran número de personas residen y que, du-
rante fines de semana o periodos vacacionales, regre-
san a sus lugares de origen o se desplazan a sitios tu-
rísticos.

Si bien es cierto que en las últimas dos décadas se ha
invertido en libramientos, nuevos tramos carreteros y
autopistas, hay todavía mucho por hacer en este rubro,
se requiere de una red de carreteras moderna, eficien-
te, segura y rápida, que garantice un intercambio efi-
ciente de bienes y servicios y que alimente el comer-
cio y la industria del país.

La red de caminos nacionales está actualmente com-
puesta por más de 397 mil kilómetros de caminos de
todos tipos, de los cuales 10,274 son autopistas de
cuota dividida en 4228 kilómetros en Red Capufe y
6046 kilómetros Concesionadas y Estatales de Cuota.

La inversión del sector privado en la concesión a la in-
fraestructura carretera ha favorecido a tener más cami-
nos; en los últimos años se ha incrementado la partici-
pación de los particulares en la construcción,
operación, mantenimiento y explotación de la red vial.

De igual manera, la Misión de CAPUFE es la de
“Prestar servicios carreteros integrales de calidad aso-
ciados con la operación, conservación, administración,
modernización y explotación de los caminos y puentes
de cuota como concesionario y prestador de servicios
por contrato, que faciliten el desplazamiento de bienes
y personas con seguridad, comodidad, rapidez y eco-
nomía, de manera eficiente, competitiva y sustentable
con un marco de transparencia y rendición de cuentas,
para contribuir a la expansión e integración de la red
nacional de caminos y puentes de cuota, conformando
un equipo humano que encuentre su motivación en la
superación y el espíritu de servicio”.2

De acuerdo a esta Misión, la seguridad, la comodidad,
la rapidez y economía deben ser compromisos funda-

mentales de las autopistas de cuota, pero el servicio
por el que el usuario paga el peaje en más de las oca-
siones dista mucho de ser satisfactoria con respecto al
beneficio a recibir.

Esta preocupación en cuanto a la relación del costo del
peaje y el beneficio al circular en los caminos de cuo-
ta ha generado que compañeros legisladores de esta y
anteriores Legislaturas hayan presentado diversas Ini-
ciativas y Puntos de Acuerdo, tanto en la Cámara de
Diputados como en el Senado, esto en virtud de que la
inseguridad y asaltos en tramos carreteros de peaje se
ha incrementado, sobre todo en el transporte de carga
ya que la delincuencia aprovecha los tramos de repa-
ración para asaltar, de igual forma las labores de man-
tenimiento y reparación origina que exista una alta
probabilidad de generar un accidente, en más de las
ocasiones por falta de señalizaciones adecuadas en di-
chos tramos; así mismo, en la superficie de rodamien-
to muchas de estas carreteras y autopistas de cobro
presentan un deterioro considerable, mismo que reper-
cute en un mayor desgaste del vehículo; de igual for-
ma, todas estas reparaciones hacen de estos trayectos
más largos en tiempo y consumo de combustibles.

Aunado a esto, los usuarios de esta red de cuotas pa-
gan tarifas muy altas y constantes alzas de precio, lo
que genera gran inconformidad cuando se encuentran
con tramos en reparación o en malas condiciones e in-
cluso largas filas en los pasos de dichas casetas, por lo
que el servicio no siempre es satisfactorio ni propor-
cional a la tarifa que se cobra.

Por lo anteriormente descrito, los problemas provoca-
dos por las reparaciones de las autopistas, el costo del
peaje no puede seguir cobrándose al cien por ciento,
ya que el servicio no siempre es satisfactorio ni pro-
porcional a la tarifa que se cobra, el peaje debe ser
equitativo al servicio prestado; debemos de supeditar
el pago al porcentaje del tramo en reparación; lograr
una tarifa equitativa y proporcional a la calidad del es-
tado de dicho camino.

En el Grupo Parlamentario de Morena, estamos con-
vencidos en el reclamo que la población usuaria del
servicio de autopistas y caminos de cuota hacen todos
los días; no podemos ser indiferentes ante esta situa-
ción; necesitamos más y mejores caminos y que exis-
ta una equidad entre la calidad del servicio y el pago
del mismo.
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Por lo anteriormente descrito, pongo a consideración
de esta soberanía el presente proyecto de

Decreto por el que se reforma la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal

Único. se adiciona un párrafo al artículo 5 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, para que-
dar como sigue:

Artículo 5o. Es de jurisdicción federal todo lo relacio-
nado con los caminos, puentes, así como el tránsito y
los servicios de autotransporte federal que en ellos
operan y sus servicios auxiliares.

Corresponden a la Secretaría, sin perjuicio de las otor-
gadas a otras dependencias de la Administración Pú-
blica Federal las siguientes atribuciones:

I. Planear, formular y conducir las políticas y pro-
gramas para el desarrollo de los caminos, puentes,
servicios de autotransporte federal y sus servicios
auxiliares;

II. Construir y conservar directamente caminos y
puentes;

III. Otorgar las concesiones y permisos a que se re-
fiere esta Ley; vigilar su cumplimiento y resolver
sobre su revocación o terminación en su caso;

IV. Vigilar, verificar e inspeccionar que los caminos
y puentes, así como los servicios de autotransporte
y sus servicios auxiliares, cumplan con los aspectos
técnicos y normativos correspondientes;

V. Determinar las características y especificaciones
técnicas de los caminos y puentes; así como actua-
lizar y publicar cuando se requiera la clasificación
carretera en el Diario Oficial de la Federación;

VI. Expedir las normas oficiales mexicanas de ca-
minos y puentes, así como de vehículos de auto-
transporte y sus servicios auxiliares;

VII. Derogada

VIII. Establecer las bases generales de regulación
tarifaria.

Las motocicletas deberán pagar el 50 por ciento del
peaje que paguen los automóviles.

Los caminos a cargo de Capufe; Concesionados
y Estatales de Cuota que se encuentren con tra-
mos en reparación, mantenimiento o en malas
condiciones u otro factor que propicie inseguri-
dad, incomodidad al usuario, trayectos de tiem-
po mayores al promedio, desgaste del vehículo y
mayor consumo de gasolina, la Secretaría tendrá
que reducir de manera

proporcional a la afectación el costo del peaje y
cuando supere el 50 por ciento el tramo afectado,
se suspenderá en su totalidad el cobro de dicho
peaje.

IX. Las demás que señalen otras disposiciones le-
gales aplicables.

Transitorio

Único. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://canacar.com.mx/servicios/estadistica/estadisticas-inter-

net/

2http://www.capufe.gob.mx/site/wwwCapufe/menuitem.5b242a3

84a941ec05a034bd7316d8a0c/index.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputado Juan Martínez Flores (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES GENERALES DE INSTITUCIONES Y PROCEDI-
MIENTOS ELECTORALES, DE PARTIDOS POLÍTICOS, Y DEL

SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN, A CARGO DE LA

DIPUTADA LAURA ANGÉLICA ROJAS HERNÁNDEZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Laura Angélica Rojas Hernández, diputada a la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se modifican diversas
disposiciones de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, así como de la Ley Gene-
ral de Partidos Políticos y de la Ley General del Siste-
ma Nacional Anticorrupción, en materia de registro,
seguimiento y cumplimiento de los compromisos de
campaña adquiridos por los candidatos a ocupar un
cargo de elección popular, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El panorama político mundial será de cambios y de-
manda acciones contundentes ante la desaprobación
de las formas de gobernar vigentes. De acuerdo con el
Informe 2017 de Latinobarómetro,1 se vislumbra un
declive en la democracia, la satisfacción y credibilidad
para las instituciones gubernamentales y políticas se
encuentran muy bajos. El gobierno mexicano tiene
una aprobación de 20 puntos porcentuales, muy por
debajo del porcentaje alcanzado en 2006 y 2007 que
ascendió a 60 por ciento.

Por otro lado, la credibilidad en los partidos políticos
presenta índices precarios, es la más baja de la lista de
instituciones de la democracia computadas por el in-
forme en comento. México se encuentra en los tres úl-
timos lugares con un porcentaje de 9 puntos, sólo por
encima de Brasil y El salvador.

Según la encuesta México: confianza en las institucio-

nes 2017,2 realizada por Consulta Mitofsky The Poll
Reference, las peores instituciones medidas en con-
fianza son la presidencia, los diputados y los partidos
políticos.

No es de sorprendernos que los partidos políticos se
encuentren dentro de los peor evaluados, con niveles
mínimos de confianza, pues, cuando existen contien-
das electorales, los candidatos a ocupar los puestos de
elección popular, asumen compromisos que exceden
las facultades del cargo disputado, o simplemente son
insostenibles ante la realidad del país. La demagogia
no debe seguir encabezando las herramientas de cam-
paña de ningún político.

En Acción Nacional aportamos a los procesos electo-
rales de la nación garantizando el ejercicio de la de-
mocracia. Los panistas entendemos la política como
una autentica herramienta de servicio y cambio; cree-
mos que la honestidad y el cumplimiento de la palabra
son los máximos valores de cualquier persona y que
toman relevancia cuando se ejercen en la política.

México tiene un sistema desarticulado que no acierta a
coordinarse y que incluso promueve el contubernio y
la complicidad en detrimento de los gobernados. De
acuerdo con la segunda edición del libro Anatomía de

la Corrupción,3 del Instituto Mexicano para la Com-
petitividad (IMCO), dentro de las veinte causas exigi-
das por la ciudadanía para recuperar la confianza en
sus gobernantes y políticos se encuentra la rendición
de cuentas.

Todo ciudadano tiene derecho de solicitar a los servi-
dores públicos la información que desee, sin que dicha
petición tenga que estar fundada y motivada como los
actos de autoridad. Esta prerrogativa de los ciudada-
nos fortalece la capacidad fiscalizadora de la sociedad
y construye un contexto de exigencia para las autori-
dades. Es decir, resulta una herramienta de rendición
de cuentas que ejerce un control de las instituciones
públicas por parte de los ciudadanos.

De acuerdo con el Programa Especial de Rendición de
Cuentas del Gobierno Federal (2014-2018), elaborado
por la Red por la Rendición de Cuentas, se deben im-
plementar cinco líneas de acción para efectuar un mo-
nitoreo eficaz y una evaluación certera, a saber:

1. Establecer un estándar mínimo de competencias
en materia de diseño, operación y evaluación para
todos los programas y servicios públicos;

2. Fortalecer la vinculación entre los diagnósticos
de necesidades o problemas a atender, con el diseño
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y operación de los programas existentes o de nueva
creación;

3. Instrumentar mecanismos para evitar sesgos en el
proceso de evaluación de programas y servicios pú-
blicos; 

4. Mejorar la accesibilidad de la información públi-
ca relacionada con el presupuesto basado en resul-
tados y el sistema de evaluación de desempeño, ase-
gurando que exista un sitio en internet que reúna
todas las evaluaciones y los documentos de progra-
mas, y sea de fácil acceso para los ciudadanos; e 

5. Implementar un esquema de responsabilidades y
reconocimientos asociados al cumplimiento de me-
tas, resultados y obligaciones del monitoreo y eva-
luación. Así, se formalizan las obligaciones relacio-
nadas con el monitoreo y evaluación y se
identifican y promueven las buenas prácticas en la
materia.

Nuestras instituciones y ordenamientos jurídicos se
han abocado a propiciar la rendición de cuentas de los
servidores públicos, como una herramienta indispen-
sable para el pleno ejercicio de la democracia en nues-
tro país. Al respecto el programa anteriormente citado
enuncia lo siguiente:

…aunque todavía perfectibles, las instituciones y
reglas electorales construidas durante la última dé-
cada permiten que la pluralidad de nuestra sociedad
mexicana se exprese libremente, tanto en las urnas
como en la opinión pública. Sin embargo, para que
la democracia mexicana pueda consolidarse plena-
mente, resulta indispensable que la misma se asien-
te en un sistema de rendición de cuentas coherente,
completo y bien articulado.5

Ante dichas circunstancias, el siete de noviembre de
2013, presenté dos iniciativas, una de reforma consti-
tucional y otra legal, ambas planteaban la obligación
de los candidatos a cargos de elección popular para re-
gistrar y cumplir sus compromisos de campaña.

A pesar de que ambas iniciativas fueron contempladas,
aprobadas y publicadas en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 10 de febrero y 23 de mayo de 2014, res-
pectivamente. La reforma constitucional mandató la
creación de la Ley General de Instituciones y Procedi-

mientos Electorales, la cual abrogó al Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales; así co-
mo la expedición de la Ley General de Partidos Políti-
cos y la Ley General en Materia de Delitos Electora-
les.

El primer ordenamiento citado establece las disposi-
ciones aplicables en materia de instituciones y proce-
dimientos electorales, distribuye competencias entre la
federación y las entidades federativas, así como la re-
lación entre el órgano constitucional autónomo garan-
te en materia electoral y los organismos públicos loca-
les. Por otro lado, la Ley General de Partidos Políticos
regula las disposiciones constitucionales aplicables a
los partidos políticos como sujetos activos en los pro-
cedimientos electorales y por último la Ley General en
Materia de Delitos Electorales que establece los tipos
penales, las sanciones, la distribución de competencias
y las formas de coordinación entre los órdenes de go-
bierno.

Si bien los ordenamientos mencionados guardan el es-
píritu de las iniciativas que presenté con respecto a
propiciar contiendas más transparentes y con mayor
rendición de cuentas, la reforma político- electoral re-
sulta insuficiente para regular el registro y cumpli-
miento de los compromisos de campaña.

El 6 de julio de 2016, a través de la reciente Platafor-
ma Nacional de Transparencia, una persona requirió a
la Oficina de la Presidencia de la República “los do-
cumentos mediante los cuales se acredite: los acuerdos
firmados por el presidente en su campaña (te lo firmo
y de lo cumplo), a cuántos se comprometió, cuántos
lleva y cuántos faltan por cumplir, así como el motivo
y fundamento del porqué no se han cumplido”.

A juicio del solicitante de la información, la respuesta
del sujeto obligado fue incompleta, pues únicamente
entregó un listado con los compromisos, que indicaba
cuáles se habían cumplido y cuáles estaban pendien-
tes. Ante ello, promovió un recurso de revisión ante el
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales (INAI).

El INAI resolvió modificar la respuesta de la Oficina
de Presidencia, a fin de que proporcionara, no sólo un
listado de los compromisos de la campaña, sino “los
documentos que acrediten los acuerdos firmados por
el presidente en su campaña, así como aquéllos que
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den cuenta de los que se han cumplido y los que fal-
tan”. Asimismo, el órgano garante, ordenó a la Ofici-
na de la Presidencia a “pronunciarse respecto de si
dentro de los documentos fuente relacionados con los
acuerdos de campaña, cuenta con alguno que conten-
ga el motivo del porqué no se han cumplido, de contar
con él, deberá entregarlo, en caso contrario, indique de
manera fundada y motivada por qué no lo detenta”.

Dicha resolución marcó un antecedente importante pa-
ra la transparencia y rendición de cuentas en nuestro
país, ya que el INAI como órgano garante nacional, en
ejercicio de sus facultades, sentó el precedente sobre la
obligación de proporcionar información de las prome-
sas de campaña, toda vez que se encontraban en pose-
sión de la Oficina de la Presidencia, así como a docu-
mentar y dar seguimiento de las funciones de los
sujetos obligados.

Por otro lado, a escasas semanas de haber recibido la
constancia de presidente electo, Andrés Manuel López
Obrador, se ha desdicho de varias propuestas de cam-
paña que le ayudaron a obtener el cargo ya menciona-
do.

De acuerdo con diversas notas periodísticas, el hoy
presidente electo se comprometió a detener el aumen-
to de la gasolina y a bajar su costo en los primeros dos
años de su administración, su propia bancada ha nega-
do que exista la posibilidad de realizar dicha promesa;
asimismo una de sus propuestas en materia de seguri-
dad fue la de cambiar de modelo de combate al crimen
organizado y retirar a las fuerzas armadas de la vía pú-
blica, ahora el candidato electo menciona que no hay
condiciones para que las fuerzas armadas abandonen
las calles, por lo que permanecerán ayudando a com-
batir el crimen organizado; y no podemos dejar de la-
do las múltiples y diversas posturas que ha tomado con
respecto al nuevo aeropuerto internacional.

La demagogia es una herramienta de engaño para ob-
tener la confianza del pueblo durante una contienda
electoral, no debemos permitir que dicha herramienta
siga predominando durante los comicios, es necesario
regular los compromisos de campaña que asuman los
candidatos, así como dar seguimiento a los asumidos
por candidato electo.

Por ello, la presente iniciativa plantea como objetivo
principal el registro de los compromisos de campaña

como requisito fundamental para los candidatos que
deseen contender por un cargo de elección popular. Se
pretende orientar a los candidatos a hacer propuestas
reales, viables, posibles y funcionales.

Los compromisos deben ser acordes con las facultades
del cargo que se encuentre en disputa electoral, es de-
cir, los facultados según la Constitución pueden pro-
poner iniciativas de ley; así como procurar responder
a necesidades y prioridades de la sociedad, en relación
con la viabilidad de las mismas.

Esta reforma no sólo busca mejorar la calidad de pro-
puestas que los candidatos a cargos de elección popu-
lar realicen, también se promueve la educación cívica,
la rendición de cuentas, la transparencia, el acceso a la
información. Entender lo que los servidores públicos
electos pueden hacer según sus atribuciones.

De igual manera, se busca recuperar la confianza que
se ha perdido por parte de los ciudadanos; contrastar
los compromisos de campaña de los servidores públi-
cos con los resultados obtenidos por éste; evaluar a
nuestros gobernantes y representantes de manera in-
formada y veraz; concientizar el voto y hacer que se
asuman las consecuencias políticas de aquellos que
faltan a sus compromisos.

En síntesis, la presente iniciativa plantea los siguientes
puntos: 

1. Los aspirantes a un puesto de elección popular y
los candidatos independientes deberán registrar sus
compromisos de campaña, ante su partido político o
el Instituto Electoral, según corresponda. 

2. Los partidos políticos, como cuna de los candi-
datos a contiendas electorales, deben llevar el con-
trol de los compromisos que asuman sus candida-
tos, mediante un registro que deberán presentar al
inicio de su campaña ante el Instituto Nacional
Electoral. 

3. El partido político negará el registro de los can-
didatos cuando éstos no cumplan con el registro de
sus compromisos de campaña en el mismo acto.

4. Además de registrar a los candidatos y sus com-
promisos de campaña, los partidos políticos y las
autoridades electorales vigilarán que la propaganda
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electoral de éstos se ciña a sus compromisos de
campaña registrados.

5. La propaganda electoral que contemple compro-
misos de campaña no registrados será sancionada. 

6. En caso de que el aspirante hiciere algún com-
promiso de campaña no registrado deberá realizar
el registro hasta tres días antes de la jornada electo-
ral. 

7. Una vez que concluya la jornada electoral y se
cuente con los resultados de la misma, el Comité
Coordinador del Sistema Nacional Anticorrup-
ción requerirá al Instituto Nacional Electoral so-
bre los registros y compromisos de campaña que
hayan suscrito los candidatos electos, en el proce-
so electoral; así como dar seguimiento al cumpli-
miento y la rendición de cuentas de los compro-
misos registrados una vez que hayan tomado
posesión del cargo. El Comité Coordinador del
Sistema Nacional Anticorrupción será el respon-
sable de dar seguimiento al cumplimiento de di-
chos compromisos.

Cada vez es más frecuente leer artículos que exhiben
la profunda crisis de legitimidad, representación y res-
ponsabilidad de los servidores públicos que represen-
tamos a los ciudadanos.

No podemos seguir mostrando indiferencia ante la
desconfianza ciudadana, somos sus representantes.
Por ello, propongo que se deje de engañar a los ciuda-
danos con promesas falsas, incumplibles o simple-
mente ignoradas por los triunfadores de los procesos
de elección popular. Es hora de rendir resultados, ren-
dir cuentas y de cumplir los compromisos.

Por lo anteriormente expuesto, presento a esta sobera-
nía del honorable Congreso de la Unión el siguiente
proyecto de 

Decreto que modifica los artículos 3, 232, 236, 240,
380, 388, 389, 394, 424, 436 y 438 de la Ley Gene-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales;
así como los artículos 25 y 39 de la Ley General de
Partidos Políticos y el artículo 9 de la Ley General
del Sistema Nacional Anticorrupción, todos ellos
en materia de registro, seguimiento y cumplimien-
to de los compromisos de campaña adquiridos por

los candidatos a ocupar un cargo de elección po-
pular

Artículo Primero. Se modifican los artículos 3, 232,
236, 240, 380, 388, 389, 394, 424, 436 y 438 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales,
para quedar de la siguiente manera: 

Artículo 3.

1. …

a) a d)…

e) Compromiso de campaña: las expresiones que
se realicen bajo cualquier modalidad, que pro-
metan actos de realización futura a la ciudada-
nía, una vez que se asuma un cargo obtenido por
elección popular.

f) a k)…

Artículo 232.

1. Corresponde a los partidos políticos nacionales el
derecho de solicitar el registro de candidatos a cargos
de elección popular, sin perjuicio de las candidaturas
independientes en los términos de esta ley. El candi-
dato deberá presentar en su registro la lista de com-
promisos que pretenda difundir en su campaña.

…

5. El partido político negará el registro de los can-
didatos cuando éstos no cumplan con el registro de
sus compromisos de campaña en el mismo acto.

…

Artículo 236.

1. Para el registro de candidaturas a todo cargo de
elección popular, el partido político postulante deberá
presentar y obtener el registro de la plataforma electo-
ral y de los compromisos de campaña que sus candi-
datos sostendrán a lo largo de las campañas políticas.

…

Artículo 240.
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1. El Consejo General solicitará oportunamente la pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación de la re-
lación de nombres de los candidatos y los partidos o
coaliciones que los postulan, junto con los respecti-
vos compromisos de campaña registrados por sus
candidatos. …

Artículo 242…

…

4. Tanto la propaganda electoral como las actividades
de campaña a que se refiere el presente artículo, debe-
rán propiciar la exposición, desarrollo y discusión an-
te el electorado de los programas y acciones fijados
por los partidos políticos en sus documentos básicos y,
particularmente, en la plataforma electoral y compro-
misos de campaña que para la elección en cuestión
hubieren registrado.

…

Artículo 380.

1. Son obligaciones de los aspirantes: 

a) a h)…

i) Registrar sus compromisos de campaña.

j) Limitar la propaganda electoral de su campa-
ña a los compromisos que haya registrado con
antelación. 

En caso de que el aspirante hiciere algún com-
promiso de campaña no registrado, de acuerdo
con esta ley, deberá realizar el registro hasta tres
días antes de la jornada electoral.

La propaganda contemple compromisos no re-
gistrados se sancionará al aspirante en los térmi-
nos de esta ley.

k)…

Artículo 389.

1. El secretario del Consejo General y los presidentes
de los consejos locales o distritales, según correspon-
da, tomarán las medidas necesarias para hacer pública

la conclusión del registro de candidaturas indepen-
dientes, dando a conocer los nombres de los candida-
tos o fórmulas registradas y sus respectivos compro-
misos de campaña, así como de aquéllos que no
cumplieron con los requisitos.

Artículo 394.

1. Son obligaciones de los Candidatos Independientes
registrados:

a) a ñ)…

o) Registrar sus compromisos de campaña.

p) Limitar la propaganda electoral de su campa-
ña a los compromisos que haya registrado con
antelación.

En caso de que el aspirante hiciere algún com-
promiso de campaña no registrado, de acuerdo
con esta ley, deberá realizar el registro hasta tres
días antes de la jornada electoral.

La propaganda que contemple compromisos no
registrados se en los términos de esta ley.

q)…

Artículo 424.

1. La propaganda electoral de los Candidatos Indepen-
dientes deberá tener el emblema y color o colores que
los caractericen y diferencien de otros partidos políti-
cos y de otros Candidatos Independientes, así como te-
ner visible la leyenda: “Candidato Independiente”. Di-
cha propaganda no podrá contener compromisos o
promesas de campaña que el Candidato Indepen-
diente no hubiere registrado. 

Artículo 436.

1. Se contará como voto válido la marca que haga el
elector en un solo recuadro en el que se contenga el
emblema o el nombre de un Candidato Independiente,
en términos de lo dispuesto por esta Ley.

2. Aquel candidato que resulte electo por mayoría,
podrá ostentar el cargo en disputa. Asimismo, de-
berá rendir un informe anual al Comité Coordina-
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dor del Sistema Nacional Anticorrupción, sobre el
avance y cumplimiento de los compromisos de
campaña registrados durante el proceso electoral. 

Artículo 438.

1. Corresponde al Instituto la organización, desarrollo,
otorgamiento y vigilancia de las prerrogativas a los
Candidatos Independientes, conforme a lo establecido
en esta Ley para los partidos políticos. Así como el se-
guimiento y vigilancia de los compromisos de cam-
paña registrados hasta el día de la jornada electo-
ral.

Artículo Segundo. Se modifican los artículos 25 y 39
de la Ley General de Partidos Políticos, para quedar de
la siguiente manera:

Artículo 25.

1. Son obligaciones de los partidos políticos: 

a) a n)…

ñ) Registrar las promesas de campaña de todos y
cada uno de los candidatos del partido ante el
Instituto, cuando contiendan por un cargo de
elección popular;

o) Abstenerse, en su propaganda política o electo-
ral, de cualquier expresión que denigre a las institu-
ciones y a los partidos políticos o que calumnie a las
personas. De igual manera, abstenerse de invo-
car, en su propaganda, compromisos que no hu-
biere registrado;

p) a u)…

Artículo 39.

1. Los estatutos establecerán:

a) a h)…

i) La obligación de sus candidatos a registrar sus
compromisos de campaña y ceñirse a dichos
compromisos en su propaganda electoral duran-
te la contienda.

j) a l)…

Artículo Tercero. Se adicionan dos fracciones al artí-
culo 9o. de la Ley General del Sistema Nacional Anti-
corrupción, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 9. El Comité Coordinador tendrá las siguien-
tes facultades: 

I. a VI…

VII. Requerir información al Instituto Nacional
Electoral sobre los registros y compromisos de
campaña que hayan suscrito los candidatos elec-
tos, en el proceso electoral; así como dar segui-
miento al cumplimiento y la rendición de cuentas
de los compromisos registrados una vez que ha-
yan tomado posesión del cargo;

VIII. El Comité Coordinador podrá allegarse de
cualquier elemento probatorio para dar segui-
miento a los posibles actos de corrupción en tér-
minos de los artículos 23 y 91 de la Ley General
de Responsabilidades Administrativas. 

IX. a XVIII…

XIX. Las demás señaladas por las leyes. 

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

1 Corporación Latinobarómetro, Informe 2017, [en línea], Santia-

go de Chile 2017, Dirección URL: 

http://www.latinobarometro.org/latNewsShow.jsp, [Consulta: 27

de agosto de 2018].

2 Consulta Mitofsky The Poll Reference, México: confianza en las

instituciones 2017, [en línea] México, octubre 2017, dirección URL: 

http://consulta.mx/index.php/estudios-e-investigaciones/mexico-

opina/item/1003-mexico-confianza-en-instituciones-2017, [con-

sulta: 27 de agosto de 2018].

3 Instituto Mexicano para la Competitividad, Anatomía de la Co-

rrupción, 2da Ed. [en línea], México octubre 2016, dirección URL:
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https://imco.org.mx/wp-content/uploads/2016/10/2016-Anato-

mia_Corrupcion_2-Documento.pdf, [consulta: 27 de agosto de

2018]. 

4 Red por la Rendición de Cuentas, Programa Especial de Rendi-

ción de Cuentas,[en línea] CIDE, dirección URL: http://rendicion-

decuentas.org.mx/wp-content/uploads/2014/09/PERC-2014.pdf,

[consulta: 27 de agosto de 2018].

5 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre de 2018.

Diputada Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY AGRARIA, A
CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ GUADALUPE AMBROCIO GA-
CHUZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado federal José Guadalupe Am-
brocio Gachuz, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, en la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo establecido
por los artículos 71, Fracción II, Y 135 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo los Artículos 6 Numeral 1, Fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración del Pleno de esta Cámara la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 18 de la Ley Agraria, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Nuestra Ley Agraria es una norma que, si bien pretende
regular a todos los núcleos agrarios, de modo que se re-
duzcan las desigualdades sociales que resaltan en la po-
blación agraria que, resulta ser la más desprotegida del
campo mexicano, encontramos que Ley vigente presen-

ta ciertas omisiones que inciden de forma negativa y di-
recta en la protección y continuidad de los derechos que
se requieren para incentivar la producción agrícola.

Es la población agraria en la que generalmente preva-
lecen los usos y costumbres, por lo que esta Ley debe
darle prioridad al derecho consuetudinario de todos y
cada uno de los núcleos agrarios del país, así como in-
culcar certeza jurídica tanto en la tenencia de la tierra,
como en la protección y defensa de la posesión, apro-
vechamiento, use, goce y disfrute de los bienes que de
ella emanan, impulsando la explotación sustentable y
libre de cada agricultor y productor agrario en México

Con la finalidad de salvaguardar sus derechos agrarios
y dotarlos de certeza jurídica en la posesión y tenencia
parcelaria, es de indudable urgencia actualizar las he-
rramientas para contar con los lineamientos legales
adecuados para no afectar la esfera jurídica y los dere-
chos agrarios.

Actualmente, de acuerdo a lo previsto por el art. 17 de
la Ley Agraria, los ejidatarios tienen la facultad de de-
signar a quien deba sucederle en sus derechos sobre la
parcela y en los demás inherentes a su calidad de eji-
datario, para ello bastará que el ejidatario formule una
lista de sucesión en la que consten los nombres de las
personas y el orden de preferencia conforme al cual
deba hacerse la adjudicación de derechos a su falleci-
miento. 

Los ejidatarios podrán ejercer este derecho designan-
do al cónyuge, a la concubina o concubinario en su ca-
so, a uno de los hijos, a uno de los ascendientes o a
cualquier otra persona, debiendo depositar la lista de
sucesión en el Registro Agrario Nacional o formaliza-
da ante fedatario público. 

También cabe la posibilidad de que los ejidatarios mo-
difiquen dicha lista, siempre y cuando cumplan las
mismas formalidades exigidas para su válida formula-
ción, siendo vigente la lista de sucesión que presente
la fecha más reciente. 

La hipótesis normativa prevista para los casos en que
el ejidatario no haya hecho designación de sucesores,
o cuando ninguno de los señalados en la lista de here-
deros pueda heredar por imposibilidad material o le-
gal, los derechos agrarios se transmitirán de acuerdo
con un orden de preferencia definido.
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En este orden aparece en primer lugar el cónyuge, se-
guido de la concubina o concubinario, después uno de
los hijos del ejidatario; uno de sus ascendientes y fi-
nalmente, cualquier otra persona de las que dependan
económicamente de él.

El orden sucesorio preestablecido excluye a todos
aquellos parientes consanguíneos del segundo grado
en adelante y a los colaterales en su totalidad, lo cual
representa un impedimento definitivo que anula la
oportunidad de que los derechos parcelarios pudiesen
adjudicarse a un gran número de familiares cuya pree-
minencia resulta innegable.

El parentesco consanguíneo, en las comunidades rura-
les, aún comporta una relevancia sustancial en las re-
laciones interpersonales y de comunidad por lo que no
es extraño que los parientes consanguíneos colocados
más allá del segundo grado y en posiciones colaterales
tengan una relación de convivencia y apoyo, enraiza-
da y firme con el titular de los derechos parcelarios de
los que se trate.

No olvidemos que el parentesco consanguíneo es el
que existe entre personas que descienden de un mismo
progenitor - la adopción plena, se equiparará al paren-
tesco entre padres e hijos - Cada generación forma un
grado, y la serie de grados constituye lo que se llama
línea de parentesco.

La línea es recta o transversal: la recta se compone de
la serie de grados entre personas que descienden unas
de otras; la transversal se compone de la serie de gra-
dos entre personas que sin descender unas de otras,
proceden de un progenitor o tronco común.

La línea recta es ascendente o descendente: ascenden-
te es la que liga a una persona con su progenitor o tron-
co de que procede; descendente es la que liga al pro-
genitor con los que de él proceden. La misma línea es,
pues, ascendente o descendente, según el punto de par-
tida y la relación a que se atiende.

En la línea recta los grados se cuentan por el número
de generaciones, o por el de las personas, excluyendo
al progenitor. 

En la línea transversal los grados se cuentan por el nú-
mero de generaciones, subiendo por una de las líneas
y descendiendo por la otra; o por el número de perso-

nas que hay de uno y otro de los extremos que se con-
sideran, excluyendo la del progenitor o tronco común.

Considerando que el artículo 17 de la propia Ley
Agraria incluye entre las personas susceptibles de ob-
tener los derechos agrarios al fallecimiento de su titu-
lar, si éste los designa en su línea de sucesión, a cual-
quier persona, pariente o no del titular, sumando a esto
que en una gran mayoría de las comunidades agrícolas
actuales y que el parentesco de afinidad es el que se
contrae por el matrimonio, entre el varón y los parien-
tes de la mujer, y entre la mujer y los parientes del va-
rón. Es de considerar que exista la posibilidad de que
en la práctica dentro de la lista de sucesores haya fa-
miliares hasta el segundo grado de colaterales.

Bajo la premisa de que la sociedad pues, merece ma-
yor certeza jurídica en su patrimonio y no tener me-
noscabo en su esfera jurídica de derechos y obligacio-
nes para poder adquirir de buena fe y contar con
igualdad de oportunidades en participar y ser llamado
a la luz pública como persona física a ejercitar libre-
mente su derecho, ya que la misma sociedad reclama
tener voz en todos los aspectos legales sin dejar de la-
do las posibles lagunas en las que se encuentra actual-
mente nuestra Legislación Agraria.

Una vez expuestas las anteriores motivaciones, a con-
tinuación, se inserta un cuadro comparativo, respecto
de la reforma constitucional que se plantea.
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a es-
ta Soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto en el que se reforma la fracción quinta del
artículo 18 de la Ley Agraria

Único: Se reforma la fracción V del artículo 18 de la
Ley Agraria, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 18…

Cuando el ejidatario no haya hecho designación de
sucesores, o cuando ninguno de los señalados en la
lista de herederos pueda heredar por imposibilidad
material o legal, los derechos agrarios se transmiti-
rán de acuerdo con el siguiente orden de preferencia:

I.- Al cónyuge;

II.- A la concubina o concubinario;

III.- A uno de los hijos del ejidatario;

IV.- A uno de sus ascendientes; 

V.- A uno de los colaterales hasta segundo grado;
y

VI.- A cualquier otra persona que dependan econó-
micamente de él.

En los casos a que se refieren las fracciones III, IV
Y V, si al fallecimiento del ejidatario resultaren
dos o más personas con derecho a heredar, los he-
rederos gozaran de tres meses a partir de la muer-
te del ejidatario, para decidir quién de entre ellos,
conservará los derechos ejidales. En caso de que
no se pusieren de acuerdo, el Tribunal Agrario pro-
veerá la venta de dichos Derechos ejidales en su-
basta pública y repartirá el producto, por partes
iguales, entre las personas con derecho a heredar.
En caso de igualdad de posturas en la subasta ten-
drá referencia cualquiera de los herederos.

Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Periódico Oficial de
la Federación

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, 
a los 6 días del mes de noviembre de 2018.

Diputado José Guadalupe Ambrocio Gachuz (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 151 DE LA LEY DEL IMPUES-
TO SOBRE LA RENTA, EN MATERIA DE DEDUCCIONES, A

CARGO DE LA DIPUTADA LAURA ANGÉLICA ROJAS HER-
NÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Laura Angélica Rojas Hernández, diputada de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión
e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artí-
culo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en ma-
teria de deducciones, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Dentro de las principales funciones del Estado está el
garantizar el acceso a la educación y salud para todo el
pueblo. Con base en estos principios, los artículos 3o.
y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos plasman ambos derechos humanos, a la
educación y a la salud.

Sin embargo, el Estado sólo está obligado a garantizar
la educación hasta el nivel medio superior, dejando
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fuera de su garantía a la educación superior, ya que,
aunque existen escuelas de nivel superior públicas, la
gran mayoría son privadas.

De acuerdo con las Principales Cifras del Sistemas del
Sistema Educativo Nacional 2016-20171, se contaban
con un total de 257 mil 425 instituciones de educación,
de las cuales 20.06 por ciento se encuentran en la ra-
ma privada.

Esta cifra se revierte cuando hablamos de la educación
superior, ya que, según el documento en comento, de
5 mil 311 instituciones de educación superior, 3 mil
103 son privadas, es decir, casi el 60 por ciento de ins-
tituciones que brindan enseñanza universitaria son pri-
vadas.

Con el fin de apoyar y estimular el desarrollo educati-
vo en el país, el 15 de febrero de 2011, se publicó en
el Diario Oficial de la Federación un decreto del Eje-
cutivo federal por el cual se otorgó un estímulo fiscal
a las personas físicas en relación con los pagos por ser-
vicios educativos.2

Este decreto estableció una serie de estímulos fiscales
para hacer deducibles algunas cantidades del pago de
colegiaturas en los niveles de preescolar, primaria, se-
cundaria, profesional técnico y bachillerato o su equi-
valente.

Posteriormente, el 30 de marzo de 2012, se publicó en
el Diario Oficial de la Federación un nuevo decreto
que compilaba diversos beneficios fiscales y estable-
cía medidas de simplificación administrativa, este
nuevo decreto tenía como objetivo concentrar de ma-
nera clara y sencilla en un solo instrumento jurídico
los diversos decretos emitidos con anterioridad por el
ejecutivo federal que establecieron beneficios fiscales
en materia de impuestos internos, a efecto de permitir
identificarlos fácilmente, contribuyendo a dar certi-
dumbre jurídica a los contribuyentes.

Después, la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión aprobó una serie de modificaciones a diversas
disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do; de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción
y Servicios; de la Ley federal de Derechos; y expidió
la Ley del Impuesto sobre la Renta. Asimismo, abrogó
la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, y la
Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo. Con es-

te movimiento legislativo se incorporaron a la ley al-
gunas medidas contempladas en los decretos antes
mencionados.

En ese mismo tenor, el 26 de diciembre de 2013, se
publicó en el Diario Oficial de la Federación otro de-
creto del ejecutivo federal que compila diversos bene-
ficios fiscales y establece medidas de simplificación
administrativa,3 cuyo principal objetivo fue eximir el
pago de atribuciones parcialmente, el pago de contri-
buciones, o sus accesorios; dictar medidas relaciona-
das con la administración y control de las obligaciones
fiscales para facilitar su cumplimiento.

A pesar de estos esfuerzos del Estado para garantizar
sus funciones en materia de educación, el apoyo ha si-
do insuficiente. Las medidas en materia de deduccio-
nes por los pagos de servicios de enseñanza implanta-
das en el último decreto del Ejecutivo federal se
encuentran rezagadas.

De acuerdo con el sexto Informe de Gobierno del Eje-
cutivo federal,4 el gasto promedio general por alumno
en preescolar fue de 18 mil 700 pesos; por alumno de
primaria de 17 mil pesos; por alumno de secundaria de
26 mil 100 pesos; en educación profesional técnica de
24 mil 800 pesos; en nivel bachillerato de 35 mil 700
pesos; y en nivel superior de 79 mil 900 pesos.

Si contrastamos estas cantidades con los estímulos fis-
cales retomados en el decreto del 26 de diciembre de
2013, el porcentaje varía dependiendo en nivel escolar,
además de que no se contempla en nivel superior.

Para preescolar, se prevé un límite anual de deducción
de 14 mil 200 pesos, es decir, 75.9 por ciento, respec-
to del gasto promedio general por alumno en ese nivel
escolar; para primaria se contemplan 12 mil 900 pesos,
es decir 75.8 por ciento; para secundaria 19 mil 900
pesos, 76.2 por ciento; para el nivel profesional técni-
co 17 mil 100 pesos, 8.9 por ciento, y por último en el
nivel de bachillerato se prevé un límite de 24 mil 500
pesos, es decir, 68.6 por ciento.

Para efectos de simplificación administrativa en de-
ducciones y actualización de cifras respecto el costo
de vida de las personas, es recomendable homologar
un porcentaje para calcular las deducciones por servi-
cios correspondientes a la enseñanza del alumno.
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Es menester del Estado impulsar el desarrollo educati-
vo de la población, por lo que es recomendable dedu-
cir los gastos en enseñanza que hagan las personas fí-
sicas, respecto de sí mismas, su cónyuge, concubina o
concubinario, descendientes o ascendientes en línea
recta, en un 80 por ciento, con respecto el gasto pro-
medio general por alumno que publique la Secretaría
de Educación Pública.

Con ello, se fortalecerá el acceso a la educación de las
personas que se ha visto mermado por la falta de cupo
en escuelas públicas, sobre todo universidades, para
las que no se contempla ningún estímulo fiscal hasta
ahora.

De acuerdo con los resultados del examen de admisión
a la UNAM, publicados en marzo del presente año,5

por la Dirección General de Administración Escolar de
la UNAM; de los 149 mil 164 aspirantes a alguna de
las licenciaturas de la Universidad Nacional, sólo 9
mil 817 jóvenes tuvieron acceso. Es decir, únicamente
el 6.5 por ciento de los aspirantes al nivel superior tu-
vieron acceso a la Universidad más grande de México.
El otro 93.5 por ciento, tendrán que buscar cabida en
una escuela privada si es que quieren continuar con su
preparación profesional.

Es en este gran porcentaje donde debe existir apoyo del
Estado hacia las familias mexicanas para que puedan
continuar preparándose, para formar profesionistas que
impulsen el desarrollo económico de la sociedad.

Por otro lado, el derecho a la salud es el otro derecho
humano que se encuentra mermado por la demanda de
los ciudadanos. Éste no puede ser satisfecho, en mu-
chas ocasiones, por el servicio público que brinda el
Estado, por lo que las personas con capacidad econó-
mica deben acudir a servicios médicos privados, que
en su mayoría son costosos y exceden los propios in-
gresos de la familia promedio.

De acuerdo con una nota de Forbes México,6 los me-
xicanos gastan 3 mil 800 pesos al año en salud, siendo
las medicinas el rubro en el que más se invierte. Ade-
más, según los últimos datos de la Asociación Mexi-
cana de Instituciones de Seguros (AMIS)7, sólo 7 por
ciento de los mexicanos cuenta con un seguro de gas-
tos médicos mayores, que cubren emergencias por en-
fermedades crónicas, tratamientos contra el cáncer o
enfermedades que por su condición así lo ameriten.

En este sentido, es de resaltar que dentro del porcenta-
je de mexicanos que cuentan con un seguro médico
público, también existen gastos que éstos no cubren
por lo que tienen que realizar costos por consultas ex-
ternas y tratamientos médicos de urgencia o crónicos.

Por ello, consonancia con la recomendación sobre de-
ducciones a los gastos de enseñanza, resulta necesario
brindar estímulos fiscales a los ciudadanos que invierten
en su salud o cubren parte de ésta, cuando el Estado no
puede garantizarla. Los gastos médicos mayores deben
encontrarse dentro de los beneficios fiscales que prevé el
artículo 151 de la Ley de Impuesto sobre la Renta.

En esta tesitura, la presente iniciativa propone homo-
logar en un 80 por ciento, respecto del gasto promedio
anual por alumno, el límite anual de deducción que
puedan ejercer los ciudadanos que inviertan en gastos
de enseñanza para sí, para su cónyuge, para su concu-
bina o concubinario, para su ascendiente o descenden-
te en línea recta, siempre y cuando éste no perciba du-
rante el año de calendario ingreso en cantidad igual o
superior a la que resulte de calcular el salario mínimo
general del área geográfica del contribuyente elevado
al año.

De igual manera, la iniciativa plantea contemplar de-
ducciones sobre los gastos médicos mayores que rea-
licen las personas, incorporando este tipo de gastos en
la primera fracción del artículo 151 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta.

Por lo expuesto y fundado, propongo a esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 151 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, en materia de de-
ducciones 

Único. Se reforma la fracción I y el último párrafo del
artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.
Asimismo, se adiciona la fracción IX al mismo artícu-
lo, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 151. Las personas físicas residentes en el pa-
ís que obtengan ingresos de los señalados en este Tí-
tulo, para calcular su impuesto anual, podrán hacer,
además de las deducciones autorizadas en cada Capí-
tulo de Esta ley que les correspondan, las siguientes
deducciones personales:
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I. Los gastos médicos mayores, pagos por hono-
rarios médicos, dentales, y por servicios profesio-
nales, en materia de psicología y nutrición presta-
dos por personas con título profesional legalmente
expedido y registrado por las autoridades educati-
vas competentes, así como los gastos hospitalarios
efectuados por el contribuyente para sí, para su
cónyuge o para la persona con quien viva en con-
cubinato y para sus ascendientes o descendientes
en línea recta, siempre que dichas personas no per-
ciban durante el año de calendario ingresos en can-
tidad igual o superior a la que resulte de calcular el
salario mínimo general del área geográfica del
contribuyente elevado al año, y se efectúen me-
diante cheque nominativo del contribuyente, trans-
ferencias electrónicas de fondos, desde cuentas
abiertas a nombre del contribuyente en institucio-
nes que componen el sistema financiero y las enti-
dades que para tal efecto autorice el Banco de Mé-
xico o mediante tarjeta de crédito, de débito, o de
servicios.

II. a VIII…

IX. Pagos por servicio de enseñanza correspon-
dientes a los tipos de deducción básico, medio su-
perior y superior a que se refiere la Ley General
de Educación, efectuados por el contribuyente
para sí, para su cónyuge o para la persona con la
que viva en concubinato, y para sus ascendientes
o descendientes en línea recta, siempre que la
persona de que se trate no perciba durante el
año de calendario ingreso en cantidad igual o su-
perior a la que resulte de calcular el salario mí-
nimo general del área geográfica del contribu-
yente elevado al año y se cumpla lo siguiente:

a) Que los pagos se realicen a instituciones
educativas privadas que tengan autorización
o reconocimiento de validez oficial de estu-
dios en los términos de la Ley General de
Educación; y

b) Que los pagos sean para cubrir únicamen-
te los servicios correspondientes a la enseñan-
za del alumno, de acuerdo con los programas
y planes de estudio que en los términos de la
Ley General de Educación se hubiere autori-
zado para el nivel educativo de que se trate.

El estímulo a que se refiere la presente frac-
ción no será aplicable cuando los pagos reali-
zados no se destinen directamente a cubrir el
costo de la educación del alumno y cuando se
trate de las cuotas de inscripción o reinscrip-
ción.

Para efectos de esta fracción, las instituciones
educativas deberán separar en el comproban-
te fiscal digital el monto que corresponda por
concepto de enseñanza del alumno.

Tampoco será aplicable el estímulo a que se
refiere esta fracción cuando las personas
mencionadas en el primer párrafo de la mis-
ma, reciban becas o cualquier otro apoyo eco-
nómico público o privado para pagar los ser-
vicios de enseñanza, hasta por el monto que
cubran dichas becas o apoyos.

Para efectos de esta fracción, los adoptados se
consideran como descendientes en línea recta
del adoptante y de los ascendientes de éste.

Los pagos a que se refiere la presente fracción
deberán realizarse mediante cheque nomina-
tivo del contribuyente, transferencias electró-
nicas de fondos desde cuentas abiertas a nom-
bre del contribuyente en instituciones que
compongan el sistema financiero y las entida-
des que para tal efecto autorice el Banco de
México, o mediante tarjeta de crédito, de dé-
bito o de servicios.

Para la aplicación de este estímulo fiscal se
deberá comprobar, mediante documenta-
ción que reúna requisitos fiscales, que las
cantidades correspondientes fueron efecti-
vamente pagadas en el año de calendario de
que se trate a instituciones educativas resi-
dentes en el país. Si el contribuyente recu-
pera parte de dichas cantidades, el estímulo
únicamente será aplicable por la diferencia
no recuperada.

La cantidad que se podrá disminuir en los
términos de esta fracción, no excederá, por
cada una de las personas a que se refiere, del
80 por ciento respecto del gasto promedio ge-
neral en por alumno en los niveles preescolar,
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primaria, secundaria, bachillerato, educación
profesional técnica y superior.

Para efectos del párrafo anterior, se estará
sujeto a lo publicado en el gasto nacional en
educación por el Sistema Educativo Nacional.

Cuando los contribuyentes realicen en un
mismo ejercicio fiscal, por una misma perso-
na, pagos por servicios de enseñanza corres-
pondientes a dos niveles educativos distintos,
el límite anual de deducción que se podrá
aplicar será al que corresponda al monto ma-
yor de los dos niveles, independientemente de
que se trate del nivel que concluyó o el que
inició.

…

El monto total de las deducciones que podrán
efectuar los contribuyentes en los términos de
este artículo, no podrá exceder de la cantidad
que resulte menor entre cinco salarios mínimos
generales elevados al año, o del 15 por ciento
del total de los ingresos del contribuyente, in-
cluyendo aquellos por los que no se pague im-
puesto. Lo dispuesto en este párrafo no será apli-
cable tratándose de las fracciones III, V y IX de
este artículo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
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Diputada Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica)
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DE DECRETO, POR EL QUE SE DECLARA EL 19 DE NO-
VIEMBRE COMO DÍA NACIONAL DE LA LUCHA CONTRA EL

CÁNCER DE PRÓSTATA, A CARGO DEL DIPUTADO ALEJAN-
DRO BARROSO CHÁVEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

Alejandro Barroso Chávez integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena en la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así? como en relación con lo
establecido en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de ésta honorable so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se declara el 19 de noviembre de cada año,
como el “Día Nacional de la Lucha contra el Cáncer de
Próstata”, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

El cáncer es hoy en día una de las principales causas
de muerte a nivel mundial, el cáncer de próstata ocupa
el primer lugar de las neoplasias en el sexo masculino
y el segundo lugar como causa de mortalidad.

En México, 17 hombres mueren diariamente debido a
este padecimiento, además de ser el tipo de cáncer más
frecuente en la población masculina. De acuerdo con
datos de la Sociedad Mexicana de Urología y la Se-
cretaría de Salud, cada año mueren más de cinco mil
mexicanos por esta enfermedad, afectando principal-
mente a mayores de 45 años.

Se estima que en México, anualmente se registran 160
mil nuevos casos de cáncer, de los cuales, cerca de 70
por ciento se diagnostican en etapas avanzadas de la en-
fermedad, complicando el tratamiento y expectativas de
vida para los pacientes. Lo que trae como consecuencia
una carga económica para las instituciones públicas y al
mismo paciente y su familia, que en gran parte de los
casos, está imposibilitada a costear los tratamientos.

Desde el punto de vista clínico, el cáncer de próstata
se caracteriza por ser asintomático en etapas tempra-
nas y la sintomatología que se presenta en etapas avan-
zadas, es inespecífica, y puede ser similar a la que se
observa en la hiperplasia prostática benigna u otros
crecimientos y desórdenes prostáticos.

El riesgo de desarrollar cáncer de próstata incrementa
con la edad; la mayor proporción de casos (83 por
ciento), se observa a partir de los 64 años y se estima
que 5 de cada 100 hombres mayores de 50 años, sufri-
rá cáncer de próstata. Mientras que sólo un 1 por cien-
to de los casos se presenta en menores de 50 años.

La NOM 048 SSA2 2017 establece los criterios para la
prevención, detección, diagnóstico, tratamiento, con-
trol y vigilancia epidemiológica del crecimiento pros-
tático benigno y del cáncer de próstata, así como las
acciones de promoción de la salud relacionadas con
dichos padecimientos.

Si bien la norma es clara y específica, ésta se limita al
aspecto clínico. De ahí que es necesario generar un
marco general que sirva como elemento potencializa-
dor de las acciones a través de las actividades en para-
lelo de promoción de la salud que por su naturaleza no
están contempladas en la norma.

En este sentido y al amparo de la normativa, resulta
necesario crear un marco general donde se puedan in-
tensificar las acciones relativas a la promoción de sa-
lud que permita la integración de la sociedad civil, em-
presas y otros actores involucrados en actividades de
creación y desarrollo de conciencia que apoyen el
componente clínico.

Por este motivo y en la búsqueda de generar un mayor
impacto, alcance y suma de voluntades de todos los se
sectores sociales y económicos, la presente iniciativa
propone que exista un “Día Nacional de la Lucha con-
tra el Cáncer de Próstata” en el diecinueve de noviem-
bre de cada año, cuyo objetivo es concientizar sobre
las enfermedades oncológicas masculinas.

Cabe mencionar, que de manera anual, el 19 de no-
viembre se celebra el Día Internacional del Hombre en
49 países; por lo que este mes del año es el marco pro-
picio e idóneo para que en dicha fecha, se conmemore
el “Día Nacional de la lucha contra el Cáncer de Prós-
tata”, alineando los esfuerzos que ayuden a revertir la
alarmante situación en la que se encuentra el cáncer de
próstata en el país.

Asimismo, sería un recordatorio anual para cumplir
una deuda pendiente con la atención integral del cán-
cer de próstata en el país, con los pacientes y sus fa-
milias; dado que al día de hoy, el cáncer de próstata, es
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el único de los tres cánceres prioritarios (cervicouteri-
no, mama y próstata) definidos por el Programa Sec-
torial de Salud 2013-2018 que no cuenta con una polí-
tica pública nacional que permita destinar recursos
específicos para su atención, pero sobre todo, que
asigne responsabilidades y  la evaluación de acciones
claras y contundentes que permitan disminuir en tér-
minos reales su mortalidad durante los próximos años.

Por lo expuesto y como un refrendo al compromiso
con la salud de los mexicanos y los pacientes con cán-
cer de próstata, pongo a consideración la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por medio de la
cual se declara el día 19 de noviembre de cada año,
como el “Día Nacional de la Lucha contra el Cán-
cer de Próstata” al tenor del siguiente proyecto de

Decreto

Único: Se declara el 19 de noviembre de cada año, co-
mo Día Nacional de la Lucha contra el cáncer de
Próstata.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor un día des-
pués de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
el 6 de noviembre de 2018.

Diputado Alejandro Barroso Chávez (rubrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY SOBRE EL ES-
CUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES, A CARGO

DE LA DIPUTADA LORENA DEL SOCORRO JIMÉNEZ AN-
DRADE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, diputada federal Lorena del Socorro Jimé-
nez Andrade integrante del Grupo Parlamentario de
Morena con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y en los artículos 6., fracción
I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta al pleno de este órgano legislativo la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el numeral 16 al artículo 18 de la Ley sobre el
Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, de confor-
midad con la siguiente:

Exposición de Motivos

“Ser maestro es llevar en las manos una antorcha de
luz encendida”

Luz Valle.

En la cuna de la civilización humanística Grecia, fue
tierra avalada de maestros, puesto que es allí donde
surge la preocupación por formar al ser humano con
pilares formativos como si fuera una obra de arte.

La figura del maestro adquirió en la antigüedad rele-
vancia principalmente en el terreno educativo; en la
formación espiritual y moral de la niñez y la juventud.
Entre los griegos, la educación no era concebible sin la
presencia venerable del sabio maestro, máximo guía y
conductor de la sociedad. Por esta razón, tanto la cul-
tura griega como la romana se sustenta en la acción
educativa de los grandes maestros que, con el tiempo,
lo serían de la humanidad: Homero, Sócrates, Isócra-
tes, Platón, Aristóteles, Cicerón, Marco Aurelio, Séne-
ca, entre otros.

El maestro sabe que está en juego el futuro de una vi-
da, y eso entraña una gran responsabilidad ética, mo-
ral, política y humana.

La labor educativa que realizan los maestros, en virtud
de su misión, cultivan con asiduo cuidado las faculta-
des intelectuales de sus alumnos. Desarrollan la capa-
cidad del recto juicio, promueven el sentido de los va-
lores, preparan para la vida profesional, fomentan el
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trato amistoso entre las personas de diversa índole y
condición, contribuyendo así a la comprensión mutua
para acrecentar las herencias intelectuales, espirituales
y físicas

En la historia de México los primeros indicios de un
sistema educativo vinieron de la mano de la civiliza-
ción azteca. Ellos tenían dos tipos de instituciones
educativas principales: las Calmécac, utilizadas para
adiestrar guerreros; y las Cuicacalli, utilizadas para
educar sacerdotes.

La civilización maya también tenía un sistema educa-
tivo, aunque era mucho más selectivo que el de sus
contrapartes aztecas. Los mayas educaban solamente a
las clases sociales más altas, a los jefes tribales y a los
líderes de guerra.

Las personas de clases sociales menos pudientes o sin
relación a la realeza eran educadas en casa por sus
mismas familias.

En las comunidades indígenas más grandes que que-
daron en México luego de la Conquista y durante el
período de colonización, se edificaron iglesias para
enseñar catecismo y promover el catolicismo.

Los españoles y criollos tenían una educación más es-
pecializada, Los peninsulares venían a México ya pre-
parados en España, mientras que los criollos usual-
mente eran educados dentro de su misma región.

De igual forma, las niñas y niños mestizos o de clases
sociales menos favorecidas tenían pocos privilegios
educativos. En muchos casos no estudiaban, lo que
ocasionó que toda la región mexicana proindependen-
tista tuviese un alto nivel de analfabetismo.

Los jóvenes también aprendían literatura y matemáti-
cas. Las habilidades que se les enseñaban eran princi-
palmente técnicas, para que al culminar los estudios
pudiesen incorporarse como miembros útiles a la so-
ciedad colonial de la época.

El gobierno de Agustín de Iturbide trató de establecer
más claramente un sistema educativo en México, pero
la falta de dinero del país no le permitió realizar esta
labor. Sin embargo, sentó las bases para las reformas
de Valentín Gómez Farías, quien hizo pública la edu-
cación con su proyecto de 1824.

Con México ya independiente, Gómez Farías y Lucas
Alamán son considerados los padres de la educación
pública del país. El gobierno se convirtió en el princi-
pal responsable de la educación mexicana, dejando a
la Iglesia de un lado y dando prioridad a otros temas
más allá de la religión. La educación elemental estuvo
a cargo desde la escuela de la “amiga”, compañías co-
mo la Lancasteriana, órdenes religiosas, entre otras.

Por iniciativa de dos aspirantes a diputados, el coronel
Benito Ramírez García y el doctor Enrique Viesca Lo-
batón, quienes promovieron en el Congreso de la
Unión la institución de un día en honor a los docentes,
y siendo presidente de la República Venustiano Ca-
rranza, se aprueba el 27 de septiembre de 1917 la
proclamación del Día del Maestro.

La festividad se celebró por primera vez en México el
15 de mayo del año 1918.

La fecha busca reconocer la labor de maestros, cate-
dráticos y profesores, tratando de lograr que se valori-
ce su papel en la sociedad como formadores culturales
y de capital humano.

A inicios de los años de 1920 del siglo XX, cuando la
profesión de profesor recibió un nuevo grado de pres-
tigio. Vasconcelos se propuso alfabetizar al país y creo
las llamadas “Misiones Culturales”

Al surgir la Secretaria de Educación Pública, la educa-
ción recibió un impulso significativo con la mejora de
la calidad de los maestros.

Esta celebración varía según las naciones, pero el Día
Mundial del Maestro, instituido por la UNESCO, se
celebra el 5 de octubre.

La Conferencia Interamericana de Educación (celebra-
da en Panamá en 1943) recomendó celebrar el Día
Panamericano del Maestro el 11 de septiembre (falle-
cimiento del educador y presidente argentino Domin-
go Faustino Sarmiento).

En la historia de México el maestro se ha visto refle-
jado en un sin fin de películas, novelas, anecdotarios
como el gran creador de la identidad nacional. Son los
maestros quienes imparten la primera lección cívica a
los niños mexicanos al inculcarles el respeto y amor
por los símbolos patrios, la entonación respetuosa del
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Himno Nacional y también la formación como futuros
ciudadanos.

Son los maestros quienes van formando el capital hu-
mano con el que se desarrolla el país, son ellos los que
logran despertar y encauzar los ánimos y voluntades
que nos distinguen como nación. Cada mañana de lu-
nes durante el año escolar, en casi la totalidad de las
escuelas de educación básica de nuestra nación se iza
nuestro lábaro patrio y se entona el Himno Nacional.
Son los maestros los responsables de esta gran forma-
ción patriótica

En la Ley del Himno. Se enuncian numerosas institu-
ciones, hombres y mujeres que son ejemplo para nues-
tro ser como nación.

El reconocer con la Bandera izada a toda asta, el “Día
del Maestro” es una valorización justa del empeño
mostrado por millones de mexicanos por hacer de
nuestro país un lugar digno con una mejor vida para
todos. Que el maestro sea reconocido como un forma-
dor nacional es necesario y justo puesto que no existe
institución de mayor trascendencia que la escuela y
sus maestros.

El maestro no ha conquistado ni defendido la sobera-
nía nacional con el uso de las armas, pero si lo ha he-
cho con su enseñanza, con ilustrar sobre los valores y
sentir patrio, con la instrucción académica, en sí con-
virtiéndose en un paradigma.

Son 15 años de educación elemental donde se forja un
mexicano en las escuelas, de hecho, podemos asignar
un valor prioritario a nuestras escuelas y sus trabaja-
dores: los maestros.

Por estas razones es necesario que el maestro ocupe un
lugar de formador de la identidad nacional, así como
lo tiene la Marina y nuestro Ejército, porque con su
trabajo es también defensor de la soberanía patria.

Por los enunciados expuestos, se propone para aproba-
ción el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el numeral 16 del artículo
18 de la Ley del Escudo, la Bandera y el Himno Na-
cionales, para quedar como sigue:

Artículo 18. En los términos del artículo 15 de esta
Ley, la Bandera Nacional deberá izarse:

a) A toda asta en las siguientes fechas y conmemo-
raciones:

…

…

…

…

16. 15 de mayo:

Aniversario de la Toma de Querétaro, por las
Fuerzas de la República, en 1867; y Día del
Maestro.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de noviembre del 2018.

Diputada Lorena del Socorro Jiménez Andrade
(rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 512 DE LA LEY FEDERAL

DEL TRABAJO, A CARGO DEL DIPUTADO FRANCISCO JA-
VIER BORREGO ADAME, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

El suscrito, Francisco Javier Borrego Adame, dipu-
tado federal de la LXIV Legislatura, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II; 6, numeral
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1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 512 de la Ley
Federal del Trabajo, para incorporar nuevas tec-
nologías a la normatividad laboral en materia de
seguridad de trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Según datos hechos públicos por la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social,1 de 394 mil 202 accidentes de
trabajo reportados en nuestro país en 2016, las caídas
sumaron 106 mil 728 casos, lo que es el equivalente al
27 por ciento, muchos de ellos, informa dicha depen-
dencia, desde alturas superiores a 1.80 metros.

Ante este dato, dicha secretaría afirma haber vigilado
permanentemente el cumplimiento de la normatividad
que establece los requerimientos mínimos de seguri-
dad para la prevención de riesgos laborales en los tra-
bajos en altura.

Esa información hace referencia a la Norma Oficial
Mexicana NOM-009-STPS-2011 que regula estas acti-
vidades. Afirma que el trabajo en altura se refiere a
mantenimiento, instalación, demolición, operación, re-
paración, limpieza, entre otras, que se efectúan a más
de 1.80 metros de altura sobre el nivel de referencia.

Algunos ejemplos que se señalan para este tipo de
ocupaciones son: la limpieza de ventanas en rascacie-
los, la construcción, la soldadura en puentes y edifi-
cios, así como el mantenimiento de torres de energía,
actividades todas ellas caracterizadas por el uso de an-
damios, plataformas, escaleras, arneses, cuerdas y/o
cables. Incluyen también el riesgo de caída en abertu-
ras en las superficies de trabajo, tales como perfora-
ciones, pozos, cubos y túneles verticales.

No obstante, dice la dependencia, barrenderos y traba-
jadores de limpieza (excepto en hoteles y restaurantes)
fueron el grupo de trabajadores que reportó el mayor
número de casos, con más de 6 mil 900, según la Me-
moria Estadística 2016 del Instituto Mexicano del Se-
guro Social (IMSS). A lo anterior, le siguieron los gru-
pos personas dedicadas a ventas, despachadores y
dependientes en comercios, así como encargados y tra-
bajadores en control de almacén y bodega, con más de
5 mil 800 y 3 mil 800 casos, respectivamente.

La Ley Federal del Trabajo regula los riesgos de tra-
bajo, comprendiéndolos de dos maneras, una las en-
fermedades, otras los accidentes. En lo que se refiere a
los accidentes, la Ley, en su artículo 474, señala que
“accidente de trabajo” es toda lesión orgánica o per-
turbación funcional, inmediata o posterior, la muerte o
la desaparición derivada de un acto delincuencial, pro-
ducida repentinamente en ejercicio o con motivo del
trabajo, cualesquiera que sean el lugar y el tiempo en
que se preste.

Por su parte, el artículo 132 de la referida Ley Federal
menciona, dentro de las obligaciones patronales, la de
(fracción XVI) instalar y operar las fábricas, talleres,
oficinas, locales y demás lugares en que deban ejecu-
tarse las labores, de acuerdo con las disposiciones es-
tablecidas en el reglamento y las normas oficiales me-
xicanas en materia de seguridad, salud y medio
ambiente de trabajo, a efecto de prevenir accidentes y
enfermedades laborales. Asimismo, deberán adoptar
las medidas preventivas y correctivas que determine la
autoridad laboral.

El jurisconsulto Néstor de Buen señala que la filosofía
de los riesgos de trabajo examina las teorías acerca de
la responsabilidad que de ellos deriva, y esto es porque
“… si un trabajador ofrece su salud y su integridad cor-
poral al servicio del patrón, cualquier menoscabo que
en ellos se produzca, como consecuencia directa o in-
directa del trabajo, debe ser compensado de alguna ma-
nera, al trabajador o a sus dependientes económi-
cos…”.2 En este sentido, existe una razón para tomar
en cuenta que se debe poner atención en una reforma
donde se dé cumplimiento a la legislación y normativi-
dad existente en materia de riesgos de trabajo para que
se adopten las medidas pertinentes para salvaguardar la
integridad física, la salud y la vida del trabajador.

En este sentido, el Poder Judicial de la Federación ha
pronunciado el siguiente criterio que nos aterriza más
el concepto del riesgo del trabajo:

Décima Época. Registro número 2000045. Tribuna-
les Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. Semana-
rio Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro IV;
enero de 2012, tomo 5, Materia Laboral, Tesis:
IV.2o.T.2 L (10a.), página: 4281.

Accidente de trabajo. No puede considerarse co-
mo tal si al momento en que aconteció dentro de
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la jornada laboral, el trabajador no desarrollaba
una actividad relacionada con la empresa, sino a
favor de un tercero.

De conformidad con los artículos 473 y 474 de la
Ley Federal del Trabajo, y 41 y 42 de la Ley del Se-
guro Social, los riesgos de trabajo son los acciden-
tes o enfermedades a que están expuestos los traba-
jadores en ejercicio o con motivo del trabajo, y el
accidente de trabajo consiste en las lesiones orgáni-
cas o perturbaciones funcionales inmediatas o pos-
teriores, e incluso la muerte, producida repentina-
mente en ejercicio o con motivo del trabajo,
cualesquiera que sean el lugar y el tiempo en que se
preste, así como los acontecidos al trasladarse el
trabajador directamente de su domicilio al lugar de
trabajo o de éste a aquél. Ahora bien, en la exposi-
ción de motivos de la Ley Federal del Trabajo pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de
abril de 1970, respecto a los accidentes de trabajo se
estableció que en la definición de accidente se con-
sidera como “lugar de trabajo” no solamente los es-
pacios cerrados en que está instalada la empresa, si-
no cualquier lugar, la vía pública u otro local, al que
se hubiese trasladado al trabajador; y como “tiempo
de trabajo”, todo momento en que el obrero esté
desarrollando una actividad relacionada con la em-
presa. Por tanto, cuando un trabajador sufre un ac-
cidente dentro de su jornada de trabajo, pero reali-
zando actividades que no corresponden a las de la
empresa para la que trabaja, no puede calificarse
como riesgo profesional, si en el momento en que
aconteció no desarrollaba una actividad relacionada
con la empresa, sino a favor de una persona ajena a
ésta.

Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Tra-
bajo del Cuarto Circuito

Amparo directo 297/2011. Comisión Federal de
Electricidad. 5 de octubre de 2011. Unanimidad de
votos. Ponente: Abraham Calderón Díaz. Secreta-
ria: Cecilia Torres Carrillo.

Es decir, analizando este criterio del Poder Judicial Fe-
deral, que el riesgo de trabajo se actualiza con el hecho
que el trabajador debe estar desempeñando labores de
la empresa y no otros, por lo cual no es responsable el
patrón del accidente.

Es preocupante que los accidentes producidos por las
caídas a distinto nivel es una de las principales causas
de absentismo por el temor de sufrir lesiones irreversi-
bles y muertes en el puesto de trabajo, lo que afecta al
desarrollo nacional, ya que, tanto a nivel nacional co-
mo internacional, sobre todo en países latinoamerica-
nos, el auge de grandes proyectos industriales e in-
fraestructurales hacen multiplicar los riesgos
laborales, sobre todo en caídas en altura.

También vemos que, durante la última década, se ha
experimentado un espectacular desarrollo de las técni-
cas, metodologías y materiales específicos para la pre-
vención de los riesgos derivados de la realización de
trabajos en altura y suspensión. Una de esas tecnologí-
as viene siendo el uso de plataformas elevadoras mó-
viles de personal, mismas que son equipos de trabajo
utilizados para desplazar personas hasta una posición
de trabajo determinada. Este tipo de máquinas se utili-
za normalmente en trabajos en altura tales como tra-
bajos de mantenimiento, montaje, reparación, inspec-
ción u otras actividades similares.

Tecnologías como éstas deben estar contenidas en las
normas reglamentarias de la ley laboral, de ahí que se
propone adicionar un segundo párrafo al artículo 512
de la Ley Federal del Trabajo para que, en los casos en
los que exista un alto riesgo que implique la pérdida de
la vida o se comprometa seriamente la salud del traba-
jador, considerando, sobre todo la naturaleza del tra-
bajo, se considere el uso de las mismas, así como de
las herramientas de trabajo que sean innovadoras y
que coadyuven a las labores de seguridad en los cen-
tros de trabajo.

En materia internacional, vemos casos como el colom-
biano, donde existe un “Reglamento de Seguridad pa-
ra protección contra caídas en trabajo en alturas”, el
cual busca proteger al trabajador que sufran caídas por
desempeñar sus labores lugares altos y obliga a los
empleadores, empresas, contratistas, subcontratistas y
trabajadores de todas las actividades económicas de
los sectores formales e informales de la economía,
“que desarrollen trabajo en alturas con peligro de caí-
das”.3

Otro ejemplo es el caso chileno, donde existe la Nor-
ma Chilena Oficial NCh2458.Of1999, denominada
“Construcción - Seguridad - Sistema de protección pa-
ra trabajos en altura - Requisitos generales”, la cual es-
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tablece los requisitos de seguridad para el diseño,
construcción, instalación y uso de sistemas de protec-
ción contra caídas durante la construcción, reparación
y demolición de obras de construcción.

Por último, vemos el caso argentino, donde existe el
Decreto 911/96 “Higiene y Seguridad en la Construc-
ción”, el cual establece requerimientos técnicos para la
protección del trabajador que realiza su labor en las al-
turas.

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo
al artículo 512 de la Ley Federal del Trabajo

Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 512
a la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 512. En los reglamentos de esta Ley y en los
instructivos que las autoridades laborales expidan con
base en ellos, se fijarán las medidas necesarias para
prevenir los riesgos de trabajo y lograr que éste se
preste en condiciones que aseguren la vida y la salud
de los trabajadores.

En los casos en los que exista un alto riesgo que im-
plique la pérdida de la vida o se comprometa seria-
mente la salud del trabajador, considerando, sobre
todo la naturaleza del trabajo, las disposiciones re-
glamentarias o normativas considerarán el uso de

la tecnología y de las herramientas de trabajo que
sean innovadoras y que coadyuven a las labores de
seguridad en los centros de labores.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor, al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Datos publicados en la siguiente página de internet, consultada

el 6 de octubre del 2018: https://www.gob.mx/stps/prensa/repre-

sentan-caidas-el-27-por-ciento-de-los-accidentes-de-trabajo-en-

mexico

2 De Buen, Néstor, Derecho del trabajo, México, Editorial Porrúa,

17 Edición, 2005, Tomo I, página 618.

3 Véase el Diario Oficial del Gobierno de Colombia, número

48.517, de fecha 09 de agosto de 2012, concretamente la Resolu-

ción del Ministerio de Trabajo número 1409 del año 2012.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los seis días de noviembre del 2018.

Diputado Francisco Javier Borrego Adame (rúbrica)
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